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“…no development is possible without growth, without a good investment climate and without a buoyant private sector…” — Francois Bourguignon, Chief Economist, World Bank Group 

"cuando finalice el contrato de concesión todos los habitantes de La Paz  y El alto dispondrán de ambos servicios"… Los principales beneficiario son los estrato sociales mas necesitados y con menor capacidad económica… con la anterior administración, publica, difícilmente la población hubiera podido acceder a estos servicios de vital importancia, por ello es que podemos afirmar que AISA es una empresa privada que brinda un servicio público de alto contenido social", (Alain Carbonell, gerente AISA, 1998)
GLOSARIO
AISA

Aguas del Illimani S.A.

BID

Banco Interamericano de Desarrollo
BM

Banco Mundial
CAF

Corporación andina de Fomento
DS

Decreto Supremo

EPSA

Entidad Prestadora de Servicios de Agua potable y Alcantarillado
FEJUVE
Federación de Juntas Vecinales

FMI

Fondo Monetario Internacional
FNDR

Fondo Nacional de Desarrollo Rural
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Honorable Alcaldía Municipal
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Instituto Nacional de Estadística

IFC

International Finance Corporation
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Ministerio de Servicios y Obras Públicas

OM

Ordenanza Municipal

ONG

Organización No Gubernamental
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Plan Operativo Anual
RRA

Resolución Regulatoria Administrativa

SAMAPA
Servicio Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de La Paz
SIB

Sociedad de Ingenieros de Bolivia

SIRESE
Sistema de Regulación Sectorial
SISAB

Superintendencia de Saneamiento Básico 
TGN

Tesoro General de la Nación
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Viceministerio de Servicios Básicos
CONFLICTO DE AGUAS DEL ILLIMANI: PRÁCTICAS REGULATORIAS DE SERVICIOS DE AGUA POTABLE Y SU IMPACTO EN LA POBREZA

INTRODUCCIÓN
Tanto desde el gobierno, la cooperación internacional, como del sector privado, existió una valoración absolutamente positiva de la concesión de La Paz, por su enfoque orientado a los pobres (“pro poor”) y el cumplimiento de las metas fijadas (Nickson, 2001).

Durante diferentes negociaciones de los organizaciones de regantes y sistemas comunitarios con el Viceministerio de Saneamiento Básico sobre los reglamentos de la modificada Ley de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario, un constante argumento de ese organismo estatal, al defender la participación privada en el sector, era que la concesión de La Paz era un éxito por haber logrado objetivos de cobertura más allá de lo esperado
. 

El Banco Mundial considera que el sistema condominial, implementado en la ciudad de El Alto permite reducir costos y beneficiar por tanto a los sectores más pobres (Foster, 2001)

Dos años después de la concesión, el entonces gerente de Aguas del Illimani (AISA) remarcaba que “los principales beneficiarios del ingreso de un operador privado en el sector son los estratos sociales más necesitados y con menor capacidad económica" (LR 10/II/99). Y el 2002, el nuevo gerente, Arnaud Bazire, al evaluar la gestión de AISA señalaba que “el objetivo era demostrar que la Lyonnaise des Eaux puede también ocuparse de zonas difíciles” (cit. por Poupeau 2002).
En un boletín de Suez se exaltaba la capacidad de su filial de haber integrado zonas peri-urbanas pobres, a través de una alianza con el municipio, ONGs y los barrios, utilizando tecnologías novedosas, como el sistema condominial, facilidades crediticias, contribuyendo de esta manera al desarrollo económico y social de las zonas y la protección ambiental (Mathys, n/n).
Por su parte, según la revista boliviana Nueva Economía, AISA apareció  entre las empresas que vencieron la crisis, por su capacidad de inversión en servicios, bienes no transables, por su rentabilidad estable y segura (subrayado nuestro), hecho reconocido por Carbonnel de AISA
, además de optimizar gastos operativos, intensificación el uso de tecnología, reducción de personal, maximizar el uso de recursos materiales, en suma implementar modernos sistemas de administración y gestión empresarial (Nueva Economía, 14 al 20 de agosto 2000).

Pero, aparece el cuestionamiento del porqué, si es aparentemente una concesión pro poor exitosa, actualmente Aguas del Illimani atraviesa un proceso de auditoria regulatoria como parte de la terminación de su contrato. Proceso iniciado a raíz de denuncias y movilizaciones de la población alteña y paceña.
En febrero del 2003 las oficinas de AISA en El Alto fueron quemadas por la multitud, en el contexto de la revuelta contra el denominado “impuestazo” del gobierno de Sánchez de Lozada. Este hecho se explica por la pésima opinión de los usuarios:
"AISA llegó  al país para ganar dinero en perjuicio de las economías de los ciudadanos y la Superintendencia del sector no hace nada por frenar a la empresa privada y velas por los consumidores…" (Ernesto Mostacedo, usuario de AISA) (LR 8/IV/98)

Organizacione cívicas y laborales de El Alto pedirán la modificación del contrato e concesión "porque es atentatorio a la economía de los paceños y alteños", dijo presidente de FEJUVE Elias Troche  (P 9/VI/98)

La pregunta que surge, por tanto es: realmente Aguas del Illimani representa el ejemplo de una concesión pro-poor?
. En este trabajo intentaremos mostrar cuales fueron los impactos de esta concesión y del marco regulatorio sobre la población alteña y paceña, principalmente la población empobrecida de estas ciudades.  
Por esta razón dividiremos el trabajo en tres partes: una primera parte mas contextual, sobre el marco institucional del sector de agua potable y saneamiento básico y sobre la situación de pobreza de las ciudades de La Paz y El Alto; una segunda parte de análisis del proceso de concesión, desde la licitación hasta los resultados a lo largo de los ya 8 años de concesión; y finalmente la tercera parte de carácter conclusivo, realizando una evaluación de la experiencia de concesión de Aguas del Illimani y del rol del marco regulatorio. 

PARTE 1

MARCO REGULATORIO Y POBREZA 

CAPÍTULO I.  MARCO INSTITUCIONAL Y SUS ROLES EN CUANTO A LA SUPERACIÓN DE LA POBREZA

En Bolivia los servicios básicos son constitucionalmente responsabilidad del Estado, por tanto su universalización, calidad, continuidad son atribuciones del Gobierno. Sin embargo, desde 1997 y como parte de la nueva política económica, se han impulsado políticas, medidas, normas y planes desde el Estado para delegar parte de esta responsabilidad al capital privado y concentrando otras atribuciones a instancias autónomas denominadas superintendencias. Es decir para liberalizar la prestación de servicios de agua potable y alcantarillado sanitario.

Una de las primeras medidas en este sentido fue el caso que analizamos: la concesión del servicio de agua potable y alcantarillado de las ciudades de La Paz y El Alto a la empresa Aguas del Illimani S.A. Posteriormente, con la ley de agua Potable y Alcantarillado Sanitario se consolida esta política en un marco institucional al que se atribuye determinadas competencias. El presente acápite busca analizar este marco institucional y sus roles en cuanto a superación de pobreza.
1. El marco institucional

Las entidades con competencias sobre el sector de agua potable y saneamiento básico, de acuerdo a la ley 2066 de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario
, son:

· El Viceministerio de Servicios Básico (VSB) 
· Las Prefecturas de Departamento

· Los Gobiernos Municipales

· La Superintendencia de Saneamiento Básico (SISAB) 
El siguiente cuadro resume las diferentes competencias de cada una de las entidades del marco institucional de acuerdo a las funciones y niveles en el sector
:

Cuadro 1: Marco institucional del sector de saneamiento básico y sus competencias
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Tabla 1: Marco institucional del sector de saneamiento básico y sus Competencias

	ENTIDAD
	FUNCIONES

	
	Normas y políticas
	Planificación
	Financiamiento
	Regulación
	Información
	Asistencia técnica
	Prestación de servicios

	MSOP
	
	
	· Gestión
	
	
	
	

	VSB
	Sobre:

· Provisión

· Regulación

· Protección de los derechos de usuarios

· Financiamiento
	· Elaborar Planes y programas anuales y nacionales de expansión y mejoramiento de calidad
	· Apoyo operativo  en la gestión

· Fomento de la participación privada
	· Tuición sobre la SISAB
	· Desarrollo de sistemas
	· Fomentar y promover la asistencia técnica


	· Fomento de la participación privada

· Fomento al desarrollo institucional

	Prefecturas
	
	· Diseñar y elaborar planes departamentales de expansión y mejoramiento de calidad
	· Coordinar con el MSOP la supervisión y control de ejecución de obras
	
	· Informar sobre ONGs y otras entidades que realizan actividades en el sector
	· Brindar asistencia técnica a las EPSAs
	· Fomentar la asociación de asentamientos humanos para prestación conjunta

	Gobiernos municipales
	
	· Proponer y desarrollar planes municipales de expansión y mejoramiento de calidad
	
	· Considerar solicitudes de expropiación de la SISAB

· Coadyuvar en la evaluación y seguimiento 

· Emitir Opinión técnicamente fundamentada sobre pliegos de licitación, firma de contratos por excepción y aprobación de precios y tarifas
	· Informar sobre el estado de la prestación de servicios en el municipio

· Informar sobre ONGs y otras entidades que realizan actividades en el sector
	· Brindar asistencia técnica a las EPSAs
	

	SISAB
	
	
	
	· Otorgar, revocar  derechos de prestación del servicio

· Transitoriamente otorgar derechos de uso del recurso hídrico

· Suscribir contratos de concesión

· Velar por el cumplimiento de los derechos y obligaciones de EPSAs y usuarios

· Aprobar metas de las EPSAs(calidad, expansión y desarrollo). Aprobar precios, tasas y tarifas.

· Intervenir EPSAs. Aplicar sanciones.

· Asegurar disposiciones antimonopólicas

· Solicitar la OTF

· Imponer servidumbres
	· Requerir información a las EPSAs

· Implementar y mantener sistemas de información

· Remitir información al VSB
	
	

	EPSAs
	
	
	
	
	
	
	· Prestación del servicio garantizando calidad y protección al medio ambiente


2. La superación de la pobreza en el marco de las competencias del Estado

Dos de las mas importantes atribuciones del Estado son delegadas a dos grandes entidades: el Poder Ejecutivo a través del Viceministerio con roles normadores y la superintendencia con roles reguladores. Ambas entidades tienen una relativa independencia que debería garantizar el buen funcionamiento de ambas tareas y la complementación y control mutuo. La prestación del servicio se delega a las Entidades Prestadoras del Servicio de Agua Potable y Alcantarillado (EPSAs) que tenderían a ser entidades independientes del Estado
.

Cuadro 2: Principales entidades del sector y sus relaciones
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El Viceministerio de Saneamiento Básico tiene como principales atribuciones la elaboración de normas y planes para el sector; estas normas y planes deben precautelar como principios de prestación del servicio: la universalidad de acceso al servicio, una calidad y continuidad acorde con las políticas de desarrollo humano y criterios de eficiencia, sostenibilidad del servicio y protección al medio ambiente
. Además de este importante rol también el VSB se constituye en el monitor de programas de inversión y de asistencias técnica y administrador de sistemas de información.

Es así que la universalidad de acceso al servicio y la calidad y continuidad del servicio como principios ya convierten de alguna forma en misión de esta entidad la superación de la pobreza y por tanto como competencias específicas dirigidas a la superación de la pobreza prácticamente todas las designadas por ley. En este sentido debe elaborar políticas y planes de expansión y mejoramiento del servicio, gestión de financiamiento, desarrollo y administración de sistemas de información que busquen un servicio universalmente accesible, eficiente, de buena calidad y sostenible. Mas aun el incremento del acceso a estos servicios con el fin de superar la pobreza son parte de los compromisos del gobierno en el marco de las metas del milenio
.
Por otra parte la SISAB es el órgano regulador por excelencia con los gobiernos municipales coadyuvando en tareas relacionadas a expropiación de bienes, seguimiento y evaluación
. 

En el caso de la Superintendencia las competencias principales son las de regular y velar por el cumplimiento de las normas, políticas y planes elaborados por el VSB: estableciendo metas de cobertura y calidad del servicio a las EPSA de acuerdo a planes elaborados por el VSB u otras entidades competentes, controlando el cumplimiento de estas metas y estableciendo mecanismos de protección a los derechos de los usuarios. De igual forma está dentro de sus competencias el fijar las tasas, tarifas y precios que los usuarios deben pagar por el servicio, estos montos deben ser calculados en función de los planes desarrollados por la EPSA (planes quinquenales y de desarrollo, 40 años). Los mecanismos específicos para este propósito son contratos de concesión y resoluciones administrativas.

El siguiente cuadro resume las competencias de las principales entidades del marco institucional referidas a la superación de la pobreza
:
Cuadro 3: Competencias del marco institucional en la superación de la pobreza
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3. Las inversiones 

Ahora bien, para poder incrementar la cobertura y mejorar la calidad del servicio además de establecer normas, políticas y planes y de controlar y regular la prestación del servicio es imprescindible realizar grandes inversiones. Mas aun en Bolivia donde los indicadores de coberturas son aun muy bajos (72.01% en agua potable y 41.69% en alcantarillado sanitario) y existe un rezago inversor
 muy elevado en el sector.

Nuevamente, como parte de la NPE, se pretendía promover que el capital privado se encargue de realizar esta inversión otorgando al inversionista privado un retorno a estas inversiones
. Claro esta que en el largo plazo estas inversiones son transferidas a la tarifa y por tanto al usuario, es entonces importante para la participación del regulador para precautelar que esta transferencia a la tarifa se haga de forma equitativa velando por los principios ya mencionados y evitar impactos negativos en la población pobre.

La primera experiencia en Bolivia en este sentido es la concesión de AISA. A partir del análisis de esta experiencia en relación al marco institucional intentaremos aportar al debate sobre la eficacia de esta política sectorial en el sentido de superación de la pobreza.

CAPÍTULO II.  LA PAZ Y EL ALTO: POBREZA Y SERVICIOS

1. La Paz y El Alto

La Paz y El Alto forman parte de la mayor área metropolitana de Bolivia (La Paz-El Alto-Viacha- Achocalla) con cerca de 789.585 y 647.350 habitantes respectivamente (http://www.ine.gov.bo/cgi-bin/piwdie1xx.exe/TIPO). Geográficamente La Paz esta situada en un valle y El Alto en la altiplanicie contigua a La Paz. 

Mapa 1: Ciudades de La Paz y El Alto
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FUENTE: Arbona y Kohl 2004:2

Este factor es uno de los que determina que la ciudad de El alto sea una de las ciudades de mayor crecimiento demográfico en el país (en el periodo intercensal 1992-2002 presento una tasa anual de crecimiento de 5.05%). El siguiente mapa ilustra el alto crecimiento demográfico además de precisar las zonas de mayor crecimiento:

Mapa 2: Población inmigrante total de la ciudad de El Alto
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FUENTE: CODEPO-IRD 2005:43

Esto significa la llegada anual de aproximadamente de 30,000 personas, traducido en una creciente demanda servicios públicos, incluido el agua y saneamiento (Garfias & Mazurek 2005:21)
. Si observamos las proyecciones veremos que en corto tiempo la ciudad de El Alto superará a La Paz en población. 

Tabla 2: Crecimiento poblacional de las ciudades de La Paz y El Alto

	Año
	La Paz
	
	
	El Alto
	
	
	Área Metropolitana

	
	Población
	Crecimiento anual (%)
	Porcentaje del Total
	Población
	Crecimiento anual (%)
	Porcentaje del Total
	Total
	Crecimiento anual (%)

	1950
	321.063
	-
	97
	11.000
	
	3
	332.063
	

	1960
	363.000
	1.3
	92
	30.000
	10.5
	8
	393.000
	1.7

	1970
	563.020
	4.5
	90
	60.000
	7.2
	10
	623.020
	4.7

	1976
	635.283
	2.4
	87
	95.434
	8.0
	13
	730.717
	2.7

	1985
	650.000
	0.3
	74
	223.239
	9.9
	26
	873.239
	2.3

	1992
	713.378
	1.2
	64
	405.492
	8.9
	36
	1.118.870
	3.6

	2001
	723.293
	0.2
	53
	649.958
	4.8
	47
	1.373.251
	2.1

	2010
	732.000
	0.2
	43
	962.097
	4.0
	57
	1.700.097
	2.7


FUENTE: Arbona y Kohl (2004:4)

Además del factor geográfico, la ubicación de importantes industrias e instalaciones (como el aeropuerto, la engarrafadora y la estación de trenes) y la migración campesina y minera fueron importantes factores para reforzar este acelerado crecimiento (Arbona y Kohl 2004:4)

En cuanto a las actividades económicas sin lugar a dudas la actividad generada en la ciudad de La Paz como sede del Poder Legislativo y Ejecutivo de Bolivia es una de las más importantes, junto con las actividades generadas por las agencias internacionales, embajadas, instituciones públicas y diferentes servicios. En el caso de El Alto gran parte de la población forma parte de la fuerza laboral de la ciudad de La Paz, la otra parte trabaja en el sector industrial de La Paz y El Alto o en el sector informal. En la ciudad de El Alto, según datos del censo 2001, la mayor parte de la población ocupada se encontraba en situación de obrero o empleado 47,20%, le siguen en importancia los trabajadores por cuenta propia 40,97% (con predominancia de mujeres), sin especificar 6,28%, trabajador familiar o aprendiz sin remuneración 2,72%, patrón o empleador 2,59% y cooperativista 0,23 (INE, 2005). Asimismo, el 27% de la población activa trabaja de manera informal, y el 21.9% en la industria manufacturera. De hecho, el comercio por mayor y menor representa el 25.1% y la industria el 20.2% de la PEA. La mayor parte de las industrias son microempresas (90% de las empresas tienen entre 1 y 4 trabajadores), en general de tipo familiar  (Garfia & Mazurek, 2005: 55-68).

2.  Inequidades y pobreza

Si bien ambas ciudades se encuentran estrechamente relacionadas es bastante visible la diferencia entre ambas. El presupuesto municipal es un caso ilustrativo de estas diferencias, mientras que ambas ciudades son casi de las misma dimensión el presupuesto municipal de la ciudad de La Paz es aproximadamente 5 veces mas que el de la ciudad de El Alto (Arbona y Kohl 2004).

El Alto tiene una tasa de analfabetismo promedio, del 8% (en relación a la población de más de 15 años), concentrado predominantemente en los mayores de 45 años, mujeres y distritos de la periferia (Garfia & Mazurek, 2005:69-73). Para el 2004, el municipio del El Alto contaba con 72 establecimientos de salud, de un total de 375 en el departamento de La Paz, además disponía de 495 camas hospitalarias, de un total de 2.942 a nivel departamental (INE, 2005).

Estas diferencias finalmente se manifiestan en la diferencia en los índices de pobreza. El Alto se halla entre las ciudades con mayor índice de necesidades básicas insatisfechas, a pesar de una reducción en el periodo intercensal, de 73.8% en 1992 a 66.9% el 2001, cifra por encima de la tasa nacional (58.6) (http://www.ine.gov.bo/cgi-bin/piwdie1xx.exe/TIPO). Adicionalmente, el 25.6% de la población se encontraba en umbral de la pobreza (INE, 2005). El 60% de la población de esta ciudad vive con menos de 11,2 Bs. ($1.40 per capita) por día y cerca del 40% con menos de 7,6 Bs. ($0.90 per capita) (Foster Vivien & Irusta Osvaldo, 2003:6-7).

3. El Agua Potable y Alcantarillado Sanitario

Según datos obtenidos en el Censo 2001, uno de los componentes de las necesidades básicas insatisfechas (NBI) en el municipio de El Alto fueron los inadecuados servicios de agua y saneamiento con un 50,75% (INE, 2005). Es decir la mitad de la población alteña no ha resuelto adecuadamente el tema agua y saneamiento.

Concretizando, el 2001 en el municipio de El Alto, 147.531 hogares tenían procedencia de agua por cañería de red o pileta publica, 6.101 hogares se proveían de otras formas, 5.694 de carro repartidor, 5.530 de pozo o noria con o sin bomba y 464 de río, vertiente o acequia. Si tomamos en cuenta que de acuerdo al INE el tamaño medio del hogar particular en El Alto es de 3.89, 569470 habitantes tenían acceso a la red o pileta pública, esto es el 88%.

Para la eliminación de aguas servidas en el municipio de El Alto, 75.838 hogares contaban con alcantarillado, lo cual representa solamente el 45% de la población alteña; 60.599 no tenían baño o sistema de eliminación, 25.521 hogares a pozo ciego o a la superficie y otro tipo de desagüe y 3.362 hogares contaban con cámara séptica.

Los siguientes mapas nos permitirán identificar las zonas en las que  se carece de este servicio:

Mapa 3: Viviendas con cañeria afuera
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FUENTE: CODEPO-IRD 2005:43

Mapa 4: Viviendas sin cañeria
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FUENTE: CODEPO-IRD 2005:43

Mapa 5: Viviendas sin sanitario
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FUENTE: CODEPO-IRD 2005:43
PARTE 2

POLÍTICAS DE TRANSFERENCIA AL SECTOR PRIVADO: LA CONCESIÓN DE AGUAS DEL ILLIMANI 

CAPÍTULO III.
EL PROCESO DE CONCESIÓN

En noviembre del 2004, en el marco de la nueva emergencia alteña contra la concesión, Eleodoro Equiapaza, miembro del directorio de la Fejuve de El Alto, explicaba 
que parte de la demanda alteña era que el gobierno entregue el contrato suscrito años atrás con la empresa Aguas del Illimani, para empezar a revisar el cumplimiento de lo establecido en este documento y verificar si es que la entidad en cuestión cumplió con las cláusulas acordadas (LR 27/11/2004). Es decir, parte del conflicto es la demanda por transparentar la información, pues, como señala Chacón “el proceso de licitación, la adjudicación, los términos del contrato de concesión se mantuvieron hasta fines del 2004 y principios de este año, en el más absoluto secreto; siendo por lo tanto, desconocidos para la población afectada” (Chacón, 2006). De hecho, la página web de la SISAB no es actualizada con datos de AISA, vulnerando un principio básico de transparencia. Como señala SAMAPA, “la publicación de información concerniente al servicio debería ser obligatoria y periódica, más que dejada al simple criterio de personeros de la SISAB (SAMAPA Residual 20000:9).

Reconstruyamos el proceso entonces.

1. Contexto nacional y de políticas públicas para la concesión 

La Conferencia Mundial del Agua de 1992 aprobó nuevas orientaciones en la gestión del agua, entre ellas la participación privada en la distribución de agua potable. En 1993, Gonzalo Sánchez de Lozada fue elegido presidente e inició la implementación de la llamada “segunda generación de reformas estructurales”, incluida la institucionalización de la economía de mercado y la privatización de empresas de servicios públicos
. 

Una de las decisiones más importantes fue la aprobación de la Ley del sistema de Regulación Sectorial (SIRESE), para regular, controlar varios sectores de la economía, entre ellos el agua (Gaceta Oficial de Bolivia, 1994a:1), como parte de un nuevo rol del Estado asignado por el Ajuste estructural: dejar de participar directamente en actividades productivas y configurar un rol regulador. De esta manera se constituyó un nuevo marco regulatorio ya descrito. 

Complementariamente, se implementó una política de fortalecimiento institucional de las tres empresas de agua más importantes del país, a ser privatizadas, con financiamiento del Banco Mundial; el Servicio Municipal de Agua Potable y Alcantarillado de La Paz (SAMAPA) recibió $US 490,000, con el propósito de mejorar la capacidad institucional de la empresa, y transferir al sector privado una empresa saneada y eficiente. En 1997, se aprueba, mediante DS 24719 (22/VII/97), el Reglamento de Organización Institucional de las Concesiones del Sector Aguas, para facilitar el proceso paceño.

2. Razones para privatizar SAMAPA

En un informe emitido en mayo de 1997, el Banco Mundial reconoció el buen desempeño del Servicio Municipal de Agua Potable y Alcantarillado (Samapa) "en términos generales", traducido en  la eficiencia en el cobro de facturas (100,4%), y una reducción en el número de empleados por mil conexiones de agua, de 5,56 en 1994 a 4,5, pero enfatizó la ineficiencia de la gerencia de SAMAPA al no iniciar “la ejecución de los contratos de suministro y obras durante el periodo de la extensión del crédito"(Banco Mundial, 1997). Los otros dos motivos, los explicitaba Alain Carbonel en el  primer aniversario de AISA: "hacia el final de su existencia, la empresa de propiedad municipal dejó de ser sujeto de crédito para los organismos internacionales de cooperación y la tendencia actual de la economía considera que los servicios no deben ser administrados por el Estado, sino por la iniciativa privada"  (LR 6/VIII/98). En suma, ineficiencia del sector público, incapacidad de inversión y la tendencia privatizadora dominante a nivel mundial son los argumentos para la concesión. Por ello el Banco condicionó la privatización de SAMAPA a la renegociación de la deuda externa de 1996 (Banco Mundial, 1997).
3. Cronología de la Concesión

El proceso de la concesión siguió el siguiente itinerario:

Tabla 3: Cronología del conflicto de la Concesión de Aguas del Illimani
	FECHA
	           HECHO

	IV/96-VII/97
	Tiempo de duración de la licitación pública internacional

	12/IV/96
	Resolución de Directorio SAMAPA No 18/96, instruyendo a la gerencia general a proceder con las acciones necesarias que permita la participación privada en la empresa.

	12/IV/96
	Directorio de SAMAPA autoriza al gerente General a proceder la transferencia al sector privado, pues consideró la necesidad de replantearse la validez de políticas centradas en el Estado, por la burocracia que implica, las deficiencias en los mecanismos de fijación de tarifas, etc. Pero, además autoriza a la alcaldesa Gaby Candia, a representar al gobierno municipal de La Paz en todas las fases.

	11/X/96.
	Resolución de directorio SAMAPA No 45/96 aprobando la “Definición de Estrategia” propuesta por el ministerio sin cartera de Capitalización, para el proceso de participación privada de SAMAPA.

	11/X/96
	Directorio de SAMAPA aprueba la “definición de una estrategia” propuesta por el ministerio de Capitalización para la transferencia al sector privado de la empresa

	7/III/97.
	Ordenanza Municipal No 10/97, por el cual el concejo Municipal de La Paz autoriza el proceso de participación privada en SAMAPA, a través de la concesión, y autoriza a la Alcaldesa Gaby Candia asumir la representación en la implementación del proceso.

	13/III/97
	Concejo Municipal autoriza proceso de participación privada en SAMAPA, pues consideró que debía mejorar la administración y provisión del servicio

	24/III/97
	Consejo Municipal de La Paz emite la OM No 015/97 autorizando la participación privada, y especificando la participación de la Alcaldesa en todas sus fases: “que debe participar el gobierno Municipal de La Paz como contraparte del concesionario…”

	4/IV/97.
	La SIB envía a la HAM de La Paz un documento con varias observaciones a los términos de la licitación.

	19/IV/97.
	DS 24573. Mediante el cual da inicio al proceso de participación privada, autoriza a SAMAPA llevar a cabo el proceso de participación privada, facultándole a arrendar sus bienes e inmuebles, transferir determinados activos y pasivos y mientras se designe el Superintendente de Aguas, sea el ministro de Capitalización quién efectúe la licitación pública internacional. Además, autoriza a este ministerio establecer el procedimiento para la concesión, sin restricción alguna. Asimismo, establece la premisa que el concesionario debe pagar un “derecho de concesión”.

	IV/97.
	Licitación Pública internacional MC-AGUAS/01/97 para la concesión de aprovechamiento de aguas y la concesión del servicio de AAPP y alcantarillado en las ciudades de La Paz y El Alto y sus alrededores, en base a términos elaborados por el Banque Paribas.

	29/V/97
	Se publica un informe del Banco Mundial, previo a la concesión (Documento de la supervisión del crédito 2187-BO), si bien reconocía que "en términos generales, los indicadores señalan buen desempeño de SAMAPA, pero la misión considera que es resultado de la inercia en el desempeño y no refleja una buena gestión" (LR 15/V/98). Por tanto se recomendaba la transferencia al sector privado

	VI/1997.
	Se crea la Superintendencia de Aguas, como parte del SIRESE. 

	16/VI/97.
	Reunión Directorio SAMAPA. Se emite Resolución de Directorio No 03/97, ratificando las modificaciones realizadas por el ministerio de Capitalización, a la estrategia de participación privada, de conformidad a los términos de referencia de la licitación, aunque sujeto a que el TGN asuma los pasivos contingentes, tributarios y procesos judiciales.

	21/VI/97.
	DS 24663. Excluyendo a SAMAPA del proceso, se ajustan los procedimientos de la licitación, particularmente referidos a legalizar el proceso si hubiera una sola oferta y la posibilidad de modificar aspectos de los términos de referencia.

	23/VI/97.
	Se publica en la Gaceta No 2008 el DS 24663.

	23/VI/97.
	Reunión reservada directorio SAMAPA. Se modifica la resolución 03/97. No tuvimos acceso a la resolución. En la reunión se aclara que SAMAPA será un ente técnico.

	26/VI/97.
	Presentación de ofertas

	26/06/97-24/07/97
	Durante este periodo se producen cambios en la redacción de la versión final de los contratos.

	30/VI/97.
	Resolución Suprema No 217089, nombrando Superintendente de Aguas a Alfredo Uzin.

	30/VI/97.
	Resolución Suprema No 01/97. El Superintendente de Aguas adjudica a favor de AISA la concesión del servicio de agua potable y alcantarillado en las ciudades de La Paz y El Alto. En su artículo único, determina: “Adjudicar a favor del Proponente Calificado Consorcio AGUAS DEL ILLIMANI la Licitación Internacional para otorgamiento de la Concesión de Aprovechamiento de Aguas y la Concesión del Servicio Público de Agua Potable y Alcantarillado en las Ciudades de La Paz y El Alto, y sus alrededores (Ref. MC-AGUAS/1/97), por haber ofertado Setenta y Un Mil Setecientos Cincuenta y Dos (71.752) Conexiones de Agua Potable en el Area El Alto hasta el 31 de diciembre de 2001 de acuerdo a los Términos de Referencia y el Contrato de Concesión.”

	17/VII/97.
	Reunión Directorio SAMAPA.

	24/VII/97.
	Mediante Resolución Administrativa No 05/97, el gobierno de Bolivia, a través de la Superintendencia de Aguas, otorga la concesión a AISA. El contrato es firmado por Luis Uzin, por la Superintendencia y Carlos De Yeregui, por AISA. La Resolución SA No 05/97 en su artículo primero establece: “Otorgar a nombre del Estado Boliviano, la Concesión de Aprovechamiento de Aguas en las ciudades de La Paz y El Alto y sus Alrededores a la sociedad Aguas del Illimani S.A. en su calidad de adjudicatario de la Licitación Pública Internacional Ref: MC-AGUA/01/97”. Asimismo, el artículo segundo de esa Resolución determina: “Otorgar a nombre del Estado Boliviano, la Concesión del Servicio de Agua Potable y Alcantarillado en las ciudades de La Paz y El Alto y sus alrededores a la sociedad Aguas del Illimani S.A. en su calidad de Adjudicatario de la Licitación Pública Internacional Ref: MC-AGUAS/01/97.”

	29/VII/97
	Gobierno, mediante DS 24725 consideró que la OM 010/97 establece como requisito indispensable para la viabilidad del proceso de concesión la subrogación de los cargos que resultaren de los procesos judiciales que fueren adeudados por SAMAPA. El Art dice que “el TGN asumirá los pasivos que puedan resultar de los procesos judiciales de cualquier naturaleza iniciados hasta el 1/VIII/97 en contra de SAMAPA, hasta el 1 de Agosto de 1997 en contra de SAMAPA, hasta el monto agregado que no exceda de dos millones de $US”. El Art 2 señala que “será SAMAPA la que continuará con el trámite de los procesos judiciales, bajo su responsabilidad” 

	5/IX/97
	Gobierno mediante DS 24839, deroga el alcance y contenidos del DS 24725 (el anterior) considerando que la administración e inversión no puede comprometer ni devengar gastos con cargo al Tesoro General de la Nación. Asimismo establece que continúa bajo la responsabilidad de personeros de SAMAPA el control y seguimiento de todos los procesos judiciales en el marco de la Ley 1178. Es decir, SAMAPA continua responsable del control y seguimiento de todos sus procesos judiciales.


FUENTE: Elaboración propia en base a prensa
La concesión según el Censo del 2001, las ciudades de La Paz-El Alto cuentan con 1443251 habitantes, de los cuales 793,293 corresponden a la ciudad de La Paz y 649,958 a El Alto (http://www.ine.gov.bo).

En Julio de 1997, el gobierno boliviano otorgó la concesión para operar y expandir los servicios de agua potable y saneamiento en ambas ciudades, al consorcio Aguas del Illimani, liderizado por Lyonnaise des Eaux (Komives, 1999:3). La concesión tiene una duración de 30 años, con un volumen de aprovechamiento de 4875 litros/segundo. Para ganar la concesión, Aguas del Illimani se comprometió a extender la red de agua potable virtualmente a todas las viviendas no conectadas, hasta diciembre del 2001; asimismo, aceptó una expansión gradual del alcantarillado, hasta lograr el 90% de cobertura para el 2021 (Komives, 1999:3). 

4. Aspectos críticos del proceso de concesión

Analicemos los temas críticos del proceso.

Transparencia durante la licitación
Existe la denuncia que funcionarios de Internacional Waters visitaron a personal jerárquico de  SAMAPA para consultar aspectos de la convocatoria, pues habían decidido participar de este. Sin embargo día antes del vencimiento del plazo de entrega de propuestas, comunicaron sus desistimiento, siendo una de las razones el haber encontrado que “todo estaba arreglado” para otorgar a AISA la concesión
 (entrevista a Guillermo Arroyo, enero 2005).

Inconstitucionalidad de la concesión

La Constitución Política del Estado en su artículo 59, inciso 5º, establece como una atribución del poder legislativo “ Autorizar y aprobar la contratación de empréstitos que comprometan las rentas generales del Estado, así como los contratos relativos a la explotación de las riquezas nacionales” (cursiva nuestra). Este es un argumento utilizado por la dirigencia alteña para considerar la concesión como anticonstitucional, pues “la Superintendencia otorgó la concesión de la explotación del agua, como riqueza y recurso nacional, bajo la forma de prestación de servicio y dispuso la suscripción del respectivo contrato con la empresa AISA pese a que la Constitución Política del Estado establece de manera expresa que es competencia del Poder Legislativo tomar una decisión de esa naturaleza” (FEJUVE El Alto, 2005)

La falta de participación de la Alcaldía de La Paz y el Alto y SAMAPA 

De igual forma existieron importantes denuncias sobre un paulatino desplazamiento de la HAM y SAMAPA del proceso de concesión. Como expresan las resoluciones del directorio de SAMAPA, esta empresa debía ser parte del proceso.  El DS 24573 autorizaba a SAMAPA y el ministerio de Capitalización llevar a cabo el proceso de participación privada, para ello, la comisión calificadora, presidida por el ministerio de Capitalización, resultado de la licitación, debía emitir un informe de recomendación al superintendente, quien otorgaría las concesiones mediante resolución administrativa y a nombre del Estado, en conformidad del art. 11 de la ley SIRESE, aprobando los contratos a ser suscritos entre SAMAPA y el concesionario. Pero, la disposición fue derogada por el DS 24663, encomendándose al ministerio de capitalización el ajuste y/o modificación de los proyectos de contrato, con el fin de optimizar el proceso, y estableciéndose que la licitación se regiría por los términos de referencia, las normas de procedimiento referente a procesos de licitación y supletoriamente por las normas básicas mencionadas (SAMAPA 2000:2-3). 

El paso del DS 24573 (19/IV/97) al DS 24662 (21/VI/97), es fundamental para entender las modificaciones de los términos de la licitación, pues si bien en el primero se señalaban lineamientos para la licitación, el segundo “rectifica” varios aspectos importantes:

· Se establece que la licitación continuaba aún en el caso de existir una sola propuesta, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos en los términos de referencia: ya avizoraban que solo AISA-Suez sería el único oferente, por tanto era necesario “modificar las reglas del juego”.

· Los proyectos de contratos, de concesión y régimen de bienes, podían ser ajustados o modificados por el ministerio de Capitalización para optimizar el proceso de licitación. Asimismo, los términos de referencia podían ser enmendados en cualquier momento a criterio del mencionado ministerio. De esta manera se explican los cambios denunciados, entre la propuesta original de contrato y el firmado (SAMAPA, 2000:3-4).

Como señala el documento de SAMAPA, los cambios al DS 24573, introducidos por el DS 24663, al otorgar facultades al ministerio de capitalización, para cambiar los términos de referencia, no solo alteran esencialmente las condiciones de la licitación, sino que “quitan transparencia a  todo el proceso de licitación” (SAMAPA, 2000:4)

Transparencia durante el proceso de licitación y adjudicación

Es preciso señalar que luego de haber publicado la licitación internacional, el gobierno modificó aspectos, tanto de la estrategia de transferencia como los documentos de la licitación, incluyendo los proyectos de contratos (Resolución directorio SAMAPA 003/97).

De esta manera, se excluía el proceso de un marco normativo establecido, abriendo la posibilidad de “flexibilizarlo”, adecuando a los intereses del concesionario, particularmente el hecho que las normas nacionales requieren tres propuestas para que una licitación sea válida. Debían modificar estas reglas para viabilizar la concesión con un solo ofertante.

Estos cambios no encuentran justificativos suficientes, pues los ofertantes tuvieron el acceso durante casi 8 meses a una base de datos, además de viajes de funcionarios de gobierno para promover y exponer internacionalmente el negocio, durante casi 3 meses en 1997, para explicar el estado y perspectivas del negocio en base al Estudio de PARIBAS. Las condiciones estaban incluidas en el contrato, incluido el hecho que la oferta final incluía una Boleta de Garantía de seriedad de Presentación de la Oferta ($US 1 millón). Una vez firmado a tiempo de su presentación, no admitía discusión o enmienda ulterior, pues era un “contrato de adhesión” (SAMAPA, 2000).

El proceso fue tan veloz, que el mismo día, 30/VI/97, el gobierno mediante Resolución Suprema No 217089, nombra Superintendente de Aguas a Alfredo Uzin, y luego este, mediante Resolución Suprema No 01/97, adjudica a favor de AISA la concesión del servicio de agua potable y alcantarillado en las ciudades de La Paz y El Alto. Como es posible que una autoridad pueda conocer detalladamente el proceso e inmediatamente otorgar la concesión? En el caso de Uzin, había sido consultor del BID para SAMAPA, en la elaboración de la nueva estructura de tarifas, que sería aplicada por AISA (con modificaciones a favor de la concesionaria, como veremos luego). 

Cómo se puede explicar la falta de transparencia en el rápido proceso de designación de superintendente, de adjudicación y la ausencia de SAMAPA y el Municipio?

Del proceso no participaron SAMAPA ni el gobierno municipal; el municipio no fue parte contractual de ninguno de los contratos y sólo a través de SAMAPA Residual (por el contrato de régimen de bienes) (SAMAPA Residual 2000:viii). Es decir, los actores o “stakeholders” más interesados en el tema fueron excluidos de la licitación y decisiones estratégicas, centralizándose todas las decisiones en el Ministerio de Capitalización, donde se elaboraron todas las reglas del juego para la concesión. La convocatoria a la concesión se realizó en base a un estudio realizado por el Banque Paribas (Francia), bajo el seguimiento de la Superintendencia de Aguas (creada un mes antes a la concesión), por tanto no hubo posibilidad de analizar los términos de referencia y promover una discusión pública, como se esperaría de un proceso transparente en una sociedad democrática
.  

Asimismo, el Ministerio de Capitalización debía establecer una comisión calificadora, presidida por el ministro sin cartera responsable de Capitalización, y conformada por el Secretario Nacional de Capitalización e Inversión (que actuaría como secretario) y por lo menos dos vocales, designados por resolución ministerial; resultado de la licitación internacional, esta comisión debía emitir el informe de recomendación dirigido al Superintendente de Aguas, quien otorgaría las concesiones mediante Resolución Administrativa y a nombre del Estado, en conformidad al art. 11 de Ley SIRESE. 

Esta disposición también fue derogada  por el DS 24663, encomendándose al Ministerio de de Capitalización el ajuste o modificación de los proyectos de contrato de concesión y de régimen de bienes con el fin de optimizar el proceso de licitación y las concesiones. (SAMAPA Residual 20000:2). De esta manera se abrió la posibilidad de que la licitación pueda continuar en todas sus fases aún en el caso de existir una sola propuesta siempre y cuando la misma cumpla con los requisitos establecidos en los términos de referencia (SAMAPA Residual 20000:3). Los proyectos de contratos para las concesiones, así como régimen de bienes, los términos de referencia podían ser ajustados, modificados o enmendados por el ministerio de capitalización, para optimizar proceso de licitación y concesiones.

El DS 24663 que establece ajuste a los procedimientos de licitación pública internacional para la participación privada, fue emitido el 21/6/97, y publicado en la Gaceta Oficial No 2008 el 23/VI/97, con anticipación de solo 3 días a la presentación de ofertas, que se llevaría a cabo el 26/VI/97  (SAMAPA Residual 20000:3).

SAMAPA no debía ser incluida en los alcances de la Ley de Capitalización

El Ministerio sin cartera de Capitalización fue creado para implementar la Ley de Capitalización; de acuerdo al equipo jurídico de SAMAPA, esta norma no tenía relación con la empresa, pues la Ley de Capitalización establece procedimiento para convertir empresas públicas en empresas mixtas: en SAMAPA no ocurrió aquello, por tanto el proceso es ilegítimo, pues SAMAPA fue incorporado al proceso a ultranza (Bustinza, Murillo & Gutierres, 2004).

Las leyes de capitalización, el DS 24573 y el SIRESE contradicen el espíritu de la Ley con la que se crea SAMAPA (No 07597), donde le atribuye el derecho de explotación en servicios públicos, por tanto, solo otra ley podía haberle quitado esas funciones: ello no ocurrió.
Por otro lado, respecto a las dos recomendaciones del directorio:

· Se autorizaba inicio del proceso de transferencia al sector privado: el directorio no podía hacer tales recomendaciones, pues iban contra su marco legal

· Se buscó una ordenanza municipal que autorizara la participación privada, cuando esta sale, se lo emite en el marco de que la HAM sea contraparte, no delega sus derechos, esto no se respetó.

· Por otro lado, la ordenanza municipal se tramitó sólo en el municipio de La Paz, y no en El Alto: esta ordenanza debía haberse tramitado también en aquella ciudad, hecho que puede ser un causal de nulidad relativo al contrato de concesión. (Fuente: Bustinza, Murillo & Gutierres, 2004)

Cambios en el contrato original

Entre el 26/06/97 y el 24/07/97 se introdujeron cambios en la redacción de la versión final de los contratos, modificando aquella que fue adjuntada a la propuesta del concesionario y que debió permanecer inalterable; dichos cambios no están amparados legalmente. (SAMAPA Residual 2000:iv)

Debía llamarse a otra licitación

El Sistema de Administración de Bienes y Servicios, para el sector público, puesto en vigencia mediante RS 216145, sobre presentación de ofertas dice que “…en caso de existir menos de tres propuestas en la primera convocatoria, la comisión suspenderá el acto y recomendará a la máxima autoridad ejecutiva que la declare desierta”. Pero, pocos días antes del acto de apertura, mediante el DS 24663, que no forma parte del marco legal, se procedió con una sola propuesta, vulnerando el marco jurídico básico de la licitación, los términos de referencia y el propio pliego de condiciones. Frente al hecho debía haberse concluido y autorizar una nueva convocatoria. (SAMAPA Residual, 2000: 18).

No consulta con la sociedad civil

La sociedad civil apenas estuvo representada en el proceso de concesión. La composición del directorio de SAMAPA, previo a la concesión, incluía la participación de la Sociedad de Ingenieros de Bolivia (SIB), cuyo representante si bien aceptaba la participación privada, tuvo algunas críticas puntuales al proceso y alcances de la concesión
. Las organizaciones sociales directamente no fueron tomadas en cuenta.

CAPITULO IV.   ASPECTOS INSTITUCIONALES Y FINANCIEROS DE LA CONCESIÓN
En el presente capítulo se profundizan otros aspectos relacionados con la transparencia en el manejo de la empresa, por parte de AISA. Se analiza la estructura de la sociedad y su capacidad de influencia, tanto en la cooperación internacional, el gobierno, como el sector privado; asimismo se muestra la incorporación del sindicato de trabajadores en la sociedad como un mecanismo clientelista de cooptación. Otro tema trabajado es la valoración de activos de SAMAPA, que seguramente se podría convertir en tema de disputa en el escenario del proceso de terminación del contrato de concesión. Por otro lado, se reconstruye el proceso por el cual las deudas y juicios de SAMAPA, que debían ser asumidos por el gobierno, al final fueron cargados a esta empresa pública, afectando sus ingresos. Finalmente se muestran como el no pago adecuado de seguros en los primeros años de la concesión se ha convertido en una vulneración del contrato.

1. La composición de la sociedad y estructuras de poder
El gráfico siguiente muestra las transformaciones que ha sufrido la sociedad de AISA, desde el momento de la concesión hasta hoy.
Tabla 4: Cambios en la sociedad de Aguas del Illimani
	SOCIEDAD ORIGINAL (1997)
	SOCIEDAD MODIFICADA (2001)

	Empresa o Sector
	%
	Empresa o Sector
	%

	Lyonnaise des Eaux  (France)
	35
	Lyonnaise des Eaux (hoy llamada Ondina)
	 55,46

	Sociedad Comercial del Plata (Argentina)
	18
	Bolivian Investment Corporation (BICSA)
	 22,32

	Bolivian Investment Corporation (BICSA)
	20
	Inversora en Servicios S.A.
	   9,10

	Meller S.A. (Argentina)
	12
	CONNAL S.A.
	   4,57

	Consultora Nacional (CONNAL S.R.L. Boliviana) 
	5
	Trabajadores de Aguas del Illimani (c/ más de dos años de antigüedad)
	   1,05

	Arousa (filial del Banco de Galicia en Argentina)
	10
	International Finance Corporation (IFC)
	    7,50

	TOTAL
	100
	TOTAL
	100


     Fuentes: Superintendencia de Aguas, 1997: Anexo 8.; La Prensa 9-III-01; y AISA, 2005:9

Hay cuatro temas que interesan analizar del cuadro; primero, la capacidad de decisión de Lyonnaise des Eaux como socio mayoritario, segundo la participación del Banco Mundial a través de uno de sus grupos financieros (IFC), tercero la participación del Banco Mercantil y sus relaciones con el sistema político, y cuarto las acciones de los trabajadores.

1.1. Lyonnaise des Eaux: una de las mas grandes transnacionales del sector agua

Suez-Lyonnaise des Eaux, junto con Vivendi son las dos grandes multinacionales francesas que dominan cerca del 40% del mercado mundial actual de agua y venden sus servicios a más de 110 millones de personas cada una, la primera en 100 países, la segunda en 130 (Poupeau, 2002). Al margen del agua, Suez tiene inversiones en energía, residuos, además de medios de comunicación (incluyendo canales de TV y telecomunicaciones) en Francia; aún mantiene un sector de construcción (Hall, 1999).  Las ganancias totales de Suez el año 2004 alcanzaron 40,700 millones de Euros (Suez, 2005). En suma estamos hablando de una de las multinacionales del agua más poderosas en el mundo. 

Al inicio de la concesión, oficialmente tenía solo el 35% de las acciones, aunque Arousa como filial del argentino Banco Galicia, es socio de Suez en Aguas Argentinas, es decir, hacen negocios juntos. Para el 2001, Suez aparece con el 54% de las acciones, probablemente producto de haber adquirido acciones de Arousa, el holding argentino Sociedad Comercial del Plata (Argentina) y Meller, que ya no aparecen en la nueva constitución societal.

1.2. El Banco Mundial Socio de Aguas del Illimani; sus Implicaciones y Riesgos

En marzo de 1999, el IFC aceptó invertir un total de $US 16 millones en AISA, como parte del apoyo del Banco Mundial al Plan Nacional del gobierno de Bolivia. El financiamiento consistía en un préstamo de 15 millones de $US de los fondos de IFC y una inversión de 1 millón de $US en el capital de Aguas del Illimani
. Al momento de anunciarlo, Mr. Declan Duff, funcionario de IFC destacó el papel vital del sector privado en la futura provisión de infraestructura en Bolivia, señalando que concesiones como la de AISA, constituyen la forma más efectiva de alcanzar los beneficios de la eficiencia del sector privado (http://wbln0018.worldbank.org/ifcext/lacweb.nsf).

Corolario de lo anterior, a principios del 2001 se anunció públicamente que el Banco Mundial, a través de su entidad International Finance Corporation (IFC) se constituía como socia de la empresa Aguas del Illimani (DE 4-IV-01), a partir de un préstamo que le permite acceder al 7.5% del capital social de la empresa paceña (LP 9-III-01). 

En Bolivia es la primera vez que se implementa esta experiencia de inversión directa en el sector agua potable, por parte del IFC; en América Latina el IFC ha realizado inversiones en Aguas Argentinas, la compañía concesionaria en Buenos Aires, donde posee el 5% de las acciones.

Que implicaciones y riesgos tiene esta participación? El Banco Mundial es una de las más grandes fuentes de apoyo al desarrollo (www.worldbank.com), para ello cuenta con estrategias de lucha contra la pobreza, a nivel global y de los países, y ofrece una amplia gama de productos y servicios, como asistencia financiera, asesoramiento, análisis, fortalecimiento de capacidades, evaluación, producción de información; entre los ámbitos de acción del Banco Mundial se halla el apoyo y fortalecimiento del sector privado (www.worldbank.com), y el IFC cumple una labor fundamental en este proceso.

Por qué el IFC se involucra directamente como socio en un consorcio privado? Fundamentalmente para dar buenas señales a las compañías  inversionistas y brindarles un nivel de seguridad de sus propias inversiones; una suerte de “sello de aprobación” en países considerados de riesgo (K. Bakker, comunicación personal). 

Este aspecto es fundamental pues la participación del IFC, como socio de Aguas del Illimani se oficializa en abril del 2001, es decir luego de la “Guerra del Agua” de Cochabamba. Con el conflicto, tanto el gobierno boliviano como la cooperación internacional habían mostrado su preocupación por el posible alejamiento de la inversión extranjera en el país, debido al temor a revueltas como la de Cochabamba
. 

Pero este hecho tiene implicaciones y riesgos, que deben ser mencionados.

· Desde principios de los 90s, El Banco Mundial asesoró al gobierno de Bolivia en el diseño e implementación de políticas hídricas y de saneamiento básico orientadas a la transferencia del recurso y sus servicios al sector privado: asesoró al gobierno en el fortalecimiento del perfil institucional del sector, contrató consultores en la elaboración de planes nacionales, concedió préstamos para el fortalecimiento de las empresas de agua más importantes del país (La Paz, Cochabamba, Santa Cruz), apoyó la creación de la Superintendencia de Aguas, y culminó con la formulación de la Ley de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario (No 2029), más aún, financió el proceso de licitación en La Paz (LR 14-I-97); en suma, el Banco Mundial orientó y participó en la elaboración de las reglas del juego para la privatización del agua y sus servicios, en Bolivia (Crespo, 2003). Pero, al mismo tiempo, a través del IFC, el Banco participa como actor del sector privado.

· Existe el riesgo de pérdida de la independencia que debe caracterizar a un organismo multilateral como es el Banco Mundial. Se espera que el Banco pueda impulsar la articulación de los diversos stakeholders involucrados en la problemática del agua potable, y promover la construcción de consensos para una gestión sustentable y eficiente, pero si actúa como sujeto privado, la imagen de independencia desaparece, pues estaría parcializándose con uno de los stakeholders.

· Como podría el Banco Mundial evaluar imparcialmente el grado de aplicación del enfoque pro-poor por parte de la empresa Aguas del Illimani, si al mismo tiempo es ejecutor de la estrategia? Producto de esta situación se vislumbra un conflicto de intereses.

· En el contexto de la terminación del contrato definida a partir de enero del 2005, y el anuncio de una demanda por parte de AISA ante el CIADI (otro organismo del Banco Mundial), como podría este organismo realizar un juicio imparcial, si al mismo tiempo un organismo dependiente de la misma institución es parte del conflicto, al tener intereses en la compañía?

· La participación del Banco Mundial como socio de Aguas del Illimani, ha generado susceptibilidad y desconfianza de los usuarios y la FEJUVE el Alto, quienes han puesto en tela de juicio la “accountability” o transparencia del proceso de transferencia del agua potable al sector privado.

· Esta intervención directa por parte de una agencia del Banco Mundial, como inversionista directo, para proteger la inversión privada, sienta un peligroso precedente para otros lugares, al transformar las particulares circunstancias de la concesión, en experiencia ejemplar exitosa. Además, la aplicación de esta práctica en un contexto, sea o no de riesgo, contradice la retórica supuestamente no intervencionista del libre mercado.

1.3. El Banco Mercantil y AISA 

El Banco Mercantil posee el 22.32% de las acciones de AISA, a través de su grupo financiero, BICSA. De esta manera, uno de los actuales directores, German Suazo Chavez (http://www.bancomercantil.com.bo/), es también parte del directorio de AISA, (Solíz Rada, 2003). Enrique Nowak, síndico de este Banco, cumple la misma función en AISA. Por su parte, Jorge Quiroga Luizaga, padre del ex-presidente Jorge Quiroga, director del Banco Mercantil, esta relacionado con la empresa.

1.4. Los trabajadores socios?

Los trabajadores tienen una participación del 1,05% de las acciones (según datos del 2004). Esta medida está orientada a dar la imagen de un capitalismo moderno, donde los trabajadores también son protagonistas de la gestión. Pero, con el 1% que capacidad de incidir en las decisiones y políticas de la empresa tienen? Como veremos luego, a pesar de la promesa de AISA, al inicio de la concesión, de no despedir ningún empleado de los 600 que entonces tenía (26-VII-97), en noviembre del 2000 se tiene registro del despido de 94 trabajadores, hecho que generó un conflicto social.

2. Valoración de activos
SAMAPA debía administrar el contrato de régimen de bienes bajo el cual había alquilado propiedades, instalaciones y terrenos valorados en $US 150 millones (Arroyo, 2004). El numeral 3.3.1 del contrato de concesión establece que todos los bienes transferidos por SAMAPA 

“serán entregados en el estado en que se encuentren a la fecha de inicio, no habiendo lugar a reclamo alguno (cursiva nuestra) en razón de su estado, cualquiera que este sea. El estado de los bienes es conocido por el Concesionario. Ello implica que el concesionario ha considerado los compromisos, riesgos y/o peligros de toda índole que pudieron sobrevenir o existir con anterioridad a la fecha de inicio. En ningún caso la aparición u ocurrencia de deficiencias referidas a dichos bienes justificará el incumplimiento de las obligaciones asumidas por el Concesionario en el presente Contrato”.

AISA aceptó estas condiciones, en diversos momentos del proceso de concesión, desde agosto de 1996, hasta la firma del contrato de régimen de bienes en 24/VII/97, garantizado con una boleta de garantía. A pesar de ello, generó una disputa respecto al valor de los activos que debe pagar el Concesionario por la transferencia de muebles e inventarios, activos y pasivos corrientes y pasivos laborales; de ello, los inventarios generaron la disputa (Arroyo, 2004) 

Como señala SAMAPA, la licitación pública internacional, estableció, en sus condiciones generales, que la sola presentación de propuestas implicaba el pleno conocimiento, aceptación y sometimiento a las reglas de juego, con carácter jurídicamente obligatorio y vinculante. Para ello, AISA tuvo acceso previo, durante 8 meses, a información y derecho de acceso irrestricto a oficinas e instalaciones, además que tres meses antes de presentar la propuesta, tuvo oportunidad de solicitar por escrito aclaraciones, modificaciones y complementaciones a los proyectos de contratos y reglamentos, del cual emergieron contratos concertados a cuya versión final se adhirió el concesionario a tiempo de presentar la propuesta (SAMAPA 2000:25).

Como tal, AISA recibió, como único proponente, los contratos en su versión final, los mismos que en señal de adhesión fueron incluidos por AISA en la propuesta, debidamente firmados y rubricados como parte de la propuesta. Como establecía la licitación, los contratos así firmado constituían obligatoriamente las versiones finales para el adjudicatario (en este caso AISA) (SAMAPA 2000:25).

La cláusula 6.1.3 señala que AISA y SAMAPA debían elaborar los estados financieros a la fecha de inicio de la concesión, 60 días después del inicio. Vulnerando su contenido, AISA se negó a cumplir el procedimiento establecido y “pretendió aplicar los resultados ‘en borrador’ obtenidos por su auditor externo” (SAMAPA 2000:27-28). En 1999, AISA demandó a SAMAPA ante el Tribunal Arbitral de la Cámara de Comercio de La Paz, pidiendo la aprobación de los resultados obtenidos por su auditoria
. La decisión salió favorable a SAMAPA. A pesar que la claúsula 13.1.5 sobre solución de disputas, establece que el laudo de este tribunal arbitral es de “ultima instancia”, AISA interpuso un recurso de  anulación
 ante un juzgado de la ciudad de La Paz, quien dictó improcedente y ejecutoriado el recurso, ratificando la validez jurídica de los laudos. En base al fallo, el 2000, el tribunal arbitral de la Cámara de Comercio dictó otro laudo arbitral, exigiendo el cumplimiento de los anteriores laudos. Con esto, SAMAPA, cumpliendo la claúsula 6.1.3. del contrato de concesión, entregó los estados financieros a AISA, para que esta contrate un auditor externo independiente  y presente la certificación del valor resultante correspondiente en el plazo de 45 días (SAMAPA, 2000:28). El informe determinó un monto de $US 6,257,395 resultante de la transferencia de activos y pasivos de SAMAPA, a favor de AISA (AISA, s/f).

A pesar de este resultado favorable para SAMAPA, es previsible que una de las fuentes de divergencias para la terminación del contrato con AISA, será la ejecución de la cláusula 26.3.3 del contrato de concesión, referida a la valoración y pago final de los activos del concesionario a la terminación del contrato; algunos temas conflictivos serán la valoración de activos nuevos, las irregularidades en la determinación de la propiedad de la instalación y su valoración; la confusión e insuficiencia documentaria en la valoración de inversiones posteriores a la fecha de inicio, introduce un adicional problema. Los problemas giraran en torno al cumplimiento mismo a corto y mediano plazo de las obligaciones tanto respecto a las inversiones, cuanto sobre los bienes físicos que luego deben valorarse en caso de conclusión o interrupción del Contrato de concesión (Fuente: Arroyo:2004). Estos temas se complejizan más si tomamos en cuenta que, en general la tendencia ha sido disminuir los activos de propiedad publica/municipal y aumentar el valor de las inversiones, y por otro lado, no existe de parte de la autoridad regulatoria una definición de la palabra “inversión”, para propósitos precisos del asiento contable y este tipo de instalación y/o servicio público, que no incluya costos de operaciones y mantenimiento como si fueran capital (Guillermo Arroyo, 2004).

Se pagará el doble.
Además de ser remunerado por sus operaciones, AISA, de acuerdo al contrato de concesión, al finalizar este, tendrá derecho a cobrar el valor en libros de sus activos. Esto implicaría un doble cobro por el mismo concepto: el primero mediante la tarifa, ya que por su concepción la estructura tarifaria incluye el reembolso del 100% de las inversiones, además de una tasa de ganancia del 13%; y el segundo en aplicación del contrato (cláusula 26.3.3), por el cual “tendrá derecho a recibir por el activo fijo neto el valor de adjudicación de la licitación o el 85% del valor del activo fijo neto, el que fuera menor, deduciendo los gastos incurridos en el proceso de licitación, multas y otros pagos pendientes”; es decir el nuevo concesionario pagaría a AISA el “valor en libros” (entendido como valor inicial menos depreciación acumulada) de los activos, completando de esta manera, según SAMAPA, un pago total por más del 200% del valor de las inversiones en efectivos efectuados por AISA (SAMAPA, 2000:48-49; FEJUVE El Alto & Fundación Solón, 2004:15).

3. Deudas de SAMAPA
El directorio de SAMAPA confiaba que el TGN iba a asumir los pasivos contingentes (deudas), tributarios y procesos judiciales de la empresa. De hecho en una reunión de directorio aceptaron las modificaciones propuestas por el ministerio de Capitalización, con la condición de que el TGN asuma tales pasivos (Resolución directorio 16/06/97). Asimismo, el artículo 5 de la Ley de Capitalización establecía que con la finalidad de optimizar el proceso de capitalización, los pasivos de economía mixta sujetas a dicho proceso podrán ser transferidos, total o parcialmente, mediante DS al TGN a tiempo de producirse la capitalización de las mismas. El Directorio de SAMAPA solicitó acogerse a esta norma, pues no contaría con fondos suficientes para pago de impuestos devengados y el pago de contingentes derivados de procesos judiciales pendientes de resolución al momento de la concesión.

El 29/VII/97, el Gobierno, mediante DS 24725 consideró que la OM 010/97 establece como requisito indispensable para la viabilidad del proceso de concesión la subrogación de los cargos que resultaren de los procesos judiciales que fueren adeudados por SAMAPA. Pero, con la derogación del DS 24725, SAMAPA asumía todas las deudas, mantenía su responsabilidad del control y seguimiento de todos sus procesos judiciales, pero no contaba con ingresos económicos de ninguna naturaleza que pudiera defenderla de cualquier contingencia, pues todos sus ingresos habían sido transferidos a AISA, incluyendo los cobros por gestiones anteriores a la fecha de inicio de la concesión. El canon de arrendamiento (alquiler) establecido en el contrato de concesión (cláusula tercera; régimen de bienes. Numeral 3.1.) está destinado únicamente al pago de la deuda externa (calculado exactamente para dicho propósito) (SAMAPA, 2000:23). En suma, se privatizaban los beneficios, pero se socializaban los costos y pasivos.

El tema es que ni en los decretos supremos DS ni en los contratos se establece quien asumirá los fallos en contra, en los procesos judiciales que SAMAPA sostenía, por lo que SAMAPA en condiciones desfavorables procedió a defender los procesos. (Bustinza, Murillo & Gutierrez, 2004)

4. Seguros
Los seguros contratados por AISA, en el periodo 1997-1999 no llenaban las previsiones contempladas en el contrato de régimen de bienes ni el de concesión (SAMAPA, 2000:24), es decir seguros “que garanticen la protección de los bienes en general” (cláusula 3.3.2). La cláusula 11  del contrato de concesión hace referencia al régimen de seguros. Un análisis de SAMAPA Residual sobre las pólizas de seguro contratadas por AISA, el 97-98 y 98-99 reveló inconsistencias entre las cláusulas de las pólizas y los bienes que debían estar asegurados: excluían explícitamente activos tales como represas, tanques y otros que son la esencia de la infraestructura del servicio. Todo esto con la aceptación de SISAB y la Superintendecia de Pensiones, Valores y Seguros (SAMAPA Residual 20000:6, 24). Más aún, como demuestra SAMAPA, las pólizas de la gestión 98 -99 vencían el 30-XI-97; posteriormente AISA envió las pólizas renovadas, con validez desde el 1/I/97, por tanto, el mes de diciembre del 99’ los bienes de SAMAPA no estuvieron cubiertos por ninguna póliza, vulnerando la cláusula 11.3 del contrato sobre incumplimiento de mantener pólizas de seguros. La Superintendencia no sancionó a AISA por ello. (SAMAPA Residual 20000:7).

CAPITULO V.
EL ENFOQUE PRO POOR EN LA CONCESION: COMPROMISOS Y SU CUMPLIMIENTO
En este capítulo, desde diversas entradas de análisis, se dan evidencias acerca de aspectos del contrato y su ejecución, que afectan directa o indirectamente a los sectores más pobres del área de concesión, particularmente en El Alto, demostrando hasta qué grado la concesión ha sido orientada a la superación de la pobreza. 

1. Concesión incluye fuentes de agua
La Resolución R.A. No 01/97 de la superintendencia señala explícitamente que la adjudicación es para la “Concesión de Aprovechamiento de Aguas y la Concesión del Servicio Público de Agua Potable y Alcantarillado en las Ciudades de La Paz y El Alto, y sus alrededores” (cursiva es nuestra), ratificado por el contrato de concesión (numeral 2.2.), donde se incluye el “aprovechamiento de aguas” (numeral 2.2.). Este es otro elemento considerado inconstitucional, pues la CPE establece que las aguas en sus diversas formas “son de dominio originario del Estado (art. 136), por tanto es un bien del patrimonio de la nación que debe ser protegida (art. 137), donde el Estado debe regular su régimen de explotación (art. 170). Más aún el poder legislativo debe autorizar y aprobar la contratación de empréstitos que comprometan las rentas generales del Estado, así como los contratos relativos a la explotación de las riquezas nacionales (art. 59 inc 5). En ese sentido Las Resoluciones 01/97 y 05/97 de la Superintendencia de Aguas otorgan la concesión de la riqueza nacional agua, sin pedir autorización del legislativo, vulnerando por tanto la CPE (FEJUVE El Alto, 2005).
Pero más aún, la concesión es de las cuencas, y no de fuentes específicas (anexo 4), donde se establecen aportes y caudales.

Además, la concesión autoriza al concesionario el aprovechamiento de “futuras fuentes que podrá solicitar...” (2.2.1.). El numeral 12 establece que AISA "debe tomar las medidas necesarias...para la obtención de nuevos cuerpos de agua naturales o artificiales, vertientes, pozos surgentes, napas subterráneas, o cualquier otro recurso de Agua Cruda que sean necesarios para cubrir la ampliación del servicio y para mantener las nuevas necesidades que surjan en el futuro...”. 

Primero, se asume que estas fuentes no tienen dueños ni derechos de uso. La experiencia de Cochabamba mostró la importancia de respetar los "usos y costumbres" existentes en estas cuencas y fuentes. Segundo, al brindar la posibilidad de explotar los recursos hídricos de fuentes, muchas de ellas provenientes de glaciares, esta promoviéndose una gestión no sustentable del recurso; esto es grave si tomamos en cuenta que los glaciares de la zona andina están desapareciendo (Forero, 2002); en La Paz y El Alto, se calcula que la próxima década la demanda de agua se incrementará en un 20%. Sin los glaciares el ciclo natural del agua será interrumpido, pues los glaciares surten agua en época seca y colectan agua en la época lluviosa, generándose por tanto escenarios de conflicto por acceso y uso del recurso, con las comunidades campesinas. Tercero, Si bien el punto 4.2. del contrato establece que el concesionario debe limitar sus actividades estrictamente a la prestación del servicio y actividades conexas al mismo”, estas deben sujetarse a las autorizaciones establecidas en el numeral 2.2., esto incluye “la venta de agua en bloque a terceros dentro y fuera del área de concesión, cuando no exista otro concesionario... (pero también cuando lo haya)” (2.2.10). Adicionalmente, se conoce de la existencia de una Resolución de la Superintendencia, autorizando a AISA la venta de agua cruda. Cuarto, como señala una evaluación realizada por SAMAPA Residual
, si tomamos en cuenta que las ocho fuentes de abastecimiento concesionadas, son propiedad temporal del concesionario mientras dure la concesión, estaría contradiciendo el Art. 136 de la Constitución Política del estado (CPE), que establece el dominio originario del Estado sobre los recursos (SAMAPA Residual, 2000) . 

2. Coberturas y prestación del servicio 

Debemos comenzar con una constatación identificada por SAMAPA acerca del contrato de concesión: “no existen prescripciones de cobertura para los pobres” (Arroyo, 2004). Llama la atención la ausencia de obligaciones que establezcan el acceso obligatorio de la cobertura en zonas pobres, considerado uno de los principales problemas en La Paz y El Alto (SAMAPA Residual 2000:vii). Una concesión “pro poor” debía realizar una “discriminación positiva”, priorizando la ampliación de la red hacia las zonas más deprimidas y pobres de ambas ciudades. En este acápite desarrollaremos tal argumento.

Nuevas Conexiones en El Alto y Las Resoluciones Administrativas No 01/97 y 05/97

Un antecedente para la concesión, son las Resoluciones Administrativas de la entonces Superintendencia de Aguas, la 01/97 (de 30/VI/97), por la cual se declara a AISA como adjudicataria de la licitación, además de la 05/97 (de 24/VII/97), donde el superintendente dispone la otorgación de la concesión a dicho proponente (cláusula de Antecedentes V del contrato de concesión). Pero, el contenido completo de tales resoluciones
 muestra que el argumento para otorgar la concesión es “haber ofertado 71.752 conexiones de agua potable en el área de El Alto hasta diciembre de 2001”.

Como parte de las modificaciones en la redacción de la versión final de los contratos entre el 26/06/97 y el 24/07/97 (ver cronología), en el contrato de concesión, firmado el 24/VII/97, la cifra de 71.752 conexiones no esta especificada, y en su lugar se establece que hasta el 2001 se debe completar el 100% de conexiones de agua potable “ofertadas en la licitación por el adjudicatario…de las cuales por lo menos el 50% deben ser conexiones de expansión”  (Anexo 6).

En los hechos, AISA no ha cumplido esta oferta de conexiones. Como muestra el cuadro en 1996, previo a la concesión, en El Alto existían en total 71,738  conexiones de agua potable en El alto, ente domiciliarias (71,438)  y piletas públicas (300), por lo que para el 2001, con las 71.752 conexiones nuevas, debían haber en total 143,490 conexiones. El año 2004, tres años después del plazo señalado por la resolución, se habían llegado solamente, por total, a 130.294 conexiones (incluyendo piletas públicas). Es decir, al 2004 se habrían instalado 58556 conexiones, alcanzando solo el 81.6% de lo ofertado. 

Tabla 5: Conexiones en la ciudad de El alto de agua potable, según categoría, 2003 – 2004, Categoría 2003 2004(p)
	CATEGORÍA
	2003
	2004(p)
	VARIACIÓN

PORCENTUAL

	TOTAL 
	127.457
	130.294
	2,23

	Doméstico
	122.467
	125.454
	2,44

	Comercial
	4.359
	4.119
	(5,51)

	Industrial
	168
	158
	(5,95)

	Oficial 
	428
	488
	14,02

	Piletas Públicas 
	35
	75
	114,29


Fuente: AGUAS DEL ILLIMANI S.A.; INSTITUTO NACIONAL DE ESTADÍSTICA, 2005

(p): Preliminar
Esta cifra es en realidad menor, si revisamos otras fuentes: de acuerdo a un comunicado de AISA, en noviembre del 2004, se habrían instalado solamente 54,438 conexiones de agua potable
 en El alto
, es decir, el 75, 87% del objeto de la concesión al primer quinquenio. Otro dato sobre el mismo tema es aún más crítico: de acuerdo al reporte de Fitch Rating, de marzo del 2005, en el periodo 1997-2005, AISA instaló 44,294 conexiones de agua potable en El Alto (ver Tabla 6), es decir solo el 61.7% de lo ofertado. 

Esto sin considerar las nuevas metas de expansión asignadas para el segundo quinquenio que alcanzaban, hasta el 2004, a 95.722 nuevas conexiones de Agua Potable
, encontrándose el concesionario a finales de 2004, con un déficit de más del 43 % en sus obligaciones contractuales, lo cuál según el contrato es causal de revocatoria de la concesión por caducidad
  (Chavez, 2006:4).

Tabla 6: Total conexiones agua potable y alcantarillado
	
	1997-2001
	2002
	2003
	2004

	LA PAZ

	Agua Potable
	21.127
	3.539
	2.354
	1.392

	Alcantarillado
	15.007
	2.870
	2.436
	1.288

	EL ALTO

	Agua Potable
	44.294
	5.492
	2.527
	5.720

	Alcantarillado
	30.601
	6.518
	4.784
	5.718

	Total
	111.029
	18.419
	12.101
	14.118

	AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO 1997-2004                                      155,667


FUENTE:  Fitch Rating, 2005:4

Metas de cobertura y su cumplimiento

En cuanto a metas de coberturas, inicialmente la concesión debía estar basada en montos de inversión, pero para la firma se establecieron metas de conexiones como parámetro de evaluación (Carta FEJUVE El Alto a Cooperación Internacional, 5/IV/05), otra muestra de los cambios en el contrato definitivo para satisfacer las demandas de AISA. Pero, comparemos las metas logradas antes de la concesión, y las propuestas para el primer quinquenio:

Tabla 7: Cobertura Agua Potable y Alcantarillado ciudades de La Paz y El Alto 1996 y las metas para el 1er Quinquenio (en %)
	CIUDAD
	
	1992
	1996
	Metas para el 2001


	Agua Potable 
	La Paz
	80.73
	90.36
	100

	
	El Alto
	78.26
	84.55
	82

	TOTAL
	
	79.84
	87.83
	

	Alcantarillado 
	La Paz
	57.37
	70.53
	82

	
	El Alto
	25.46
	30.65
	41

	TOTAL 
	
	45.81
	53.18
	


Fuente: SAMAPA, 1997:16; Anexo 6 Contrato de Concesión.

Llama la atención que se propongan metas similares a las logradas por SAMAPA previamente en la ciudad de La Paz (agua potable y alcantarillado), mientras que para El alto las metas de agua potable implicaría reducir más bien la cobertura  en casi 2% (seguramente hay problemas en la calidad de la información), y solo en alcantarillado se doblaría la performance de SAMAPA. Estas metas son bajas si tomamos en cuenta que en la fase previa, SAMAPA ya había logrado crecimientos en agua potable del 9,63% (La Paz) y 6,29 (El Alto), mientras que en alcantarillado el crecimiento fue del 13,16 (La Paz) y 5,19 (El alto).Uno se pregunta, para que trasladar la administración del servicio con metas que una empresa pública podía lograrlo? no era que el sector privado es más eficiente?

Analicemos la performance de AISA. La tabla 8 muestra un detalle de las coberturas en las ciudades de La Paz y El Alto, a lo largo de la concesión, la información se basa en datos de AISA y el Ficht Rating de Marzo del 2005, que maneja la SISAB:

Tabla 8: Coberturas de Agua Potable y alcantarillado en las ciudades de 
La Paz y El Alto(2004)
	
	La Paz
	El Alto

	Agua potable
	
	

	1997
	92
	82

	2001
	100
	100

	2003
	100
	100

	Marzo 2005 (+)
	100
	100

	Alcantarillado
	
	

	1997
	72
	36

	2001
	88
	54

	2003
	91
	61

	Marzo 2005 (+)
	90,87
	61,33


Fuente: AISA 2004. Comunicado SISAB 24/II/05 (+) Fitch Rating Marzo 2005 y Comunicado de Suez, 10/III/05, aunque este último señala 98% en agua potable para El Alto.

Para el 2001 el contrato estableció una cobertura de 82% y 41% en agua potable y alcantarillado respectivamente en El Alto:

Tabla 9: Cobertura de Agua Potable y Alcantarillado y 
las metas según contrato (1997-2001) (%)
	
	1997 

	1998 

	1999 

	2000 

	2001 

	Meta


	Agua Potable

	Achachicala
	93,0 
	95,2 
	96,8 
	97,9 
	100 
	100

	Pampahasi
	79,6
	88,1
	91,0
	93,6
	100
	100

	El Alto
	85,1
	92,8
	98,1
	98,0
	100
	82

	Alcantarillado

	Achachicala
	93,2
	92,7
	92,3
	92,0
	100
	81

	Pampahasi
	70,3
	73,3
	79,1
	79,4
	81,3
	83

	El Alto
	37,2
	41,8
	46,8
	51,3
	57,4
	41


Fuente: Fitch Ratings, Marzo, 2005

De acuerdo al cuadro, en los hechos AISA habría superado las metas fijadas por el contrato. Más aún, ya habría 100% de cobertura de agua potable en ambas ciudades. 

En los hechos la realidad es más compleja de la que afirma AISA, pues los datos difundidos por AISA y la Superintendencia tienen dos problemas, por un lado son datos del área servida, y no del área de concesión, y por otro son datos, sino manipulados, por lo menos con graves contradicciones.

Area Servida y Area de Concesión
El área de concesión se refiere al área geográfica donde el concesionario prestará el servicio (Clasula I. Definiciones), de acuerdo al contrato, esta conformado por los municipios de La Paz y El Alto, cuyos límites están definidos por la Ley de Participación Popular (Anexo 3). Por su parte, el Área Servida son aquellas áreas dentro de los límites geográficos del Área de Concesión, servidas originalmente por SAMAPA o incluidas en las metas de expansión producto de negociaciones con la Superintendencia (cláusula I. Definiciones). Si esto es así, AISA debiera construir sus porcentajes de cobertura del área de concesión. 

Mapa 5: Área de Concesión La Paz El Alto
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Fuente: http://www.sisab.gov.bo/gis_intermedio.php?gis=aisa
El mapa de arriba muestra el área de concesión, según SISAB, que no coincide con los límites de los municipios de La Paz y El Alto. El problema es que el Área Servida es menor al Área de Concesión. AISA se niega a prestar servicio fuera del Área de Servicio, excepto si los vecinos cubren todos los costos o existe un financiamiento externo. El Gerente General de Aguas del Illimani reconoció este hecho, pero “explicó que este aspecto está contenido dentro de la definición territorial del contrato” (LP 27/XI/04).

Significa que estos barrios, mayoritariamente pobres, solo tienen agua si pagan el costo total de la instalación, incluyendo tubería madre y acometidas. En el caso de El Alto esto es grave, pues su rápido crecimiento, disperso y escasamente planificado, ha producido asentamientos humanos en muchos casos sin reconocimiento del municipio. Por tanto, las cifras de cobertura optimistas presentadas por AISA, por lo menos para el caso de El Alto, son del Área de Servicio y no del Área de Cobertura. 

Ignorando los términos del contrato, AISA, a través del socio mayoritario Suez, afirma que las áreas peri-urbanas se hallan fuera de sus obligaciones contractuales, pero que su desafío es integrar estos asentamientos, ubicados fuera de los límites de la concesión y proveerles el mismo nivel de servicio que las áreas convencionales (Mathys, n/n). Esta afirmación es falsa, pues las llamadas “áreas peri-urbanas” se hallan dentro el área de la concesión, aunque obviamente no dentro del área actualmente servida. 

Obligación de prestación del servicio

El contrato para la prestación del servicio en las ciudades de La Paz y El Alto delimita el área en la que el concesionario se comprometía a prestar el servicio, denominándola área de concesión y comprendía las ciudades de La Paz y El Alto
. AISA debía prestar el servicio en el total del área de concesión en el plazo de la concesión. Sin embargo el mismo contrato en el anexo de metas de calidad establece  que 

El concesionario tendrá obligación de proveer la conexión y la prestación del Servicio a todo inmueble dentro del Área Servida que no tuviera disponibilidad del Servicio y que solicitare una conexión.(Punto 2.2.1 del anexo 2 del contrato de concesión)

Esta disposición tiene una otra implicación: sobre la prestación del servicio y las metas de cobertura. Se entiende por la lectura del contrato que el objetivo de concesión de la prestación del servicio en determinada área para lo que establece esta obligación al concesionario. Sin embargo el párrafo citado fue interpretado como una relativización de esta obligación a los casos en los que se solicite una conexión. 
Por tanto no necesariamente el 100% de cobertura en el área servida significan que toda la población en esta área tiene servicio sino que el 100% de la población que haya solicitado una conexión  tiene el servicio. Por tanto la cobertura real del servicio en el área de concesión es aun menor. Se estimaba, durante las negociaciones entre la FEJUVE El Alto y la SISAB, que cerca de 65.000 habitantes dentro del área servida no tenían el servicio.
Las metas de expansión y densificación en el segundo quinquenio

Para el segundo quinquenio (2002-2006), AISA logró introducir la figura de la densificación, de tal manera que las posibilidades de expansión a zonas no servidas, particularmente pobres, se redujeron en gran medida. La tabla 10 resume los acuerdos, establecidos en la Resolución Administrativa Regulatoria SISAB No 80/2001:

Tabla 10: Conexiones domesticas agua potable (al 2006)

	
	Cobertura 2006 (%)
	Densificación
	Expansión
	Diferencia (en %)

	Achachicala
	100
	1527
	0
	100-0

	Pampahasi
	100
	4346
	1658
	72-28

	El Alto
	100
	21001
	5327
	80-20

	TOTAL
	
	26874
	6985
	79-21


Fuente: elaboración propia en base a Resolución Administrativa Regulatoria SISAB No 80/2001

Tabla 11: Conexiones domesticas alcantarillado (al 2006)

	
	Cobertura 2006 (%)
	Densificación
	Expansión
	Diferencia (en %)

	Achachicala
	100
	1050
	0
	100-0

	Pampahasi
	85
	2900
	1707
	63-37

	El Alto
	56
	6500
	7321
	47-53

	TOTAL
	
	10450
	9028
	54-46


Fuente: elaboración propia en base a Resolución Administrativa Regulatoria SISAB No 80/2001

Tres aspectos a destacar de este punto:

· En agua potable se habla de un 100% de cobertura al 2006, incluyendo El Alto, y hasta 56% en alcantarillado en esta ciudad. Para El Alto es una cobertura que sobrepasaría lo establecido en el contrato para este periodo (85% en agua y 43% en alcantarillado), pero la resolución no especifica el área geográfica de esta expansión, si el área de servicio o el área de la concesión, tema ampliamente discutido entre los municipios, la superintendencia y la empresa.

· La mayor parte de las metas de expansión establecidas por la Resolución de la SISAB, excepto para el caso de alcantarillado en El Alto,  se concentran en densificación antes que en expansión geográfica (en total 79% en agua y 54% en alcantarillado). Esto quiere decir que la mayor actividad se concentró en conexiones en áreas actualmente servidas por AISA, seguramente con baja densidad, antes que en ampliar hacia nuevas zonas; las zonas más pobres de La Paz y El Alto, considerados consumidores de “alto riesgo” por su bajo consumo, no constituyen una prioridad para estas metas de expansión. 

· El tema de densificación no esta establecido en el contrato, pues se asume que las zonas donde hay cobertura total, la densificación es parte del servicio normal y no forma parte de las metas de expansión.
· Se contabilizaron conexiones aisladas como conexiones de densificación y las conexiones de densificación como conexión de expansión
(Murillo 2005). Esto implica una reducción de costos y principalmente un incumplimiento de metas de expansión del área servida.
Manipulación de datos de cobertura

1. De acuerdo a una auditoria ambiental desarrollada por la Contraloría General de la República, el año 2002, se evidenció que las coberturas reportadas por AISA, estaban basadas en estimaciones realizadas por la Consultora CIESS- Econométrica, con datos provisionales del INE y otras entidades; más aún, la evaluación de coberturas fueron realizadas según criterios de evaluación diferentes para cada área, tendientes a “asegurar el logro de sus resultados y objetivos”, con lo cual concluyeron que 

“existe incertidumbre sobre los reales porcentajes de cobertura logrados en la provisión de agua potable y alcantarillado, así como el grado de cumplimiento de las metas de expansión de dichos servicios, situación que implica la posibilidad de que los reales niveles de mejoramiento de la calidad de vida de los pobladores de las zonas urbanas y peri-urbanas de las ciudades de La Paz y El Alto, sean menores a los reportados e inclusive a lo previsto a nivel contractual” (Contraloría General de la República, 2002:20).

2. De acuerdo a un reporte de Suez, escrito poco después de la guerra del Agua de Cochabamba (sugestivamente llamado “La auténtica lucha por el agua”), se dice que en 1997, al inicio de la concesión en La Paz solo el 60% de la población estaba conectada a la red de agua potable, mientras que en El Alto apenas llegaba al 50% (Suez, 2001:6, 21). Información absolutamente falsa, pues ese año, las coberturas de agua potable eran de, 92% y 82% respectivamente, como reconocía AISA en una presentación pública el año 2004
. Es decir, el argumento técnico funciona como discurso de verdad para deslegitimar la revuelta cochabambina.

3. En ese mismo reporte, el presidente-director general de Suez, Gérard Mestrallet, afirmaba que a fines de ese año, el 2001, “todos los habitantes tendrán acceso al agua potable” (Suez, 2001:6). Con las evidencias arriba señaladas esta información falsea los datos, pues no solo porque esta haciendo referencia al área servida, sino que ni siquiera estas zonas tienen cobertura total. 

4. El prejuicio racista acerca de El Alto esta presente en la percepción de los funcionarios de Suez, para justificar porque no atienden a todos los habitantes del área de concesión. El reporte del 2001 señala que El Alto es una “localidad suburbana”, donde las viviendas ilegales son frecuentes, pero el concesionario impone a Aguas del Illimani que solo suministre a los que posean un título de propiedad” (Suez, 2001:21). El Alto es la tercera más populosa del país, con una de las tasas de crecimiento mayores del país, y en ningún caso es una “localidad suburbana”; otra cosa es que, producto de una gestión corrupta e ineficaz no se han formalizado la existencia de estos asentamientos, lo cual no los exime de no recibir, como ciudadanos, los servicios públicos. Suez hace un manejo jerárquico de las diferencias, pues mientras los asentamientos normales tiene todos los derechos para acceder al servicio, los ilegales (léase los pobres) tienen otro tratamiento, incluido soluciones tecnológicas para pobres, como los sistemas condominiales.

5. Las movilizaciones de la FEJUVE El Alto contra AISA, a fines del 2004, coincidieron con el anuncio de la donación suiza de $US 3 millones para instalar sistemas de agua potable en el Distrito 7, que beneficiará a 19,249 habitantes (Comunicado SISAB 24/II/05). Los suizos decidieron mantener una actitud neutral, entre otras razones, porque tenían la información de que el Distrito 7 estaba fuera del área de concesión, por tanto al margen del conflicto (e-mail Juan Carlos Alurralde 30/XI/04). Esta información equivocada (el distrito se halla dentro el área de concesión), provista por AISA o la SISAB solo buscaba mostrar que la dirigencia alteña estaba en contra de los intereses alteños por acceso al agua potable.

6. En realidad AISA y la SISAB han manejado diversas cifras de cobertura, en función a la coyuntura y los interlocutores. Y un aspecto clave fue descubrir
 la cantidad de población excluida por AISA para acceder al servicio. En base a información proporcionada por Aguas del Illimani, el ex superintendente de Saneamiento Básico, Franz Rojas Ortuste, calculó que al menos 68.400 personas carecen del servicio pese a que viven en barrios en los cuales existe red de agua potable (carta de Franz Rojas a AISA, 5/I/05); es decir, son gente que no puede conectarse producto del incremento de los costos de conexión, a partir del segundo quinquenio. Además, el 16% de la población de todo el municipio de El Alto (carta de Franz Rojas a AISA, 5/I/05) (casi 130 mil personas según las proyecciones del INE para el año 2005) no acceden a los servicios básicos de agua potable y alcantarillado sanitario, por estar fuera del área servida, haciendo un total de casi 200000 personas solo en El Alto a los cuales AISA debía atender y no lo hace, cifra que se incrementa a razón de 30.000
 personas cada año que pasa (Chavez, 2006:2).

7. De acuerdo a las cifras oficiales de la SISAB, en febrero del 2005, la cobertura en esta ciudad es del 83,89 %; el total de conexiones de agua potable en El Alto llegaba a 126,814, beneficiando a 630,449 habitantes;  existe la posibilidad inmediata de dar 20,490 nuevas conexiones, ya que la tubería o red pública pasa por sus domicilios (Comunicado SISAB 24/II/05). Asimismo, se requieren 18,000 nuevas conexiones de agua potable en La Paz y 208,000 en El Alto (Reunión con HAM, 2004). Es decir, la información del 100% de cobertura en agua potable en la ciudad alteña es una grave distorsión, que durante algún tiempo funcionó como dispositivo propagandístico ante la cooperación internacional y la prensa oficial, pero el conflicto logró visibilizar estos aspectos. Más aún, es posible resolver el acceso a miles de personas de escasos, sin costo adicional para la empresa, pero ello requiere un criterio social, verdaderamente “pro poor”, que AISA aparentemente ha demostrado en la práctica no está dispuesta a apoyar.

8. Alain Mathys, funcionario de Suez Environnement, respondiendo a las denuncias de exclusión del servicio a población pobre en El Alto, señaló que el contrato no cubre las zonas más rurales de El Alto, y que dentro el área servida la empresa ha cumplido sus obligaciones, si algunos residentes no se conectan es por elección propia o posiblemente los costos de conexión (http://www.iwahq.org.uk, 2005). Como hemos visto el área de concesión es todo el municipio, donde AISA debía dar soluciones, y dentro el área servida, es el incremento de los costos el que ha obligado a mucha gente no conectarse.

De esta manera, reportajes periodísticos del drama de los pobres alteños con el agua, son frecuentes:

“Debido a que no existe la conexión de agua potable por el Distrito 8 que corresponde al sur de El Alto, los turriles abundan en las avenidas y calles, esperan que los carros cisternas lo llenen de agua que servirá para preparar los alimentos de los niños y gentes que viven en las villas del lugar.

Las mujeres de Villa 23 de Marzo, tienen que hacerse un tiempo para comprar agua de los carros cisternas. Los primeros chorros son cristalinas y los últimos se convierten en turbias.

Los vecinos de esa villa consideran que el turril de agua sólo les dura cinco días, bajo un racionamiento severo ya que no utilizan para lavar ropa ni el menaje de cocina.

Los pobladores de esa urbanización se alegran cuando llueve, debido a que esas aguas se utiliza para lavar ropa y en casos extremos para hacer cocer la comida del día”. (APA;01/IV/ 2006)

Sistema condominial 

El sistema condominial tiene su origen en el Brasil. El mismo, ha sido adoptado en el PPEA, por el Gobierno boliviano (Viceministerio de Servicios Básicos), el Banco Mundial (Programa de Agua y Saneamiento), la Agencia de Cooperación Internacional al Desarrollo, los gobiernos municipales de la ciudad de La Paz y El Alto y, principalmente, por Agua del Illimani S.A., como “alternativa de solución integral” al problema de saneamiento sanitario para el caso de la ciudad de El Alto. 

Se dice que el sistema permite ahorrar hasta 40% en la conexión de agua potable y alcantarillado respecto al sistema convencional; ello no es evidente porque existe un manejo parcializado de “costos reales” establecidos por AISA, que no considera los gastos que  los usuarios tienen que erogar por “optar” por el sistema condominial (aportes de mano de obra, aportes económicos para materiales de construcción y trabajos de mantenimiento periódico que los usuarios deben realizar). La presentación de ahorro de 40% refleja la perspectiva económica-financiera de AISA y los socios del PPEA, de ninguna manera la perspectiva de los usuarios.

 

La presentación de ahorro de 40% por aplicación del sistema condominial es beneficiosa a AISA, porque permite cumplir el programa de inversiones comprometido en contrato de concesión y además obtener ahorros económico-financieros a su favor, antes que beneficio económicos en favor de los “pobres” de la ciudad de El Alto.

 

Por otro lado, es importante valorar que el sistema condominial permitió el acceso de un sector de la población de El Alto a servicios básicos importantes y que tiene efectos positivos en la salud de los usuarios del sistema. Otro efecto del acceso a los servicios, es la valorización del mercado de tierras, es decir, ahora es más probable y a mejores costos, vender alquilar o dar en anticrético cuartos y viviendas. El acceso al agua y al alcantarillado tiene esos efectos en la economía familiar y por supuesto en las finanzas municipales, ya que con seguridad los impuestos por inmuebles se incrementaran en el futuro.

 

En la actualidad el sistema condominial presenta problemas que afectan directamente a los usuarios. Estos problemas tienen relación con el diseño de los ramales (no considera las etapas de consolidación de la vivienda), con el mantenimiento (los vecinos no desarrollan esta tarea), con gastos económicos en contra de los usuarios (cobro por tendido de ramal por lote de vecino), con problema ambientales (malos olores y presencia de moscas y roedores), problemas sociales entre miembros del condominio (incumplimiento de tareas y perjuicios entre vecinos), entre otros.

Por ello, en una carta abierta de FEJUVE El Alto a la Cooperación Internacional (5/IV/05) señala que estos organismos mostraron a nivel internacional al sistema condominial de El Alto como una solución “pro-poor” ejemplar, “aunque esta fracasó estrepitosamente en El Alto porque no es posible establecer un alcantarillado de segunda que cruza por las viviendas y que permite que las heces fecales retornen a las casas”. 

Por otro lado, en el desarrollo del proyecto, la perspectiva del empoderamiento de la comunidades participantes del proyecto no fue considerado como algo importante. Cuando se lo hizo, la participación de los vecinos fue instrumentalizada para los fines del proyecto y las racionalidades e intereses de los socios del PPEA y en particular de Aguas del Illimani S.A.  

3. Tarifas
A diferencia de la concesión con aguas del Tunari en Cochabamba, en La Paz/El Alto hubo un incremento previo a la concesión, de 57.7% en la categoría domestica, 17,88% en la Comercial y 21% en la Industrial.

La estructura tarifaria aplicada por AISA fue la desarrollada por el Estudio de Mejoramiento Tarifario, elaborado por Luis Uzin el año 1996, encargado por SAMAPA, hecho que no fue mencionado en el proceso de concesión. Esta estructura tiene varias características:

- Las tarifas asignadas a AISA fueron calculadas para pagar completamente toda inversión de este y remunerar su inversión con tasa de interés (compuesto) del 13% anual (rendimiento mayor al promedio del mercado, considerando que las tarifas están en $US). (SAMAPA Residual, 2000: 2).

- Se indexan las tarifas al cambio dólar americano, publicado por el Banco Central el primer día del periodo de facturación. Esta indexación implicó un incremento en por lo menos un 35% entre 1997 al 2004 (Carta FEJUVE El Alto a Cooperación Internacional 5/IV/05). En el marco del conflicto de fines del 2004, el gerente de AISA, Antoine Kuhn reconoció “que los clientes viven y pagan con el boliviano”, pero al miso tiempo señaló que el contrato establece el cambio de moneda a cuenta en dólares, los préstamos internacionales son gastos financieros en dólares, los químicos son importados en dólares, lo que representa que una parte del costo del agua se realiza en esa moneda” (LP 27/XI/04). Si bien hubo anuncios de la Superintendencia de desindexar la tarifa, y más bien calcular de acuerdo al índice de precios al consumidor (IPC), de tal manera que las tarifas suban de acuerdo al costo de vida de los bolivianos (dato proporcionado mensualmente por el Instituto Nacional de Estadística) (ED 1/IV/03), hasta el momento no se ha implementado oficialmente, debido a la resistencia de AISA. Esta desindexación al dólar es sin embargo una violación a la Ley 2066 de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario y por tanto al contrato; si bien la empresa e incluso la SISAB han argumentado que no el no existir reglamentación es un impedimento en ningún momento se establece la invalidez de la ley en caso de no existir sus reglamentos.
- Se anula el cargo fijo básico, y se cobra solamente por el caudal de agua potable consumido a partir del primer metro cúbico. Antes de la concesión existía una tarifa básica hasta 10 m3, hoy se cobra por m3 consumido, ignorando criterios de solidaridad y equidad. 

- Se establece un monto adicional de $US 0.10 en todas las facturas independientemente del nivel de la tarifa.

- Los costos de conexión de agua potable se fijan en $US 155 y el de alcantarillado $US 180.

- Se establece una revisión periódica de tarifas cada 5 años, a partir de la fecha de inicio.

- En la categoría comercial se incluyen a usuarios oficiales, públicos y estatales; entre ellas se encuentran escuelas, cuarteles, áreas verdes. Luego de negociaciones, el 2001 se logró una rebaja para algunos de estos usuarios (escuelas).

Por otro lado, como demostró un estudio realizado por SAMAPA, el año 2000, hubo beneficios adicionales con el tema tarifario.

Incremento adicional a la tarifa. 
Guillermo Arroyo, Ex -gerente de SAMAPA, afirma que la sobrevaluación en las tarifas en el primer quinquenio (periodo 1997-2001) fueron cercanas al 20% en exceso al estudio de Luis Uzin y a las condiciones discutidas y definidas durante el periodo de licitación (Arroyo;2004), afirmación ratificada por la evaluación desarrollada por SAMAPA residual, donde se demostró que hubo una sobrevaluación en las tarifas cobradas por AISA, respecto a las aprobadas para SAMAPA en Mayo del 97, en más del 19% (SAMAPA Residual, 2000:v). La estructura tarifaria aplicada por AISA fue la desarrollada por el Estudio de Mejoramiento Tarifario, elaborado por Luis Uzin el año 1996, encargado por SAMAPA, hecho que no fue mencionado en el proceso de concesión. Este estudio recomendó el siguiente sistema tarifario:

Tabla 12: Estudio de Mejoramiento Tarifario (1996)

Resumen del Sistema Tarifario para el Consumo Medido

	TARIFAS SEGÚN CATEGORIAS Y RANGOS DE CONSUMO DE AGUA

	CONCEPTO
	VALOR
	CATEGORIA DE USUARIOS

	
	$US/M3
	Doméstica
	Comercial
	Industrial

	Alta
	0,9964
	301 y más
	21 y más
	1 y más

	Media Alta
	0,5579
	151 a 300
	1 a 20
	

	Media
	0,3719
	31 a 150
	
	

	Baja
	0,1850
	1 a 30
	
	


            Fuente: Cit. en SAMAPA Residual, 2000.

El contrato de concesión establece otros valores:

Tabla 13:Contrato de Concesión Aguas del illimani

Resumen del sistema Tarifario para el Consumo Medido

	TARIFAS SEGÚN CATEGORIAS Y RANGOS DE CONSUMO DE AGUA

	CONCEPTO
	VALOR
	CATEGORIA DE USUARIOS

	
	$US/M3
	Doméstica
	Comercial
	Industrial

	Alta
	1.1862
	301 y más
	21 y más
	1 y más

	Media Alta
	0.6642
	151 a 300
	1 a 20
	

	Media
	0.4428
	31 a 150
	
	

	Baja
	0.2214
	1 a 30
	
	


Fuente: Superintendencia de Aguas (1997) 

Comparando ambas estructuras tarifarias, se observa que en el contrato de concesión se incrementó en más del 19% que la tarifa calculada para SAMAPA; lo grave es que nunca hubo una justificación técnica ni legal; esto implica que el usuario paceño paga un exceso aproximado entre 3 a 3.6 millones de $US/año; en los 30 años de la concesión la pérdida acumulada de los consumidores por incremento de tarifas sería de $US 157 millones. (SAMAPA Residual, 2000: 13). Es decir, al margen del incremento establecido previo a la concesión, se hizo un nuevo incremento ignorando el estudio de SAMAPA, producto de las negociaciones entre el gobierno y AISA, previo a la firma del contrato. Lo grave es que el concesionario recibe un incremento adicional, habiendo sido liberado de la responsabilidad por el alcantarillado pluvial, es decir más ingresos por menor servicio. Esta situación no ha sido modificada hasta hoy. 

Además de este incremento respecto del estudio tarifario elaborado por SAMAPA en 1996 y proyectado hasta el 2005; este estudio contemplaba además un 8% de la tarifa destinada a pagar los pasivos de SAMAPA, y que en estas clandestinas negociaciones se redujo al pago de un canon de arrendamiento (equivalente al 5% de la tarifa) por parte del operador a la empresa municipal, para cubrir las deudas de está; quedando, sin mayores justificativos, el restante 3% calculado inicialmente como parte de los ingresos anuales de AISA (Chavez 2006:3).

Porción de la tarifa corresponde a SAMAPA. 
El mismo estudio de Uzin estaba basado en el principio de que la tarifa incorpora la remuneración a los activos existentes a la fecha de análisis, por tanto la remuneración por cada inversión corresponde al dueño de la misma. De esta manera, luego de un estudio técnico, SAMAPA determinó que por lo menos el 46.55 de la tarifa corresponde en derecho a esta empresa, esto es $US 8.7 millones anualmente. Tomando en cuenta que por el canon de arrendamiento de la infraestructura, AISA pagó en 1998 $US 3 millones, cifra que irá reduciéndose con el tiempo ($US 400000 los últimos años de la concesión), se concluye que AISA no cubre mínimamente el ingreso que esta recibe por concepto de remuneración a los activos de SAMAPA (SAMAPA, 2000: 44-45).

Las tarifas en el segundo quinquenio. 
A fines del 2001 se cumplió el primer quinquenio, por tanto, siguiendo los términos del contrato (Cláusula 10.5.), hasta el primero de enero del 2002 debían fijarse las nuevas condiciones para el próximo quinquenio, particularmente la nueva estructura tarifaria. 

La negociación entre la Superintendencia de Saneamiento Básico y AISA se llevó a cabo desde el segundo semestre del 2001. No se debe olvidar que esta negociación se realizado en el marco de tres hechos que han determinado el resultado final: 

Primero, la Guerra del Agua de Cochabamba (octubre 1999-abril 2000) ha permitido la emergencia de movimientos sociales, como la Coordinadora Departamental del Agua en Cochabamba y un amague de organización de una similar en la ciudad de El Alto, que han puesto en tela de juicio la legitimidad de la privatización de los servicios públicos en el país, creando un ambiente de incertidumbre para la inversión privada en el sector.

El segundo aspecto es que, también producto del conflicto cochabambino, existe una nueva Ley de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario (No 2066) y un cuerpo de Reglamentos que han sido consensusados casi en un 90% con las organizaciones sociales (particularmente la Coordinadora del Agua); estas nuevas reglas del juego, que entre otros temas modifica la indexación de las tarifas e incorporan mecanismos de consulta en la otorgación de concesiones y fijación de tarifas, no fueron del agrado de AISA ni del Banco Mundial: AISA se negó a aceptar el marco normativo por afectar a sus intereses y considerar que el contrato de concesión se ha realizado con otras reglas
 (la Ley de Aguas de 1906 y la ley SIRESE), y junto con el Banco Mundial han logrado bloquear la aprobación de los Reglamentos de la Ley, como hemos visto en capítulos anteriores.

Por último, el país ingresó en un año electoral, coyuntura poco adecuada para tomar decisiones que afectan a la población, esto es a los electores, que podrían generar revueltas como la de Cochabamba. 

Para la negociación, AISA solicitó un incremento en las tarifas hasta en un 25%, como establece el contrato (cláusula 13.3.2.); SAMAPA residual realizó un estudio sobre la propuesta de AISA, donde mostró que en los hechos, a lo largo del quinquenio, el incremento alcanzaría entre 34 al 74 %, afectando particularmente a los sectores mas pobres producto de la introducción de un cargo fijo; adicionalmente estas tarifas estarían completamente dolarizadas, vulnerando la Ley 2066, instrumento legal que, como dice el informe de SAMAPA, “Aguas del Illimani cree no necesita cumplir, pero que la SISAB sí debe cumplir” (SAMAPA 2001). Se conoce que la Superintendencia habría aceptado hasta un 15%
. 

A fines del 2001, la Superintendencia de Saneamiento Básico emitió dos resoluciones (la 79/2001 y la 80/2001), resultado de la negociación, que inicialmente pasaron desapercibidas para la opinión pública, particularmente las organizaciones sociales
, pero que modifican aspectos específicos del contrato.

La Resolución 79/2001, si bien establece en su primer punto mantener el sistema tarifario establecido en el contrato de julio de 1997, actualmente vigente, en el segundo aprueba el incremento del cargo por concepto de formulario, de $US 0.10, establecido originalmente en el contrato, a $US 0,220 por conexión y por mes para las conexiones domésticas de los sistemas de El Alto, y $US 0.3444 para los sistemas de Achachicala y Pamphahasi, así como para todas las conexiones comerciales e industriales de la concesión. En ambos casos implica un incremento, del 120% en el primer caso, y 244.4% en el segundo. El tercer punto señala que la nueva estructura tarifaria será definida una vez aprobados los Reglamentos de Ley Modificada de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario No 2066.

Por su parte, la Resolución No 80/2001, aprueba las nuevas metas de expansión de los servicios para las ciudades de La Paz y El Alto, sobre el cual nos referiremos luego. El artículo segundo de la Resolución se refiere a los nuevos costos del derecho de conexión, $US 196 por agua potable y $US 249 por alcantarillado sanitario, esto implica un incremento del 26.4% y 38.3% respectivamente en relación a los precios establecidos por el contrato.

Las implicaciones de ambas resoluciones son importantes para la economía de la población, pues un habitante de El Alto, por ejemplo debe pagar mensualmente 1.5 Bs. por el formulario o recibo, cuando antes pagaba solo 0.7 Bs
. Pero el mayor cargo es en las nuevas conexiones, que hicieron más prohibitivo conectarse a la red con los nuevos costos. Este problema es muy grave en El Alto, donde la cobertura en alcantarillado es del 63%, según AISA, con un consumo muy bajo de agua (un promedio de 50 litros/persona/día), entre otros motivos por el alto costo que supone. Algunos enfoques que enfatizan la necesidad de orientar la participación privada hacia la protección de los sectores más pobres de la población, sugieren que se establezcan sistemas de subsidios a la instalación de los sistemas (Crespo/Laurie 2002) tema que aparentemente no ha sido considerado en la concesión de La Paz y El Alto. Este hecho significó que aproximadamente 60000 personas, dentro el área servida no se conecten al servicio, a pesar que la tubería principal pasa por las calles (Jose Barragán, ex ministro de Servicios Básico, enero 2004 y carta de Franz Rojas a AISA, 5/I/05).

En el contexto de la resistencia de la FEJUVE El Alto y la “mala prensa” que recibía AISA, A. Mathys, alto ejecutivo de Suez environment tuvo que reconocer que el contrato podría ser mejorado para un mejor servicio a los pobres, pero que ello estaba en manos de la autoridades, particularmente los costos de conexión, que reconocía eran altos, pero esto era una política nacional” 
(N/N, 2005), afirmación incorrecta pues fue AISA quien negoció los incrementos en el costo de conexión.

Producto de la presión social alteña, la SISAB emitió la Resolución Administrativa N 004/2005 reduciendo los costos de conexión a los señalados en el contrato ($US 155 y el de alcantarillado $US 180).

Participación ciudadana en la definición de tarifas. 
El contrato de concesión no considera la participación de los usuarios en la revisión tarifaria. Directamente es una negociación entre Superintendencia y Concesionaria (anexo 10; numeral 3.2.). Pero, con la Ley 2066, de abril del 2000, se establece que los Precios y Tarifas de los Servicios de Agua Potable y de los Servicios de Alcantarillado Sanitario deben ser aprobados por la SISAB, pero consultando previamente “la opinión técnicamente fundamentada del Gobierno Municipal, quien a su vez efectuará consultas con las instancias de Participación Popular establecidas por el artículo 150 parágrafo II de la Ley de Municipalidades” (artículo  57º); de esta manera la sociedad civil puede involucrarse en este tema tan conflictivo. Este es uno de los puntos que AISA no reconoce y se niega a adecuarse, pues considera que vulnera el contrato.
En la negociación del segundo quinquenio el 2001, el proceso debía adecuarse al marco legal establecido un año antes, pero no sucedió así. Con la experiencia de Cochabamba, las organizaciones sociales participaron de algunas reuniones respecto al nuevo quinquenio; se hablaba de la conformación de una comisión donde participaban las representaciones vecinales y cívicas. Pero en los acuerdos establecidos entre la Superintendencia y AISA no participaron estas organizaciones
. Mas aún, la resolución vulnera un convenio de noviembre del 2001, entre la FEJUVE de El Alto y AISA, con el respaldo de la Superintendencia, por la cual la empresa se comprometía a no realizar ningún tipo de incremento mientras no fuera consensuado con las organizaciones sociales.

Por otro lado, a lo largo de estos años hay denuncias de cambios de categoría, que implican incrementos tarifarios. Asimismo quejas por el elevado costo de reposición del servicio ($US 13), el corto tiempo para cubrir deuda mensual.(LR 8/IV/98), y denuncias de cobros en viviendas deshabitadas. (LT 23/IV/98). 

Todos estos elementos influyeron en el ánimo de la población, principalmente alteña, en la profundización de los movimientos de resistencia a la concesión.

4. Actividades especiales: escuelas, parques, hospitales
De acuerdo a AISA cobraba 1.2 millones de $US al municipio de La Paz y otro similar a El Alto, por concepto de consumo de agua en escuelas, hospitales, instalaciones municipales (teatros, jardines, etc). La estructura tarifaria de AISA incluía dentro la categoría comercial a usuarios oficiales, públicos y estatales, entre ellas escuelas, cuarteles, áreas verdes. Las autoridades municipales ya el año 1998 denunciaron que escuelas, parques y hospitales tenían tarifas comerciales y que una buena parte de sus ingresos debían destinarse al pago del servicio de agua, reduciendo por tanto el presupuesto para obras (ED 1/XI/98). Este problema reaparece continuamente en el contexto de los conflictos entre la alcaldía municipal de La Paz y AISA.

El año 2000 la HAM de La Paz se quejaba de los cortes de suministro de agua potable en sus propias instalaciones, así como en lugares públicos, llámense calles, parques o "áreas verdes"; asimismo, a 200 escuelas y colegios de La Paz se les suprimió el líquido elemento, por la insolvencia de la Alcaldía, a escasos días del inicio de clases (ED 18/I/00). 
El tema se tornó más complicado a principios del 2000, luego que AISA cortó el servicio debido a que la Alcaldía no habría pagado 1 millón 200 mil $US a AISA. Hasta fines de enero del 2000 la Alcaldía se comprometió a pagar inicialmente 2258 mil $US, pero de una primera cuota de 50 mil $US solo pagó $US 38 mil
. La entonces alcaldesa Lupe Andrade denunció a su vez que AISA debía 32 millones de Bs a la Alcaldía por concepto del contrato de transferencia de bienes de SAMAPA a AISA. El gerente de AISA, Alain Carbonel manifestó que la deuda era con SAMAPA Residual, y llegaba a 30 millones de Bs, dependiendo de los resultados de una conciliación pendiente en los juzgados. Esta deuda debe ser pagada en 10 años, de los cuales AISA ya habría adelantado su cancelación en obras
; además eran cuentas diferentes (LP 1/II/00).

Respecto a los cortes en los edificios públicos y áreas verdes, Andrade consideraba que el contrato con AISA debía ser rescindido "por la falta de humanidad de la empresa con la niñez de la ciudad y su interés para pagar las deudas pendientes que tiene con la alcaldía municipal"... que se vaya AISA para que venga una empresa que no nos ponga la pistola al pecho a las escuelas, hospitales, mataderos, parques y jardines, y que nos trate como si fuéramos unos vulgares delincuentes" (LP 1/II/00)
.

De hecho, la definición del pago de tarifas de servicios generó conflictos entre la HAM de La Paz y los servicios de salud, pues aquella, en vez de negociar con AISA modificar los términos del contrato respecto a estos servicios fundamentales, buscó deshacerse de su responsabilidad pretendiendo que los hospitales paguen sus cuentas de agua, luz y teléfono a partir del 2001 (LP 9/XII/00).

5. Medición
Según el contrato, la concesionaria tenía un plazo entre 1.5 a 3 años para instalar medidores en el área de concesión, para todos los usuarios del sector doméstico (anexo 10; numeral 1.1.); pero hasta hoy, gran parte de las instalaciones de El Alto carecen de medidores, lo que se traduce en tarifas más altas. De acuerdo a la SISAB, la cobertura de Medición, es decir la relación entre el Nº de Usuarios con Medidor y el Nº total de Usuarios en el periodo 2001-2004 ha sido

Tabla 14:Cobertura de Medición AISA
	2001
	2002
	2003
	2004

	83,20%
	92,14%
	92,90%
	99,05%


Fuente: SISAB, 2005

Esto quiere decir que AISA ha incumplido este aspecto del contrato. Los vecinos de El Alto prefieren medidor, pues mientras con el sistema medido llegan a pagar entre 6 a 7 Bs. con el sistema no medido, donde pagan un promedio establecido por la empresa, pagan entre 12 a 15 Bs. No es casual que desde el inicio de la concesión, más bien se haya reducido el porcentaje de conexiones con micromedición, de 92,29% al inicio de la concesión, a 90,04 % a fines del 2000 (SISAB 2000: 21).

6. Consumo
En diciembre de 2000, Arnaud Bazire, gerente de AISA, declaraba que la población del Alto era «el peor cliente» y «el peor consumidor del mundo» (ED 11/XII/00) refiriéndose al bajo consumo en la urbe alteña.

El año 2001, el gerente general de AISA se quejaba que en los primeros cinco años de la concesión el consumo en general había bajado (N/N, 2001). Esta evidencia se verifica en el siguiente cuadro, presentado por la SISAB, donde se muestra el consumo de tres años en el área de la concesión:

Tabla 15:Consumo de Agua Área de Concesión AISA (en millones m3)

	Año
	Consumo
	Consumo promedio mes

	1998
	41,4
	3,45

	1999
	41,5
	3,46

	2000
	34,5 (*)
	3,46


Fuente: SISAB, en LP 13-XII-00

(*) hasta octubre del 2000

Dos razones influirían en la caída del consumo: por un lado, los usuarios domésticos han ajustado su consumo por la crisis económica (Johnny Cuellar en LP/13/XII00), y por otro, sectores industriales paceños han quebrado o se han ido a Santa Cruz (N/N, 2001)

Asimismo, los consumos son diferentes según el estrato socioeconómico al cuál pertenece la zona: los barrios pobres consumen mucho menos que los barrios de la clase media paceña, visibilizando que el acceso al agua potable en Bolivia es un indicador de segregación socio económica:

Tabla 16:Consumos altos y bajos según zonas en el área de la concesión AISA

	Barrio o Zona
	Consumo

	Ciudad de La Paz –consumo alto

San Sebastian

San Pedro Bajo 

Belen 

Santa Barbara 

Miraflores Sur

Calacoto

Sopocachi Bajo 

Obrajes 
	149,24 m3/mes

99,24 m3/mes

86,90 m3/mes

82,96 m3/mes

78,83 m3/mes

59,29 m3/mes

53,97 m3/mes

44,45 m3/mes

	Ciudad de La Paz –consumo bajo

Tacagua  

Alto Chijini
	11,08 m3/mes

11,29 m3/mes

	Ciudad de El Alto –consumo alto
	Ninguno

	Ciudad de El Alto –consumo bajo

Ciudad Satelite, 12 de octubre, villa Dolores, Santiago I, Tejada triangular,, Tejada Alpacoma, Santa Rosa, Exaltacion, Rosas Pampa, 

Alto Lima, Villa Victoria, Said, Alto Lima, Tercera Sección, Huayna potosí, Villa Esperanza, Tupac Katari, Villa Ingavi, Gerrman Busch, Tahuantiansuyu, Mercurio, Jerusalen, Zona Industrial,, Urbanización Municipa, Romero Pampa,

Resto de zonas alteñas 


	7,03 m3/mes

9,88 m3/mes y 11,86 m3/mes respectivamente


 Fuente: LR 04/VI/01

La ciudad de El Alto es la que consume menos agua en toda el área de la concesión; por ello, las mayores críticas del gobierno y AISA al bajo consumo, se han concentrado en esta ciudad:

"Invertir en El Alto es para el fósforo, ya que es una ciudad totalmente pobre y no reúne las condiciones para fortalecer económicamente a una empresa. Pero, el compromiso contractual que tienen para atender La Paz, El Alto y sus alrededores, los alienta".(UH 9/III/98)

El tema crítico es que mientras las normas Internacionales de consumo de agua potable tienen como parámetro el gasto de 150 a 250 litros del líquido por habitante, en La Paz es 146 lts/día, mientras que en la ciudad de el Alto apenas llega a 31 lts/día (ABI, 8/VI/01). De hecho, la vivienda tipo en El Alto solo posee un punto de agua, normalmente en el patio, sin instalaciones sanitarias. 

Las causas para la caída en la demanda y el bajo consumo de agua en El Alto oscilan entre los prejuicios racistas y el síndrome de la crisis económica:

Atribuyen a factores socioculturales.
Es común oír ente técnicos de AISA  y el mismo gobierno, que "los aymaras no tienen costumbre de bañarse, por el frío". Por otro lado, se habla de la falta de “costumbres urbanas”, como utilizar duchas, lavanderías, o el hábito de echar el agua por unos canales que salen directamente a la calle (LR/04/VI/01). Como afirmaba el funcionario del FNDR: “Es primordial enseñarle a la población que debe acostumbrarse a pagar las facturas de agua. Una persona crece sin agua y va a las instalaciones públicas, o al río. Se habitúa a eso, y a no tener agua adentro de la casa. Es una cuestión de cultura. Hay que enseñarle a la gente a bañarse una vez por día, a regar las plantas y lavar el auto...” (Popeau, 2002). La “cultura de la subvención”. Denis Cravel, especialista en agua del BID afirma que “la población tiene malos hábitos”, porque cree que “el servicio debería ser gratuito”, cuando en realidad el “agua es un bien social, pero también económico”.
Pero todo apunta a que son razones socioeconónomicas las que determinan el bajo consumo en la ciudad de El Alto, no tomadas en cuenta por el consorcio cuando realizaban sus estudios de proyección del consumo:

Un mayor consumo les implica un gasto extra, que la crítica economía alteña no podría soportar (El Alto se halla entre las ciudades con mayores índices de pobreza en el país). Adicionalmente, instalar una ducha implicaría pagar por el consumo de energía eléctrica. El Alto es una ciudad donde sus habitantes, tanto hombres como mujeres, desarrollan sus actividades en la ciudad de La Paz o fuera de la vivienda, particularmente comercio; por tanto los requerimientos de agua son menores a un hogar estándar.

De todas maneras, AISA argumenta que el servicio de El Alto produce pérdidas a la empresa: solo recauda 5 millones Bs/año, que no cubren los gastos operativos: solo la necesidad de mantener la imagen de la empresa los mantiene en la zona. La pregunta es por que AISA se comprometió a prestar el servicio en El Alto, a pesar de las pérdidas? Por la importancia para la empresa Suez, de mantener la imagen internacional de una concesión exitosa orientada a los pobres (“pro poor”), demostrando por tanto que el sector privado también invierte en zonas pobres. 

7. Calidad ambiental del servicio
Es evidente que el en el contrato de concesión no existe claridad en la compensación por el deterioro del ambiente  o del recurso agua, abriendo un amplio campo de ambigüedad. Un grupo de expertos franceses y argentinos, participantes de un seminario internacional, en octubre del 2000, afirmaron que “en las plantas potabilizadoras de la ciudad de La Paz las operaciones están a la altura de las mejores prácticas del sector, y el agua que se produce en ellas cumple con las normas internacionales... Aguas del Illimani, realiza sus operaciones cumpliendo con los mejores procedimientos internos (LR 15/X/00). Lo que no señala la nota de prensa es que los técnicos eran de Lyonesse y Aguas Argentinas.

Un informe de auditoria de la Contraloría, el año 2002, respecto al manejo ambiental por parte de AISA, señala que “aún son insuficientes los niveles de ecoeficiencia alcanzados por las actividades desarrolladas por el concesionario. Sobre las entidades que otorgan licencias ambientales, señala que estas cumplen dichas obligaciones en forma parcial (Contraloría General de la república, 2002). Respecto a la SISAB, enfatizó que el organismo regulatorio aún carece de capacidades suficientes para realizar auditorias técnicas, procesos de seguimiento; tampoco cuenta con una estructura organizacional para el control de la calidad del agua (Contraloría General de la república, 2002). 

La auditoria fue realizada en el marco del POA 2002 de la Contraloría, para “evaluar distintos aspectos de la gestión ambiental desarrollada por las entidades relacionadas con la provisión de dichos servicios”. Es decir, era una evaluación tanto a AISA, como a la SISAB. El periodo de la auditoria fue entre el 27/07/97 al 31/08/02. Los resultados más importantes obtenidos fueron:

En agua potable

· El contrato establece que AISA debe contratar un auditor externo que certifique el cumplimiento del concesionario respecto de las obligaciones y metas establecidas en el contrato. Se evidenció que “la información certificada por el auditor externo no fue sometida a un proceso de verificación por parte de la SISAB” (Contraloría General de la República, 2002:8). Es decir, la autoridad regulatoria desconoce la calidad de la información emitida por el consultor externo; hecho cuestionable si tomamos en cuenta que estos consultores estuvieron relacionados laboralmente con los socios o la misma empresa AISA
; solo un ejemplo: el profesional que suscribió las certificaciones, a fines del 2000, de la empresa CAEM Consultores, había desempeñado hasta septiembre de ese año el cargo de Gerente de Planificación estratégica de AISA y era además quien recibía la mayoría de las veces, a nombre del concesionario, los informes de certificación del anterior auditor técnico (Contraloría General de la República, 2002:14). Lo peor es que la SISAB aseguró que Aguas del Illimani “contrató los servicios de una consultora cuya figura legal no tiene incompatibilidad con las normas”, evidenciando una vez más la escasa capacidad de fiscalización del ente regulador
· AISA no tomó el número total de muestras, según el tipo de agua, establecidas en el anexo 2 del contrato de concesión y la Resolución Administrativa Regulatoria No 14/2000 (13/03/00), que modificó los límites y parámetros para la evaluación de la calidad de las aguas. Asimismo, los parámetros evaluados en cada oportunidad, no corresponden a todos los que debían considerarse según lo estipulado, y en diversas ocasiones se evaluaron parámetros diferentes a los previstos (Contraloría General de la república, 2002:9)
.

· Entre 1998 a 2001, los informes técnicos muestran que varios parámetros no alcanzaron los límites permitidos según el contrato y marco legal/regulatorio:

Tabla 17: Parámetros considerados en Auditoria AISA

	
	No Parámetros considerados
	No parámetros que no llenan límites obligatorios(1)
	No parámetros que no llenan límites recomendados

	1998
	79
	4
	11

	1999
	79
	
	5

	2000
	21 (2)
	
	1

	2001
	21
	
	0


FUENTE: Contraloría General de la República, 2002:15-16

(1) Solo aplicable hasta julio 1998, a partir de esa fecha solo se aplican límites recomendados

(2) Debían evaluarse 85, con la Resolución Administrativa Regulatoria No 14/2000, pero solo evaluaron 21

Por su parte, los valores de pH durante este periodo, presentes en los informes técnicos, no alcanzaron los porcentajes de conformidad previstos
, Uno de los orígenes para ello, es que las agua provenientes de Milluni, contiene altos contenidos de hierro y manganeso, las cuales dificultan los procesos de potabilización y dificultan que parámetros como el pH alcancen límites requeridos
 (Contraloría General de la república, 2002:20).

· La información es incompleta; la información sobre agua potable reportada por AISA (1997-2001), es global, sin diferencias o detallar la información por áreas de servicio o por sistemas (Contraloría General de la República, 2002:15). Específicamente: 

· se citan porcentajes de conformidad logrados, pero no los datos que permitieron lograr ese porcentaje

· los parámetros de calidad del agua potable en red, son valores promedio de los cuatro sistemas de abastecimiento, omitiéndose información de detalle para cada sistema.

· Algunos parámetros de calidad de efluentes cloacales son ignorados en los reportes (Contraloría General de la república, 2002:9)

El periódico La Prensa informó que “el anexo 5 del informe señala que la presencia de aluminio sobrepasa el nivel permitido (0,2 mg/l: miligramos por litro) en 10 puntos de la ciudad. El nitrógeno total (1 mg/l) se excede en tres puntos, mientras que el calcio (200 mg/l), el hierro (0,2 mg/l), nitratos (25mg/l), nitritos (0,2 mg/l) y sulfatos (600 mg/l) están, cada uno, por encima de lo permisible en algún sitio de medición. El nivel de plomo permisible (0,05 mg/l) es sobrepasado en dos puntos de muestreo con los siguientes registros: 5,7 y 5,8. El estudio advertía de los “riesgos potenciales a la salud por las falencias en la calidad del agua (LP-I-03).
Lo preocupante es que, a veces, las certificaciones del auditor no incluyen comentarios sobre debilidades de la información reportada por AISA, como las arribas señaladas. Mas aún, a pesar que AISA mismo reconoce que hubo inobservancias en los controles, el auditor las ignoró o subestimó (Contraloría General de la república, 2002:9-10). Por ello la Contraloría concluyó que “estas omisiones, imprecisiones y/o debilidades de la información reportada por AISA…restan confiabilidad a la información certificada por el auditor técnico y no aseguran una evaluación efectiva del cumplimiento de las metas y objetivos previstos en el contrato de concesión, así como la calidad del servicio prestado por AISA (la cursiva es nuestra) (y) restan idoneidad a las citadas certificaciones” (Contraloría General de la república, 2002:12).

Por otro lado, la auditoria evidenció falencias e incompatibilidades en el contrato de concesión y anexos, así como en la Resolución Administrativa Regulatoria No 14/2000, que dificultan el control de calidad del agua y alcantarillado, como ser obligaciones inconsistentes con la realidad, lo cual generaría los problemas y omisiones mencionadas (Contraloría General de la república, 2002:12). Todos estos problemas reducen, sin duda, la capacidad de regulación de la SISAB (Contraloría General de la república, 2002:20).

Por su parte AISA, argumentó razones que impiden un control efectivo y la adecuada emisión de informes relativos a la calidad de las aguas, desde limitaciones operativas de su laboratorio para realizar análisis complejos, por su alto costo y distancia entre la recolección de muestras y análisis en un laboratorio de Suez en Francia (Contraloría General de la República, 2002:13).

Con el propósito de verificar los datos de la auditoria, la Contraloría tomó muestras en el área de concesión e hizo analizar en laboratorios de La Paz y Francia, donde no solo se ratificó el hecho que el pH no satisfacía los límites permisibles establecidos por la Resolución Administrativa Regulatoria No 14/2000 en ninguna de las muestras, sino que parámetros como aluminio, hierro, dureza, nitritos y nitrógeno total no satisfacían los límites permisibles en algunas de esas muestras (Contraloría General de la República, 2002:17).

Si la performance de la SISAB no fue óptima en el seguimiento a AISA, tampoco el ministerio de Salud Pública, con competencias para controlar y fiscalizar la calidad del agua para el abastecimiento, lo hizo. De hecho, entre 1997 al 2003, la unidad de Salud Ambiental del ministerio no realizó acción alguna al respecto, debido a limitaciones operativas y organizativas (Contraloría General de la República, 2002:26-28).

Finalmente, por qué se emite la Resolución Administrativa Regulatoria No 14/2000, modificando los límites y parámetros para la evaluación de la calidad de las aguas? De hecho, la auditoria de la contraloría evidenció que la Resolución Administrativa Regulatoria No 14/2000, había permitido ajustes a los límites, gracias a que “flexibilizó en varios casos los citados límites” (Contraloría General de la República, 2002:19). Es decir, se adecuaron los límites permisibles a las condiciones con las cuales AISA podría cumplir tales límites, y no a las demandas de calidad que exigen los organismos de salud. Mas aún, la mencionada norma regulatoria no especifica frecuencias y otros detalles del muestreo y evaluación, con los consiguientes riesgos para la salud humana (Idem, 19),  con lo cual se afecta a la calidad técnica necesaria, suficiente y oportuna, y por tanto tomar acciones y decisiones adecuadas y oportunas ante contingencias (Contraloría General de la república, 2002:22).

En alcantarillado y tratamiento de aguas servidas

En la etapa previa al tratamiento, se evidenció lo siguiente:

· Como establece el anexo 2 del Contrato de Concesión, AISA realizó convenios con las empresas que descargan efluentes al sistema de alcantarillado y son tratados en la planta de Puchuckollo; pero estos se hallan “orientados a la caracterización de las aguas servidas y no así a lo que prevé el contrato”, es decir no se incluyen los requisitos señalados en el reglamento de contaminación hídrica de la Ley de Medio Ambiente, como ser  limitar descargas de metales pesados, o la fijación de tarifas de acuerdo al grado de concentración de Demanda Biológica de Oxígeno (DBO) y sólidos suspendidos en las aguas residuales de las industrias (Contraloría General de la república, 2002:31).

· El registro de generadores de efluentes industriales, por parte de AISA es resumido, con información general y omitiendo información fundamental como la caracterización cualitativa y cuantitativa de efluentes

· En casos, se reporta que AISA no ha realizado muestreos debido a daños en sus equipos o condiciones climáticas 

· La información sobre verificación del cumplimiento de los convenios con las empresas, características de las descargas industriales y ejecución de muestreos como los establecidos por el contrato, no es suficiente

· En general, hay escasa información disponible respecto a la caracterización de los efluentes industriales que llegan a la Planta de Puchuckollo, pues se reciben aguas residuales con composición físico química variable en el tiempo de acuerdo a volumen y características de los efluentes, lo cual dificulta la eficiencia del tratamiento biológico de aguas servidas. 

· La planta de Puchuckollo se ve sobrepasada en su capacidad debido a que no existe sistema pluvial, por tanto el agua de lluvia es descargado en el alcantarillado.

· Las perforaciones que realizan comunarios al emisario que conduce a la planta de tratamiento, cuyas aguas sirven para fines de riego (Contraloría General de la república, 2002:31-32).

Para la etapa después del tratamiento el informe de la contraloría señala que “el agua servida que se descarga al cuerpo receptor (río Seco) a la salida de la Planta de Puchuckollo no alcanza los límites de calidad requeridos a nivel contractual” (Idem, 33). Los factores asociados a ello:

· En los informes de AISA a la SISAB no incluyen detalle sobre aguas servidas tratadas que permita conocer los parámetros evaluados, valores reales alcanzados por los parámetros evaluados, número y frecuencia de muestras tomadas, con lo que se vulnera el apéndice 4 del Anexo 2 del contrato.

· No se evalúan todos los parámetros de calidad de dichas aguas, según contrato, como sucedió el año 2000.

· En general no se tomó el número de muestras previsto en el contrato

· Varios de los parámetros de evaluación de la calidad de aguas no satisfacen los límites establecidos en el contrato, como ser DBO, DQO, sólidos suspendidos totales, fósforo, nitrógeno total y coniforme fecal, ratificado por muestreos realizados por el mismo equipo auditor de la contraloría (Contraloría General de la república, 2002:34-35).

En suma, “las operaciones de provisión de los servicios contratados, en los referido a la gestión de aguas servidas tratadas a cargo de AISA, no (son) lo suficientemente eco-eficientes”, que permitan minimizar, reducir o eliminar impactos ambientales” (Contraloría General de la república, 2002:40).

Sobre la gestión de los barros. 

Los barros resultantes de procesos de tratamiento efectuados por SAMAPA, previos a la concesión, acumulados en dos lagunas de Puchuckollo, no fueron dispuestos en un relleno sanitario, como fue propuesta por AISA en su plan de adecuación ambiental; solo fueron estabilizados en lechos de secado y acopiados a la intemperie en sitios aledaños.

Los barros generados en las plantas de potabilización de Achachicala, El Alto y Pampahasi (acá AISA no presentó ni siquiera el manifiesto ambiental), no son muestreados con la frecuencia prevista en el contrato. Desconociéndose sus impactos. Mas aún, en Achachicala los barros del presedimentados, son descargados directamente al río Choqueyapu, mientras que los barros extraídos de los floculadores se los acumula en lechos de secado, pues los operadores de los rellenos sanitarios se muestran renuentes a recibirlos, pues los consideran peligrosos; en El Alto, estos barros son descargados directamente. En suma ninguna de las plantas se adecua a la normativa ambiental. Muestreo realizados por la contraloría evidenció la presencia de aluminio, cadmio, zinc, arsénico, cobre, plomo (Contraloría General de la república, 2002:36-37).

Respecto a los barros generados en el tratamiento de aguas servidas en Puchuckollo, AISA no presentó datos de muestreos y evaluaciones, desconociéndose las propiedades de estos barros. Por criterios técnicos, se dice que recién el 2005 estaba previsto la primera evaluación. Un muestreo referencial constató la presencia de Cadmio, Estaño, arsénico, cobre, plomo. (Contraloría General de la república, 2002:37).

La no disposición adecuada de barros, son causa potencial de impactos debido a eventuales procesos de infiltración y percolación. Los barros descargados directamente agravan las condiciones ambientales del río Choqueyapu y su calidad ambiental, tomando en cuenta que, por ejemplo más del 98.2% del lodo generado en la planta de Achachikala es vertido a este río. (Contraloría General de la república, 2002:41).

AISA, interpretando el contrato considera que el contrato no prevé el tratamiento de los barros generados en las plantas de agua potable, sino solo se refiere a las de aguas servidas. Al respecto, el apéndice 2.3.8 del Anexo 2 del contrato de concesión señala, en forma ambigua, que “el Concesionario será responsable de la disposición de los barros y subproductos resultantes de los procesos de tratamiento de acuerdo a lo establecido en el Reglamento en Materia de Contaminación hídrica y las normas técnicas aplicables”. Estas ambigüedades presentes en el contrato favorecieron indudablemente a AISA.

Finalmente, el informe llama la atención que, a pesar del cumplimiento parcial de las metas y estándares ambientales, el auditor técnico contratado por AISA, certificó el cumplimiento de las obligaciones contractuales (Contraloría General de la república, 2002:43).

Las licencias ambientales. 

La auditoria evidencio, en el caso de la planta Achachicala que la primera versión del manifiesto ambiental, el 98’, AISA entregó fuera del tiempo establecido, con la firma de un técnico no registrado en el directorio nacional de consultores ambientales, por lo que fue rechazado. El manifiesto recién fue presentado en junio del 2000 (17 mese después de recibidas las observaciones de la prefectura). Este fue observado por deficiencias técnicas, y recién en julio del 2002 (3 años y 8 meses después de la primera presentación) AISA remitió la versión corregida, que tampoco habría satisfecho las exigencias solicitadas, por tanto hasta el momento de la auditoria, Achachicala carecía de este documento ambiental (Contraloría General de la República, 2002:45).

La situación de las otras plantas, hasta la elaboración del mencionado informe: 

- Pampahasi: AISA no presentó manifiesto ambiental

- Tilata. Manifiesto fue rechazado en cinco oportunidades. Una de las observaciones es que AISA insiste en realizar los análisis en sus laboratorios, vulnerando el reglamento y la independencia de estos estudios. Al final AISA rechazó las observaciones y pidió que la prefectura sea quien haga el control de calidad de aguas de la planta. Hasta el día del informe No existía licencia ambiental

- El Alto. Hasta agosto del 2001 AISA no presentó manifiesto ambiental, a pesar de evidentes impactos generados por descargas directas al río Kantutani, el cual fue devuelto con varias observaciones. Hasta la fecha del informe de la contraloría no hubo respuesta de AISA, por tanto El Alto funcionaba sin licencia ambiental

- Puchuckollo. AISA no presentó el estudio de impacto ambiental y continuó con la implementación de la planta, es decir AISA inició la implementación del proyecto sin disponer de licencia ambiental. Recién en julio de 1999 envió el manifiesto ambiental, observado y rechazado por varias deficiencias; hubo dos devoluciones adicionales, hasta agosto del 2000, donde la prefectura emitió recién la declaratoria de adecuación ambiental. Pero, la autoridad nacional, la DGICSA observó la declaratoria y solicitó ajustes al manifiesto; esta nueva versión no subsanó los requerimientos de la entidad estatal y volvió a rechazarla. En enero del 2002, fue aprobada otra versión del manifiesto, aunque con la condición de que AISA presente análisis de monitoreo de aguas residuales de los efluentes finales. En junio, AISA así lo hizo, pero obviando parámetros fundamentales como DBO y DQO.

El documento llama la atención el hecho que la prefectura, contradiciendo la normativa ambiental, haya dado varias oportunidades a AISA para ajustar los manifiestos ambientales (el reglamento establece que este solo se presenta en una sola ocasión). No aplicó medidas sancionadoras, como ser en el caso de Puchuckollo (se implementa el proyecto sin licencia ambiental). Asimismo, destaca el hecho que AISA no presente información técnica insuficiente y se tome más del tiempo del necesario en corregir estos manifiestos. Por ello, hasta la fecha del informe de la contraloría, solo una de las cinco plantas tenía licencia ambiental.

Más allá que este comportamiento ambiental poco eficiente por parte de AISA, durante el primer quinquenio, haya mejorado en los últimos años (hecho no verificado), es evidente que en los primeros cinco años de la concesión, AISA no solo vulneró términos del contrato en aspectos ambientales sino también normas ambientales bolivianas, ayudado por las autoridades de turno, que camuflaron la insuficiente información proporcionada por la empresa, dieron plazos no permisibles para modificar sus manifiesto ambientales y permitieron que las plantas funcionen sin licencias ambientales.

La reacción ante el informe

Cuando el informe salió a la luz pública en abril del 2003, se generó un debate en la ciudad de La Paz, tanto que el diario La Prensa informó que “la Contraloría, según informe KL/AP43/M02 encontró altos niveles de pH (acidez), aluminio, calcio, hierro, dureza, sulfatos, nitritos y nitrógeno total, en el agua que distribuye Aguas del Illimani. A pesar de ello AISA aseguró que cumple con parámetros establecidos” (LP, I-03).
AISA encargó un muestreo extraordinario, con presencia de la prensa, SISAB y representantes vecinales, a la salida de cada planta potabilizadora y en la red de distribución de los cuatro sistemas. Los resultados mostraron que “todas las muestras cumplen con los límites exigidos en el contrato de concesión y la Resolución Administrativa SSSB No 14/2000” (Nota de AISA GG/088/2003). Debe hacerse notar que los análisis se efectuaron al mismo tiempo en los laboratorios de AISA y la UMSA, cuyos reportes no siempre coinciden.

Por su parte, el gerente de operaciones de la empresa dijo que los técnicos que dejan la firma son libres de trabajar donde quieran, pero desmintió que uno de ellos haya servido a un auditor contratado mientras aún era funcionario de Aguas del Illimani. Las recomendaciones del 2002 no habrían sido cumplidas, por el ministerio de de Salud y de Servicios y Obras Públicas, además de la Prefectura. La idea era que mejore su desempeño en el seguimiento a AISA, y particularmente a la SISAB. El informe constató que “el Ministerio de Servicios y Obras Públicas no cumplió las recomendaciones relativas a la adecuación de la estructura organizacional para asegurar el ejercicio de tuición sobre la Superintendencia de Saneamiento Básico. El resultado no fue diferente con las recomendaciones aceptadas por el Ministerio de Salud y Deportes referidas a asegurar el logro de los objetivos asociados al control de la calidad del agua destinada al consumo humano y a la inclusión de actividades de control y fiscalización de la calidad de agua en sus programas operativos anuales”. Respecto a la Prefectura, el informe señala que “no apresuró el prolongado trámite de obtención de licencias ambientales en la planta de tratamiento de aguas de Achachicala”, y que tampoco logró que Aguas del Illimani mejore las medidas de mitigación de la contaminación de la planta de Puchukollo (LP 6/VII/04). Si tomamos en cuenta que es la SISAB quien debía realizar el seguimiento a todos estos temas, muestra nuevamente las limitaciones regulatorias. 

Otras denuncias 

- En agosto del 2000, se denunció la contaminación del rio Choqueyapu, utilizadas para el riego de los campos de cultivo en el sector de Río Abajo. Tales efectos se producen principalmente porque las industrias, fábricas y los domicilios echan sus descargas líquidas y residuos sólidos (que no es basura) hacia las cuencas de los principales ríos que confluyen en el Choqueyapu (LR/18/X/00). AISA afirmó que el tratamiento del Choqueyapu debía financiarse con fondos externos o con incremento tarifario, pues AISA no asumiría estos costos. La Alcaldía de La Paz calcula que el 60 por ciento de los desechos tóxicos que contaminan el río proviene de hogares, mientras que las industrias aportan con un 30 por ciento del total. El 10 por ciento restante se origina en otras fuentes menores de contaminación. Debido a que la mayor parte de los contaminantes que van al Choqueyapu es de origen domiciliario, AISA tiene un rol central en el objetivo de sanear el río. AISA presentó ante la Superintendencia de Saneamiento Básico un plan para limpiar el río en los próximos cinco años. En dicho proyecto se establece la necesidad de instalar una planta de tratamiento de residuos tóxicos en la zona del Puente Lipari. Todo el proyecto tendría un costo de $US 51,90 millones. ¿Quién dará el dinero? Sin embargo, Aguas del Illimani informó a La Prensa que no tiene previsto invertir fondos propios para llevar a cabo dicho emprendimiento (LP, 12/I/01). El tema es que el artículo 13 del contrato obliga a la empresa a construir la planta y ejecutar un plan de tratamiento de aguas.

- A principios de septiembre del 2000, la representante de la Cámara de la Propiedad Horizontal, demostró que el agua potable es distribuida con sedimentos por lo que pidió la intervención de la SISAB y los organismos de salud para salud para solucionar este grave problema. Por su parte AISA reconoció  los grados de turbidez en la parte central de la zona de Sopocachi y San Jorge, y sectores aledaños de San Pedro, enfatizando que eran aptos para el consumo humano, sin representar peligro para la salud. La turbidez se estaría presentando por una reacción en las tuberías, que están incrustadas de sedimentos y cuando el PH -la dureza del agua- es más baja se desprenden sedimentos de las tuberías, sobre todo en las primeras horas de la mañana cuando la gente consume el recurso natural y hace que haya una velocidad de mayor flujo que permite que los sedimentos salgan de las tuberías a flote y enturbie el agua. Esos sedimentos son de manganeso, y estarían dentro los límites aprobados y aceptados por los organismos internacionales de la salud, y según las denuncias que se han vertido, que el manganeso podría ocasionar daños al sistema nervioso, dijo que la empresa no tiene datos de este problema y el único dato que tiene es que el incluir manganeso en el agua es anticancerígeno, pero añadió que son datos que hay que investigar (ED 6-7 IX/00). Días después, AISA explicó que  el problema se debió a que la planta de Achachicala -la más antigua que tiene la ciudad de La Paz- tiene más contaminación mineral porque viene el líquido elemento de la represa de Milluni. "En esta época del año el agua que tiene la represa es retenida y se toma del fondo porque no hay más aportes de agua, ni de los nevados ni de la lluvia. Entonces esa agua es la que más elementos minerales tiene porque se encuentra en el fondo y tiene una contaminación que es de hace más de 100 años" (UH 14/IX/00). AISA tuvo que realizar una limpieza del estanque, eliminando sedimentos de manganeso, que provoca el tono amarillento del agua. El mineral proviene de la represa de Milluni, uno de los tres embalses que alimentan a la planta de Achachicala (LP 19/IX/00).

- En agosto del 2002, murieron dos personas y AISA fue acusada La empresa de agua potable dio a conocer los resultados de los análisis practicados en la laguna Estrellani.  La empresa Aguas del Illimani negó que el agua que consume la población esté contaminada, como producto del deceso de dos jóvenes en la laguna Estrellani, ubicada al norte de la ciudad de La Paz (ED 14/08/02).

- Abril del 2003, La FEJUVE La Paz denunció que el agua que circula por las laderas está constantemente “turbia”. El dirigente señaló que en los últimos meses arreció la protesta de los vecinos con relación al aspecto del agua. “Dicen que parece que estuviera sucia” (LP/25/IV/03).

En suma, del informe de la contraloría, se puede concluir que en general AISA proporcionó una deficiente e incompleta información sobre la calidad ambiental del servicio. El ex – gerente de SAMAPA recuerda a la SISAB sobre la “insuficiente la información proporcionada por Aguas del Illimani S.A. para que la Superintendencia de Saneamiento Básico adopte políticas y decisiones”, enfatizando, por tanto la importancia del “cumplimiento de la Cláusula 14.1.3, pues la performance de AISA vulneraría contenidos expresos del Contrato de Concesión en cuanto a la transparencia de la información contable y la obligatoriedad de proporcionarla para propósitos de seguimiento y control (carta Arroyo a la SISAB 5/IV/05). Esta actuación de AISA es atribuible a una performance por debajo de los estándares, con el soporte del gobierno y la autoridad regulatoria, quienes ocultaron o matizaron problemas o flexibilizaron estándares dad para otorgar licencias
. 

Por otro lado, un tema ausente en los análisis de la contraloría son los impactos acumulativos, pues como se sabe a pesar que los indicadores puedan estar por debajo de los estándares permitidos, en el largo plazo pueden acumularse, sea en el cuerpo humano o receptor. 

Finalmente, Incluye AISA los costos ambientales en su análisis financiero? No lo sabemos, por los antecedentes mencionados no lo parece.

8. Pasivos ambientales
Por el contrato de concesión, AISA no se hace cargo de pasivos ambientales existentes a la fecha de inicio (18.1.5.). Quien lo hará? Los impactos ambientales acumulados por la gestión de SAMAPA, a través de las descargas en el río Choqueyapu, no tendrán ningún tratamiento. 

Guillermo Arroyo en su carta a la SISAB enfatiza que “la Cláusula sobre “pasivos ambientales” puede tener interpretación muy extensiva, dada principal pero no únicamente, a que la duración del Contrato de Concesión es de 30 años y a la alta contaminación que se observa como resultado del tratamiento en Achachicala y Pampahasi y su cercanía a vecindarios pobres y también la contaminación existente en Puchucollo donde el concesionario dice haber invertido cerca de 7 millones de dólares (carta a la SISAB 5/IV/05). 

9. Desagües pluviales no incorporados
El 19 de febrero del 2002, producto de una violenta inundación
, hubo un saldo de 77 personas fallecidas, 103 heridos y más de $US 10 millones en pérdidas y daños (Morrison, 2004). En El alto son frecuentes las demandas para que se instale el alcantarillado pluvial, debido a los impactos ambientales que se generan: 

“El agua se estanca y se pudre en las calles: Vecinos de El Alto se quejan por la falta de alcantarillado pluvial . Los vecinos de la ciudad de El Alto piden a las autoridades municipales que instalen alcantarillado pluvial, porque las aguas, especialmente usadas para lavar ropa, se estancan y pudren en las calles. Aguas del Illimani afirma que no tiene responsabilidad contractual sobre esa falencia” (LP 29/IV/03).

El Contrato, si bien señala la atribución de atender los desagües pluviales (2.2.9.), el mantenimiento es solo de la red existente, a la fecha de inicio del servicio. “El Concesionario no tendrá la obligación de expandir, ni mantener la red pluvial la red pluvial que se construya a partir de la fecha de inicio” (13.9). En una ciudad donde cuyas laderas (la mayor parte de ellas zonas pobres), se hallan en alto riesgo de derrumbes durante la época de lluvias por los derrumbes, la inexistencia de una política de manejo pluvial es grave. Para AISA el tema pluvial no genera ganancias, por tanto no constituye una prioridad.

De acuerdo a SAMAPA, la exclusión del alcantarillado pluvial como obligación del concesionario ha ocasionado una contradicción en el contrato y un vacio en las obligaciones para atender la necesidad de su construcción y mantenimiento, el cual resulta oneroso para la Alcaldía y la ciudad (2000:v). Veamos las causas.

SAMAPA había encarado el mantenimiento y construcción del alcantarillado pluvial. Resulta que, a raíz de esta clásula, AISA cobra una tarifa casi un 20% más alta y sin obligación alguna respecto al alcantarillado pluvial (SAMAPA Residual 20000:8), es decir la cláusula solo sirve para los derechos no las obligaciones. El costo acumulado por SAMAPA para la ciudad de La Paz, por la ejecución del alcantarillado pluvial llega a más de 17 millones de $US (SAMAPA Residual, 2000: 15).

El gobierno municipal de La Paz y SAMAPA tuvieron que tomar medidas para subsanar temporalmente las contradicciones y vacíos respecto al Alcantarillado pluvial, contenidos en el contrato de concesión, hecho que concluyó en la firma y ejecución de un “contrato de obra” a raíz del cual se determinó que el costo real de las obras reclamadas por AISA era inferior al 63% del monto exigido por el concesionario. También evidenciaron  la serie de incumplimientos relativos a la adecuada conservación y operación de todos los activos inherentes al sistema, así como los daños al medio ambiente por la causa arriba descrita (2000:VI)
.

En suma, “si el D.L. 07597 de creación de SAMAPA incluía ente sus atribuciones y obligaciones atender el alcantarillado pluvial, y tal disposición forma parte del marco legal de la licitación, dicha obligación debió formar parte del alcance de la concesión”. (SAMAPA Residual, 2000: 18).

Pero, AISA ni siquiera cumplió con la responsabilidad de mantener el sistema pluvial existente. De acuerdo al estudio de Morrison y Asociados (2004) para mejorar el sistema pluvial en el centro de la ciudad de La Paz, mostró que “el mantenimiento y limpieza de colectores, cámaras y sumideros, responsabilidad de Aguas del Illimani, no es adecuado ni tiene la frecuencia necesaria”; la inacción de AISA se evidencia también en el hecho que “existen tramos, cámaras y sumideros demasiado obstruidos…”; el hecho se agrava si tomamos en cuenta que “el sistema de drenaje pluvial del centro de la ciudad (de La Paz) ha superado la vida útil”, infraestructura que debía ser renovada por AISA, como parte de las actividades de mantenimiento. En suma, AISA no solo que salió favorecida con el contrato, al ser eximida de incluir el alcantarillado pluvial, como parte del servicio, sino que ni siquiera el mantenimiento del sistema existente, establecido en el contrato, ha sido realizado adecuadamente, incrementando los riesgos de desastres naturales como el del 2002, particularmente para los sectores más pobres, que viven en las laderas o zonas de riesgo.

10. Hidrantes
El acápite 2.2.3 del contrato señala: “El concesionario será responsable por el mantenimiento, habilitación y el suministro de agua en las tomas de incendio señaladas en los mapas de hidrantes adjuntos en el plazo máximo de un año, de acuerdo a las normas y reglamentos vigentes”. 

El 25/VII/00 el periódico La Razón realizó una inspección a 12 tomas de agua y verificó que dos no tenían agua, tres presentaban una mínima presión y las boquillas de otros dos eran de 56 milímetros, cuando los mapas de Aguas del Illimani indicaban un diámetro de 80. Cinco estaban en buenas condiciones. También se constató que Aguas del Illimani y Bomberos manejan mapas distintos acerca de la ubicación y el número de los hidrantes. En La Paz y El Alto hay 117 hidrantes, según Aguas del Illimani que es la encargada del mantenimiento, habilitación y suministro de agua en las tomas de agua. La encargada del área de comunicación de AISA señaló que hasta fines de octubre de ese año se realizaría el mantenimiento y reposición de las plaquetas informativas. Sin embargo, los hidrantes no podrán ser incrementados en las zonas donde no existen, debido a que el contrato firmado entre Aguas del Illimani y la Superintendencia de Saneamiento Básico no estipula la instalación de nuevas tomas de agua. (LR 27/VIII/02). En suma, AISA vulneró este aspecto del contrato, sobre el cual la SISAB menos la alcaldía se pronunciaron.

11. Mantenimiento y renovación del sistema
El contrato no realiza especificaciones concretas respecto al mantenimiento y renovación del sistema de agua potable y alcantarillado existente. El XIII congreso de FEJUVE El Alto denunció que AISA no estaba cambiando ni renovando la red de alcantarillado (nota de Junta de Vecinos Plan 175 Ciudad Satélite, 2004); ratificando la denuncia, un funcionario de SAMAPA señalaba que varias áreas del sistema, particularmente en La Paz, tienen una antigüedad mayor a los 20 a 25 años, requiendo la sustitución inmediata,  riesgo de generar nuevos problemas de infiltración y derrumbes. AISA se resiste a asumir esta responsabilidad, protegiéndose en el contrato
.

12. Perdidas de agua
El siguiente cuadro compara el índice de agua no contabilizada, es decir, la relación entre el Volumen Facturado de agua potable y el volumen producido de agua potable, en el periodo previo y durante la concesión.

Tabla 17:Índice de agua no contabilizada (1995-2004)
	1995
	1996
	2001
	2002
	2003
	2004

	22,17
	24,49
	32,33%
	32,10%
	30,13%
	33,83%


Fuente: elaboración propia en base a SAMAPA, 1997:35; SISAB, 2005.

La diferencia es contundente: SAMAPA manejaba un índice de agua no contabilizada menor que AISA. Este hecho es relevante si tomamos en cuenta que AISA ha sido considerada un modelo de gestión eficiente del agua potable.

13. Otro aspectos

Derecho a servidumbres
Para cumplir con sus con sus obligaciones, y facilite la prestación del Servicio, el concesionario tiene el derecho de “uso de bienes públicos y servidumbres sobre bienes privados” de acuerdo a lo establecido en la Ley de Aguas, marco regulatorio y otras normas aplicables (numeral 8.). Las expropiación de infraestructura, áreas ha sido un tema conflictivo, como también enseña la revuelta cochabambina.

Solución de controversias

Si bien el contrato reconoce las leyes bolivianas, a la vez se reconoce el derecho de los accionistas y concesionario a recurrir a “mecanismos de resolución de controversias establecidos en tratados internacionales reconocidos por la República de Bolivia” (21.1.2.). Entre estas se hallan organismo como el tribunal de conciliación del Banco Mundial, frecuentemente utilizado en casos de conflictos; pero, si este organismo es socio de AISA, como podrá ser a la vez ser juez?.

Auditoria externa y ODECO

El Auditor Externo, técnico y contable  es contratando por la misma empresa, quien certifica el cumplimiento de metas de expansión (anexo 11; numeral 3). Asimismo ODECO es contratado por AISA, generando el riesgo de ser juez y parte y poniendo en duda la transparencia de la fiscalización y solución de quejas. De hecho, el índice de resolución de quejas se ha reducido, de 98,85 al inicio de la concesión, a 94% el año 2000 (SISAB 2000:21).

Confidencialidad

Si bien, AISA esta obligada a informar a la Superintendencia sobre sus actividades, y esta a su vez podrá publicar la información proporcionada por el concesionario, no se incluye “aquella información que, a solicitud del concesionario, haya sido calificada como confidencial, información privilegiada y secretos comerciales por el concesionario o que constituyan propiedad intelectual del concesionario o de terceros que tenga el carácter de restringida, confidencial o secreta” (14.1.1.). Obviamente en ella se halla el modelo financiero y los criterios para la elaboración de la estructura tarifaria, temas cruciales a la hora de negociar las nuevas metas y tarifas.

A su vez, según el numeral 14.3.1 el concesionario “no podrá proporcionar información confidencial relativa a la Superintendencia, de la cual conozcan, se enteren o tomen conocimiento directo en virtud de su participación en la licitación y celebración de este contrato”, particularmente se refiere a aquella información obtenida en la sala de datos, incluyendo entrevistas con personal autorizado y visitas de inspección a las instalaciones de SAMAPA. 

Contrato por encima de otros acuerdos

Al ser considerado el contrato un documento completo, “no existen otras restricciones, promesas, declaraciones, garantías, estipulaciones u obligaciones diferentes de aquellas expresamente expuestas en el presente Contrato. Este Contrato reemplaza a todos los convenios y acuerdos, ya sean verbales o escritos, entre las partes con respecto al objeto de este contrato” (28.5). Es decir, cualquier acuerdo que logre la Superintendencia con las organizaciones o los municipios, AISA no está obligado a cumplirlo. Otra moraleja de la experiencia de Cochabamba.

CAPITULO VI. EFICIENCIA DEL SERVICIO

Este capítulo analiza algunos aspectos referidos a la eficiencia del servicio, particularmente las inversiones y como estas se tradujeron en ganancias y salarios altos. Asimismo, se muestran el sistema de contrataciones y compras, que incluyó a filiales de Suez, además de otros aspectos de la gestión, donde se dan evidencias sobre, no solo los problemas en la eficiencia del servicio, sino en los beneficios que AISA ha obtenido de la concesión, afectando particularmente a los sectores más pobres.

1. Inversiones y Créditos

De acuerdo a Guillermo Arroyo, gerente de SAMAPA hasta el 2005, los informes, tanto de la Contraloría General de la República, así como de los auditores independientes DELTA Consult, durante el primer quinquenio, observaron la ausencia de:

· Documentación técnica respaldatoria para asignar costos de las obras

· Controles en las diversas etapas de contratación y construcción

· Control de las inversiones por obras

· Control dentro los registros contables para las inversiones

· Las políticas contables y su correcta aplicación, para impedir la confusa apropiación y confusión de costos de operación y mantenimiento con costos de capital (como ser inversiones). Esto quiere decir, definir, por ejemplo si la energía eléctrica es costo de operación o costo de mantenimiento

· Insatisfacción por la oportunidad con la que se realizaron las inversiones

· No aplicación de las tasas contractualmente pactadas para la depreciación

· Divergencias en la apropiación financiera y técnica de las obras financiadas con SAMAPA

· Divergencia sobre los criterios y políticas de adquisiciones

· Divergencias entre la correcta asignación de créditos a las obras

· Reparos sobre la contratación de empresas vinculadas

· Dudas y contradicciones en la implementación misma de los contratos (Auditoria, sistemas contables, fuentes, validez de la información)

· Indefiniciones sobre la calidad, precios, patentes, tecnologías, ahorros, efectividades, eficiencias en las operaciones, ineficiencias escondidas

· Debilidad en la información reportada por AISA. Detalle suficiente para que la SISAB se informe y corrija. Omisiones e imprecisiones, haciendo muy difícil de evaluar (Arroyo, 2004).
Un aspecto fundamental a analizar, producto de estas observaciones, es definir que entiende AISA por “inversión”. Existen evidencias (a ser verificadas en la auditoria regulatoria de la SISAB), que la empresa incluyó los costos de operación y mantenimiento dentro los costos de capital, confusión que como señala el entonces gerente de SAMAPA, Guillermo Arroyo en su nota a la SISAB (5/IV/05), está penada por leyes internacionales del comercio y que eleva falsamente el monto de inversiones de capital”; de esta manera, gastos como la compra de papelería y renovación de luminarias en las oficinas habrían sido consideradas como inversión (Arroyo, enero 2005). Por ello, el cumplimiento de la Cláusula 14.4.1 del contrato de concesión, referida al “registro de inversiones” adoptado y aceptado por la Superintendencia de Saneamiento Básico debería ser concordante con la definición que finalmente se adoptó para el término “inversión” en el Contrato de Concesión durante el primer quinquenio (carta de G. Arroyo a SISAB 5/IV/05).

Por otro lado, la cláusula 19.2.2. señala que los bienes e inmuebles que adquiera o construya, y mejoras en inmuebles de propiedad de SAMAPA, serán de titularidad del concesionario, “con la excepción de los bienes inmuebles adquiridos o construidos con fondos de organismos internacionales dirigidos a SAMAPA, los cuales serán de propiedad del mismo”
. Existen indicios que AISA ha contabilizado como inversión mejoras realizadas en este tipo de inmuebles (adquiridos/construidos con fondos externos recibidos por SAMAPA). El problema es que al pagar el canon de alquiler a SAMAPA, que a su vez amortiza las obligaciones con organismos internacionales de crédito, AISA las habría contabilizado como activos a su favor. a su favor. El total pudiera llegar a 20 millones de dólares en caso de divergencia (carta G. Arroyo a SISAB 28/III/05).

Inversiones y Créditos previos a la Concesión

En marzo de 1988 y abril 1991, el gobierno de Alemania, a través de KFW, donó 23 millones de DM a Bolivia, para el sistema de alcantarillado de El Alto, con SAMAPA como ejecutor. El 97’, como parte del contrato de régimen de bienes, SAMAPA cedió a AISA los derechos y obligaciones concesión, convirtiéndose esta última en entidad ejecutora del proyecto. 

En diciembre 1990, el gobierno boliviano suscribió con la Asociación Internacional de Fomento (AIF-BM), el convenio de crédito No 2187-BO, por $US 6,826,000, a 20 años plazo
, para ejecutar el proyecto “rehabilitación de agua potable y alcantarillado”, subrogado por SAMAPA en agosto de 1991. El FNDR es el agente financiero. En julio de 1997, en el marco del contrato de régimen de bienes, SAMAPA cedió a AISA “los derechos y obligaciones en el convenio subsidiario de préstamo, con excepción de las obligaciones emergentes del repago de la deuda” (la cursiva es nuestra), en consecuencia AISA se constituía en “entidad ejecutora” del proyecto, para terminar la ejecución final (AISA, s/f). Es decir, AISA es exenta de pagar la deuda, la cual es asumida por SAMAPA residual, empresa que no tiene ingresos pero debe asumir obligaciones financieras.

En ambos casos observamos que AISA salió beneficiada, en un caso con una donación alemana, y por otro, un crédito que no tiene que pagar. Y cuales fueron los beneficios específicos? 

· Con la donación de KFW pudo completar la instalación de redes de alcantarillado incluyendo conexiones, a un área aproximadamente de 300 Has en El Alto y la construcción de la planta de tratamiento de aguas servidas en aquella ciudad (Puchucollu Bajo), además de beneficiarse

· El crédito de AIF sirvió para terminar la instalación de la tubería de conexión plata Pampahasi hasta Ovejuno, además de implementar las redes de distribución de agua potable en 125 Has, en el sistema Pampahasi.

Inversiones y Créditos posteriores a la Concesión

Pero, cuanto es el monto de inversión pactado por AISA con el gobierno y la autoridad regulatoria? El contrato de concesión no lo establece. Aparentemente la licitación original estaba basada en metas de expansión según inversión, pero estas fueron modificadas por metas según número de conexiones. Por que el cambio? Tenemos dos hipótesis: por un lado, porque permitía a AISA no visibilizar el origen de las inversiones, de tal manera que los créditos blandos, concesionales (pensados para los pobres) que ya habían sido comprometidos por SAMAPA, previa a la concesión, les permitía cumplir con las metas de conexión. Para que traer nuevos capitales si ya existían esos créditos? Por otro lado, facilitaba que inversiones realizadas por otros actores institucionales, aparezcan como parte de las inversiones de AISA. Dos ejemplos. Una ONG española realizó por su cuenta 2000 conexiones en zonas fuera del área de cobertura, las que luego aparecieron como ejecutadas por AISA, según denuncia de uno de sus funcionarios
. COSUDE esta invirtiendo tres millones de $US en conexiones en El Alto, las que serán administradas por AISA, y existe el riesgo que aparezcan como suyas.

Ahora bien, AISA en estos años ha realizado un manejo mediático del monto de la inversión, modificando cantidades de acuerdo a las coyunturas, fluctuando entre $US 60 a 80 millones.  De acuerdo al BID, en los 30 años deben invertir US $362 millones, y en la primera fase (1997-2001) calculaban aproximadamente US$ 72.0 millones (IDB, 1998:4). Pero, la verdad es diferente.

De acuerdo a la SISAB, el detalle de inversiones entre 1997 y agosto del 2004, es el siguiente:

Tabla 18: Inversiones de AISA en las ciudades de La Paz y El Alto
	Año
	$US

	1997
	 8,121,109

	1998
	15,142,868

	1999
	19,552,919

	2000
	 8,616,975

	2001
	 3,353,120

	2002
	 3,360,000

	2003
	 3,121,000

	2004
	 3,370,000

	TOTAL
	54,786,991


Fuente: carta SISAB a C. Crespo, 2/IX/04

AISA habría invertido casi $US 55 millones solamente, en casi ocho años de concesión. La firma Fitch Ratings (http://www.fitchratings.com/) matiza esta información y en un reporte del 2005 señaló que AISA, en el primer quinquenio invirtió $US 57 millones y a junio del 2005 totaliza $US 64 millones (Fitch Ratings, 2005:1)
.

Pero, cual es el origen de estas inversiones? AISA está invirtiendo y arriesgando su capital, como suelen afirmar? Este dato es difícil de conocer, pero podemos hacer un ejercicio con información indirecta. Si creemos al BID (1998) y al gerente A. Bazure
, de los $US 72 millones que debía invertir AISA en los primeros cinco años, $US 52 millones venían de préstamos: 15 provenientes del BID, 25 de un financiamiento paralelo del BID-IFC y la CAF, y 12 de fuentes no identificadas . Es decir, 72,2% del total; pero, de acuerdo a la información de la SISAB, representaría aproximadamente el 95%. Estos créditos son concesionales, con intereses bajos, canalizados a través del gobierno. Es decir, la inversión de AISA no es directa, sino a través de préstamos del gobierno.

Finalmente, como señala el estudio de SAMAPA Residual, “el concesionario decía que el 2000 hizo inversiones por 44 millones de $US, pero en ella incluye obras que fueron comenzadas y pagadas hasta el 1 de agosto por SAMAPA, por lo menos parcialmente (ejemplo: planta depuradora de aguas servidas de Puchukollo y la tubería Pampahasi-Ovejuyo, que en el momento del inicio de la concesión estaban concluidas y pagadas en un 75 y 60% respectivamente) (SAMAPA Residual 2000:viii). El peligro de no esclarecer el estatus financiero de estas obras completamente nuevas hechas como inversión del concesionario, es que aparecen como inversiones propias. El documento considera que AISA “ha tratado de exagerar el aporte o la inversión privada que en todo caso es menor a la que el concesionario afirma y si es que realmente existiera”. Todo esto es posible porque el Contrato no establece los procedimientos que determinarían la inversión que el concesionario debía realizar” (SAMAPA Residual 20000:3).


La oferta de bonos

Con el propósito de obtener dinero fresco, los accionistas de AISA aprobaron ofertar bonos de la empresa en el mercado boliviano, para “apoyar futuras inversiones con bonos adicionales”; de esta manera la empresa podría adecuar en cierta medida su estrategia futura de financiamiento, actualmente proveniente principalmente de créditos multilaterales, que respaldan la estructura de pasivos de AISA. El monto aprobado: 7 millones de $US en cuatro series, a un interés de 10 y medio año: una primera de US$1mn en bonos con vencimiento a tres años y luego tres de US$2mn con vencimientos a cuatro, cinco y seis años respectivamente. La venta buscaba ayudar a reestructurar los pasivos a corto plazo de la empresa a fin de financiar su plan de inversiones. “Illimani debe invertir casi US$16mn durante el período 2002-2006 para ampliar la red de servicios y ya ha invertido US$5mn durante este período” ( www.BNamericas.com)

La posibilidad de subrogar los créditos

En relación también con la “ejecución continuada” (Cláusula 9.5 del Contrato de Concesión) la inclusión para la transferencia a cualquier otro concesionario de los bonos que fueron puestos en el mercado de valores en la gestión 2004 y que tienen plazos e intereses definidos de vencimiento permitirá saber adicionales obligaciones que pueda tener el nuevo concesionario / operador.

La emisión y adquisición de bonos por terceros tienen en la legislación comercial vigente características muy particulares y estos contratos con terceros pueden correr el riesgo de anularse. Las condiciones en las que eventualmente serían admitidos dichos bonos por el nuevo concesionario resulta imprescindible. (carta Arroyo)
La cláusula 9. 5 del contrato de concesión dice que “en todos los contratos de ejecución continuada que celebre el Concesionario con terceros, el concesionario se obliga incluir una cláusula que permita la transferencia a favor de cualquier otro concesionario que lo reemplace en caso de finalización del presente contrato por cualquier causa”

En el contexto de la terminación del contrato con AISA, es necesario el cumplimiento de la Cláusula 9.5 en lo que se refiere a los contratos de ejecución continuada y particularmente los contratos de préstamo concedidos al concesionario por la CAF, BID, IFC, Citibank los cuales figuran en los Estados Financieros de Aguas del Illimani S.A. y que constan en el dictamen de Aguas del Illimani .S.A. por Auditor Externo para la gestión 2003.

La inclusión en estos contratos de préstamo (con CAF, BID, CFI) de una cláusula específica que permita la transferencia a favor de cualquier otro concesionario que lo reemplace en caso de finalización por cualquier causa resulta ser imprescindible de saber.

Aguas del Illimani S.A. se obligó contractualmente según la Cláusula 9.5 del Contrato de Concesión a este requisito y permitir la subrogación de estos préstamos por terceros (en este caso el nuevo operador, SAMAPA, etc.) y también trata de la ejecución continuada (amortizaciones, pagos de costos financieros, etc.) 

Situación Económica Financiera de AISA 

AL 31-12-04 las deudas de AISA alcanzan a $us. 32.4 millones de las cuales $us. 10.4 quedarían a cargo del Concesionario por relacionarse con tributarias, laborales y por previsiones para contingencias de posibles juicios, con lo cual la deuda quedaría en $us. 22 millones. 

El patrimonio neto de la empresa es de $us.21,6 millones, con lo que el total a diciembre del 2004 era $US 54 millones.
El detalle de las deudas es el siguiente:

Tabla 19: Detalle de Deudas AISA al 31 de diciembre 2004 (en millones $US)
	Deuda
	Monto
	

	DEUDAS DE CORTO PLAZO
	
	3,5

	Deudas sociales
	0,6 
	

	Deudas comerciales
	2,9 
	

	DEUDAS DE LARGO PLAZO
	
	28,9

	Préstamos Financieros
	
	

	Crédito IFC/BID/CAF
	
	

	IFC
	4,7 
	

	BID
	4,7 
	

	CAF
	3,2 
	

	Subtotal
	12,6
	

	BONOS AISA                                      
	5,0
	

	Deuda SAMAPA                                 
	1, 6
	

	Deudas Fiscales                                
	1,8
	

	Previsión Indemnizaciones             
	2,8 
	

	Otros Pasivos                                  
	
	

	Contingencias Legales                     
	1,1 
	

	Contingencias Varias                        
	2,0
	

	Previsión p/cierre operaciones          
	1,2
	

	Fondos en Custodia                           
	0,7
	

	Subtotal
	5,0
	

	TOTAL DEUDA
	
	32,4


Fuente: SISAB, 2005

De los $US 32.4 millones de deuda, las de corto plazo (menor a un año) llegan a $us.3,5 millones, mientras que las de largo plazo (mayor a un año) $us.28,9 millones.

2. Ganancias
El gerente de AISA, ya en 1998 afirmaba que "invertir en El Alto es para el fósforo, ya que es una ciudad totalmente pobre y no reúne las condiciones para fortalecer económicamente a una empresa. Pero, el compromiso contractual que tienen para atender La Paz, El Alto y sus alrededores, los alienta" (H 9/III/98). No solo el “compromiso” es lo que ha motivado a AISA, sino las ganancias. En promedio, las utilidades netas de AISA, durante en el periodo 1997-2004, luego de pagar los impuestos de ley, ascendieron a Bs 8,846,990,125.

Tabla 20: AISA Utilidades Netas (1997-2004)
	1997
	1998
	1999
	2000
	2001
	2002
	2003
	2004

	538,611
	10,393,720
	16,547,362
	5,271,490
	(5,329,799)
	10,922,353
	20,368,354
	12,063,830


Fuente: Estados Financieros Auditados AISA 1997-2003; AISA, 2005

Cuadro 4: AISA Utilidades Netas (1997-2004)
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Llama la atención que las caídas en las utilidades sea en periodos donde está terminando el quinquenio, por tanto, de acuerdo al contrato de concesión, se deben negociar modificaciones a las metas, o en periodos de crisis. Como muestra el cuadro 4, la tendencia de caída el 2000 termina en pérdidas el 2001, año en que terminaba el quinquenio. Al año siguiente (2002), la empresa tiene un incremento de las ganancias en casi el 100% en relación al 2000. Asimismo, el 2004 se observa una súbita caída, luego de anunciarse, en enero del 2005, la terminación del contrato
.

El informe de estados financieros del 2001 informaba de un acuerdo entre la SISAB y AISA, por el cual se reconocía el derecho residual  de esta empresa a un incremento (“cambio real”) en los ingresos de la concesión a partir del 2003 (AISA, s/f), pero se estableció “buscar mecanismos extra-tarifarios” para ello, entre ellos la reprogramación del Canon de Arrendamiento,, orientado a mitigar el impacto del derecho tarifario residual reconocido. En diciembre del 2002 se acordó implementarlo en etapas escalonadas; de esta manera, en febrero del 2003, por DS 26944 se determinó la posibilidad de reprogramar los créditos del FNDR; el pago del canon de arrendamiento a SAMAPA se encontraba alcanzado por el decreto, pues parte del crédito cubre este canon. SAMAPA, beneficiaria del crédito solicitó su reprogramación. Tomando en cuenta que las acreencias de SAMAPA son honradas por AISA, en virtud del contrato de régimen de bienes a través del pago del canon de arrendamiento, la reprogramación de dicha deuda con el FNDR debía modificar la estructura de pagos pactada en el contrato, a través de un nuevo contrato para el crédito BM AIF 2187. Tal modificación, como señala el informe de estados financieros del 2003, afectaba directamente en los costos de AISA, con lo que obtendría una reducción de 1,90% en el derecho del 5% al incremento de sus ingresos.

Por ello, en junio del 2003 AISA y la SISAB suscribieron un “Acta de instrumentación de la Revisión quinquenal 2002-2006”, que ente otras medidas incluía

· la reducción de 15000 a 8000 conexiones fuera del área servida, durante el segundo quinquenio de la concesión

· la reducción de la tasa de regulación, de 3 a 2%

· se reconocía que había pendiente un 3% de derecho contractual residual

Finalmente en marzo del 2004 se suscribe un “Acta de cierre de la revisión quinquenal 2002-2006”, para hacer cumplir el acuerdo de junio/2003, que incluye una nueva reducción de las conexiones fuera del área servida, de 8000 a 0, durante el segundo quinquenio, con lo cual se cubría la ganancia acordada, mediante una solución no tarifaria (AISA, s/f).

3. Salarios
Un tema crítico son los salarios altos de los ejecutivos de AISA (Arroyo, entrevista). Mientras el salario de los directivos pasó de 12.000 a 65.000 Bs mensuales, los obreros ganan unos 1.800 Bs. promedio (cambio 7Bs = 1 $US) (Poupeau 2002)

4. Contrataciones y compras de sus filiales
Existen evidencias que las obras desarrolladas por AISA con material de segunda y malos diseños, pagando sobreprecios a sus filiales. El contrato de concesión prohíbe expresamente “otorgar ventajas ni preferencias de ningún tipo en la contratación de obras, bienes y servicios necesarios para la operación, modernización y expansión del servicio. Esta obligación es especialmente aplicable cuado se trate de entidades o personas vinculadas en alguna forma con el concesionario” (cláusula 9.2 y 16.1.2.). Para ello, se señala que las contrataciones deben ser efectuadas en términos competitivos de mercado (cláusula 9.1), de tal manera que contratos mayores a $US 1 millón deben efectuarse por licitación pública (cláusula 9.1.1.), o contratos con empresas vinculadas al concesionario no deben sobrepasar los $US 300000, más allá del cual debe realizarse también licitación pública.

A pesar de constituir un tema de transparencia clave en la gestión de AISA, es muy difícil probar su aplicación, desafío que seguramente la auditoria regulatoria visibilizará.  De todas maneras existen evidencias que AISA ha vulnerado estas claúsulas, como sostiene el ex-gerente de SAMAPA residual, Guillermo Arroyo; en notas a la SISAB, durante la crisis de principios del 2005, da a entender que para el caso de contrataciones del orden de $US 1 millón, que debieron hacerse mediante licitación pública, se habría fraccionado el monto entre varios contratistas, algunas de ellas filiales, elevando los costos directos, por tanto los precios finales de mercado (carta Arroyo a la SISAB; SISAB (5/IV/05; entrevista a Arroyo, enero 2005). Por ello, recomienda estudiar “la existencia o no de alguna afiliada o subsidiaria de Aguas del Illimani S.A. en algún momento dentro los siete años (de concesión).” (Carta de Arroyo a SISAB 28/III/05).

Asimismo, destaca la importancia de analizar “las contrataciones o no con empresas vinculadas con Aguas del Illimani S.A. por contratos de obra o previsión por ventas iguales o superiores a los $us. 300.000.- durante estos siete años…que se acogiera a las excepciones planteadas en la Cláusula 16.1.2 (Arroyo a SISAB 28/III/05). Se refiere a que las empresas vinculadas no deben tener trato favorable, excepto si hay razones técnicas o tengan autorización previa de la superintendencia, lo cual es grave dado el rol favorable a AISA que asumió el ente regulatorio, como veremos luego
.  

El hecho también es importante porque estos contras con filiales podrían haber generado una dependencia ulterior “en materiales y suministros o hacia procesos patentados por firmas proveedoras de bienes o servicios que pudieran ocasionar relaciones de dependencia con el futuro concesionario o SAMAPA y a la vez principal pero no únicamente, incrementos artificiales e innecesarios de costos de operación futuros (Cláusula 9.2, etc.) que afectarían también en algún porcentaje a las tarifas (por conexión, mantenimiento, percances, etc.)” (cursiva en el original) (carta Arroyo a la SISAB 5/IV/05).

5. Apropiación de información de samapa
AISA, aprovechando de su condición de empresa monopólica, bajo protección de la autoridad regulatoria, utilizó para sus propios fines información producida o encargada por SAMAPA, no contemplados en el alcance de los contratos. Como denuncia, un dossier de SAMAPA, por ejemplo, AISA utilizó sin autorización alguna, y sin pagar por la propiedad intelectual, una parte del estudio “diseño Final Sistemas de Agua Potable La Paz”, empleado en la construcción de la presa Condoriri y la aducción Condoriri-Tuni y otras obras menores. Este proyecto costó a SAMAPA más de un millón de $US, antes de la concesión, y su uso requería un tratamiento contractual específico. SAMAPA presionó para que AISA reconozca el proyecto como “valor de consultoría” como compensación por el empleo del estudio (SAMAPA, 2000:25)
.

6. Mapeo anual
La actualización de los planos de las redes “anualmente” y su entrega tanto a la Superintendencia de Saneamiento Básico como a las Alcaldías refleja expansiones, modificaciones o cambios que resultarán en el futuro mediato un instrumento imprescindible en la planificación de metas y/o para el desarrollo urbanístico y sería útil saber si la Superintendencia de Saneamiento Básico tiene un registro de estas entregas por parte del nuevo operador a las Alcaldías y a la propia Superintendencia de Saneamiento Básico (Carta Arroyo 28/III/05)
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Box 1


¿Que es el IFC?





El International Finance Corporation (IFC) es un organismo miembro del World Bank Group, creado en 1956, que promueve la inversión sustentable del sector privado en países en desarrollo como mecanismo para reducir la pobreza y mejorar la vida de la gente (� HYPERLINK "http://wbln0018.worldbank.org/ifcext/lacweb.nsf" ��http://wbln0018.worldbank.org/ifcext/lacweb.nsf�). Constituye la fuente multilateral de préstamo y financiamiento más grande para el sector privado en el mundo en desarrollo.


Pero, el IFC está abierto a la participación en inversiones cuando estas puedan realizar una contribución especial que complemente el rol de los operadores de mercado, estimulando y movilizando la inversión privada en los países en desarrollo, para que tales inversiones puedan ser rentables.





Box No 8


 Súperintendecia: no hay riesgo


La Superintendencia de Saneamiento Básico aseguró que las “anomalías” detectadas en la calidad del agua no pusieron en riesgo la salud ni la vida de los pobladores de la ciudad de La Paz. �En un comunicado oficial, señaló que analiza y evalúa de forma independiente las informaciones que recibe de la concesionaria Aguas del Illimani y que, incluso, realiza auditorías especiales en casos específicos. Aunque no desmintió de forma puntual la denuncia de la Contraloría, de que un funcionario de las auditoras que evalúan la información de la concesionaria trabajaba a su vez en esa empresa, la “Súper” aseguró que Aguas del Illimani “contrató los servicios de una consultora cuya figura legal no tiene incompatibilidad con las normas” (LP/15/IX/03).�





Box No 7


 En enero del 2001, PRODENA denunció la contaminación del Choqueyapu con aguas de tratamiento de Achachicala.


Los desechos contienen minerales altamente contaminantes. La Alcaldía ratificó la denuncia y pidió a la empresa que adopte medidas al respecto. Patricia Venegas, de PRODENA, reveló que la empresa Aguas del Illimani vierte desechos tóxicos provenientes de la limpieza de la Planta Potabilizadora de Achachicala al río Choqueyapu. Venegas explicó que, una vez por mes, la concesionaria del agua realiza un complejo proceso de limpieza de dicha la planta potabilizadora. De esa limpieza surge un espeso lodo negro que se retira del suelo de la planta como resto del proceso de potabilización. Según la especialista en medio ambiente, ese lodo contiene importantes cantidades de hierro y manganeso, dos minerales altamente contaminantes. "La empresa tira esos lodos contaminantes directamente al río", afirmó Venegas. La denuncia fue confirmada por el titular de la Dirección de Calidad Ambiental, Waldo Vargas, quien manifestó su preocupación por esta práctica contaminante que estaría realizando la empresa. La Directora de Comunicación de Aguas del Illimani, Patricia Wieler informó que en la Planta de Achachicala se realiza un tratamiento de potabilización del agua que "tiene como consecuencia la concentración de hierro y manganeso". Según Wieler estos metales están "naturalmente presentes en el agua cruda" como consecuencia de la explotación minera de la zona de Milluni que abastece la planta de Achachicala. En este marco, Aguas del Illimani interpreta que el contrato de concesión firmado el 1 de agosto de 1997 "no la hace responsable de los pasivos ambientales preexistentes a la fecha del inicio de la concesión". Aún así, Aguas del Illimani se mostró dispuesta a examinar con las autoridades competentes y la Superintendencia de Saneamiento Básico las alternativas técnicas disponibles para tratar esos desechos tóxicos. Pero advierte que también se deberán analizar "las modalidades de compensación económica que correspondan por el saneamiento de estos pasivos". (LP 16/I/01)





Box No 9


Cuanto ha invertido AISA?


En enero de 1998, un titular del periódico La Razón señala que AISA invierte $US 100 millones en La Paz, cuando la noticia solo menciona de una inversión entre $US 100 mil a $US 600 mil, en el Bombeo Pisagua, y otra inversión en el bombeo Pacajes, con una inversión de $US 300 mil. (LR 29/I/98). En marzo del mismo año, el periódico Ultima Hora afirma que en los próximos cinco años, AISA invertirá $US 60 millones en El Alto, con una inversión anual de 10 a 12 millones (H 9/III/98).





En agosto, en una entrevista al gerente de AISA, Alain Carbonell informa que AISA invertirá $US 80 millones en los próximos 5 años, para el suministro de agua y alcantarillado, y al finalizar los 30 años, habrá invertido $US 360 millones (ED 6/VIII/98). Seis meses después, el IFC, a través de Bernanrd Pasquier, al anunciar que invertirá $US 16 millones para el proyecto de abastecimiento de agua en La Paz y El Alto informa que “el proyecto permitira a AISA poner en práctica su primer plan quinquenal de inversiones, cuyo monto se estima en $US 68 millones (LP 11/III/99). Pero, en diciembre de ese año, se informa que el Plan de Inversión de AISA hasta ese momento suma $US 38 millones y una proyección de 70 millones a ser invertidas el año 2001 (UH/ 3/XII/99).





El 2001, un representante vecinal denuncia que AISA debía invertir $US 80 millones en cinco años, inversión que cubría la instaslación de redes de alcantarillado para los vecinos de la ciudad de El Alto, pero eso no se cumplió” . (P 13-V-01) En su respuesta una semana después, AISA, a través de su gerente de comunicación, Patricia Wieler explicó que aún no puede atender nuevas solicitudes vecinales porque ya se cumplieron las metas quinquenales de conexión, y ahora tendrán que esperar un nuevo plan, señalando que hasta marzo de ese año, la empresa pretendía invertir 80 millones de dólares, de un total de 362 millones de dólares programado para los próximos 30 años, plazo del contrato de concesión acordado con el Estado boliviano (P/24/V/01).





Box Nº 6


Puchuckollo ha estado en el ojo de los ambientalistas, por las quejas de los comunarios de la zona porque “la planta de tratamiento de aguas servidas de Puchukollo enferma a sus animales y daña a las personas” AISA, el 2001, se comprometió a instalar un pozo con agua potable y pasarelas sobre el Río Seco, pero no cumplió. Estudios de la UMSA Instituto Nacional de Salud Ocupacional (INSO) mostraron la existencia de plomo (que es un cancerígeno), mercurio y arsénico (que son ácidos), así como sulfuro de hidrógeno (que puede provocar problemas digestivos y de circulación) en las piscinas de tratamiento. el ex responsable del relleno sanitario de Mallasa, Moisés Zapata, denunció que "los líquidos lixiviados (algo así como el jugo de la basura) son despachados, habitualmente, a la planta de tratamiento de Puchukollo". Además, añadió, "existen dos cisternas de Aguas del Illimani que realizan el trabajo de trasladar los líquidos residuales de las industrias a esa planta", lo que va en contra de la ley ambiental (N/N, 2002).





Box Nº 5 


Riesgos para la salud


�La auditoría señala, uno a uno, los efectos que los metales pueden ocasionar si su presencia rebasa las cotas permisibles.


�En el caso del aluminio —del que se halló valores altos en la red de distribución que se nutre de las plantas de tratamiento de Achachicala, El Alto y Pampahasi— “la exposición crónica causa debilidad, enfermedades óseas y anorexia”.��“El consumo de cantidades mayores a lo requerido por el organismo diariamente (0,7-0,2 gr) de calcio puede conducir a la formación de cálculos renales y biliares”. El calcio excede los límites permisibles en el área de la planta de Achachicala.��También en esa planta se excede el hierro. “En personas susceptibles a la hematocromatosis, puede acumularse excesivo hierro en el cuerpo, dando por resultado disfunciones de hígado, páncreas y corazón”.


�En los tendidos de agua procedente de plantas de El Alto y Pampahasi se halló plomo en exceso. “Los posibles efectos por exposición que supere el nivel máximo son el retardo en desarrollo físico y mental en bebés y niños. Al ser altamente tóxico, el plomo se considera un probable cancerígeno cuando se alcanzan elevados niveles en la concentración sanguínea”.


�Los nitritos y los sulfatos exceden los límites de la red de Achachicala. Los primeros, “en reacción con la hemoglobina de la sangre, puede produdicr metahemoglobinemia, que afecta el sistema respiratorio”. Los segundos, cuando se encuentran “en cantidades excesivas en los abastecimientos de agua, tienen posibles efectos catárticos en los humanos. En concentraciones de 500-700 mg/l, tienen un temporal efecto laxante”.


�En el área de la planta de El Alto, los nitratos pasan los límites permisibles. “En altos niveles en agua potable puede causar problemas digestivos. Al igual que los nitritos, ocasiona dificultad respiratoria y el síndrome de bebé sianótico”. 





Box Nº 4


Tampoco —aseguró— tiene observaciones a la labor de la consultora CAEM, contratada por Aguas del Illimani para certificar los datos que reporta la concesionaria.��Cuéllar informó que el año pasado puso en vigencia un manual técnico que establece los parámetros generales para la contratación de las consultoras y para delimitar su trabajo. CAEM fue contratada antes de la vigencia de ese manual.(LP 16/IV/03).Frente al informe de la contraloría, la SISAB al principio invalidó el estudio calificándolo de “aislado” y garantizó la calidad del agua de la ciudad, aunque reconoció que los reportes eran elaborados por AISA.





Box Nº 3


Guillermo Arroyo, en una de sus cartas a la SISAB, pone en duda la calidad ambiental del servicio de AISA: “Las condiciones de tratamiento y disposición final de aguas servidas acordadas entre la Superintendencia de Saneamiento Básico y Aguas del Illimani S.A. después del primer quinquenio, dado que “Aguas del Illimani se obligó a realizar un estudio… para La Paz y El Alto… y luego implementarlo, instalarlo y ejecutarlo (Cláusula 13.8 del Contrato de Concesión) permitirán saber la actual situación de contaminación también origen del entredicho con El Alto y eventualmente Viacha.





Si la Superintendencia de Saneamiento Básico aprobó este estudio y si se tomó alguna medida subsecuente, que pueda ocasionar al nuevo concesionario asumir obligaciones. Particularmente interesa saber la situación y los estudios realizados en El Alto (Puchucollo, etc.) y en La Paz (el Río Choqueyapu).





La Superintendencia de Saneamiento Básico conoce a plenitud las obligaciones contenidas en los acápites 18.1 y 18.1.5, referidas al cumplimiento de los estándares internacionales y a las pruebas de preservación del medio ambiente después de siete años de la ejecución del contrato considerando que la preservación del medio ambiente estaba incluida dentro las obligaciones del concesionario en el primer quinquenio Arroyo, 5/IV/05).





Box Nº 2


Los cortes de AISA en bienes y edificios públicos





Un reporte de la prensa local señalaba el año 2000: “Al edificio del ex Banco del Estado, hace dos años que se le ha cortado el suministro de agua potable por falta de pago, colocando en continuos aprietos al personal de sus 10 pisos, por la falta de funcionamiento de sus servicios higiénicos.


Por otro lado, a 200 escuelas y colegios de La Paz se les suprimió el líquido elemento, por la insolvencia de la Alcaldía, a escasos días del inicio de clases.





Estos problemas se suscitan porque el Gobierno Municipal, aprobó sin mayor análisis la actual estructura tarifaria de Aguas del Illimani en 1997, ocasionando un reajuste del 50% en relación con la anterior. La actual característica de dicha facturación es que asciende de una categoría a otra solo por la cantidad de metros cúbicos utilizados.


Esto se traduce, en que al consumo de escuelas, hospitales, riego en los parques, se les aplique la categoría más cara o industrial, pese a su carácter de bien publico y no lucrativo. Debido a ello las escasas ''áreas verdes" de La Paz son ahora paramos. Lo racional era prever una categoría especial para dichos requerimientos (ED, 18/I/00).














� Años antes, el entonces alcalde paceño German Monroy, al inaugurar un sistema de agua potable afirmaba "estamos inaugurando un modelo sistema de agua potable para los pobres, para las villas, para nuestros queridos paceños, por ellos destacamos el trabajo de "Aguas del Illimani" (UH 18/I/98).


� En el periodo 98/99 AISA tuvo un incremento de 59.03%, constituyendo la segunda con mayor crecimiento en utilidades el país, luego de INTI, y es la 10ª entre las empresas con mayor crecimiento en ventas, con un 8,27%.


� Sobre el enfoque “pro poor” en el sector, ver Crespo, Carlos (2002) “Manejo Jerárquico de las diferencias y Biopolítica en el Enfoque “Pro-Poor” del Agua y Saneamiento”, en Tania Ricaldi (ed.) La Construcción de la Ecología Humana, La Paz: Plural Editores/CESU/UNESCO/ LIDEMA/ Fundación Konrad Adenauer.


� Artículo 10 a 15 de la ley 2066, sobre el marco institucional.


� Ver en anexos detalle sobre estos roles, funciones y atribuciones según la legislación vigente.


� Se reconocen como EPSAs a entidades no estatales con excepción de las empresas municipales (Inc. k Art 8 de  la ley 2066). En el caso de estas últimas  la misma ley establece que debe buscarse la autonomía respecto del gobierno municipal en la prestación del servicio (art 17. de la ley 2066)


� Art. 5 de la ley 2066 de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario. Ver también Plan Estratégico Institucional del VSB VSB sobre la Misión del Viceministerio: “Formular políticas y normas, controlar su aplicación y generar credibilidad en su accionar, en la prestación de servicios de agua potable, disposición de excretas, alcantarillado sanitario, drenaje pluvial y gestión integral de residuos sólidos, contribuyendo a mejorar la calidad de vida de la población boliviana con criterios de calidad, cantidad, sostenibilidad, ética y transparencia” (2004: 2)


� En la Cumbre del Milenio de las Naciones Unidas del 2000, nuestro país junto con otros 188 países se comprometieron a cumplir ciertos objetivos de desarrollo, con el fin de “mejorar el desarrollo económico y social de los países menos desarrollados” y estableciendo “medidas concretas para juzgar el desempeño a través de un conjunto de compromisos, metas e indicadores sobre desarrollo, gobernabilidad, paz, seguridad y derechos humanos”. Las metas del milenio referidas al acceso al agua potable y alcantarillado sanitario son:


- Reducir a la mitad para el 2015, el porcentaje de personas sin acceso sostenible al agua potable


- Haber mejorado considerablemente para el 2020, la vida de por lo menos 100 millones de habitantes de tugurios. (VSB 2002) 


� Cabe resaltar la Opinión Técnicamente Fundamentada como atribución de los municipios para poder participar en la labor reguladora con un rol mas activo, este rol se limita sin embargo a pliegos de licitación, firma de contratos por excepción y aprobación de precios y tarifas (Art. 57 de la ley 2066).


� Se determinaron como componentes de pobreza: una falta de cobertura de los servicios, mala calidad y continuidad del servicio, tarifas y precios inaccesibles para la población con bajos recursos y alta contaminación por aguas servidas. Estas variables se determinaron en base a los principales elementos analizados en la Observación General 15 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales  y Culturales


� Rezago inversor son las “Inversiones no realizadas oportunamente para la producción de agua, distribución de agua potable, recolección y tratamiento de aguas residuales, expansión de cobertura de ambos servicios, mantenimiento y/o reposición de activos sistemas de agua y alcantarillado sanitario e impacto ambiental generado, para la prestación optima de los servicios de agua potable y alcantarillado sanitario en un área carente de ellos o con servicios deficientes” (VSB 2005:8)


� Si bien de forma inicial se pretendía promover la participación de privados (Art. 19,  de la 2066)  solamente en las grandes ciudades en las que este retorno de inversiones (Art. 53 de la 2066) fuera posible, se pretendía promover mancomunidades de municipios (Art. 12 de la 2066 y Plan Bolivia) en las zonas dispersas y rurales para poder hacer factible este retorno de inversiones a través de la tarifa.


� De hecho, el saldo de la migración es fuertemente positivo: 48225 habitantes se quedaron en la ciudad en el periodo 1996-2001. la mayoriía de las personas que migran vienen o van de los municipios vecinos, en genral del mismo departamento, particularmente del sur del departamento (Garfia & Mazurek, 2005: 39).


� Para un análisis de las políticas hídricas en Bolivia, en el contexto del Ajuste Estructural, ver Crespo, Carlos (2003).


� El entonces presidente Gonzalo Sanchez de Lozada habría prometido a Jacques Chirac, de visita por el país, que Suez ganaría la concesión.


� De hecho, cuando la alcaldesa Andrade demandó rescindir el contrato, en la crisis por las tarifas de parques y escuelas, el entonces gerente de AISA, A. Carbonel, dijo: “La alcaldía no puede rescindir el contrato, pues no fue el gobierno municipal el que lo suscribió. Solo el estado boliviano tiene la potestad de hacerlo” (LP 1/II/00).


� Aunque Claudia Vargas replicó señalando que desde el 97’ existía un convenio de mancomunidad entre los municipios de La Paz y El Alto, en aquel marco se habría emitido la OM. (Fuente: Bustinza, Murillo & Gutierres, 2004)


� En abril de 1998, el directorio modificó su composición, excluyendo al represente de la SIB (Resolución de directorio No 002/98), pero en agosto de 1999, se reestableció su participación (Resolución de directorio No 002/99), quedando la composición de la siguiente manera:


Presidente:�
Alcalde La Paz (dirime)�
�
�
Alcalde El Alto (vota)�
�
�
Representante técnico HAM La Paz (vota)�
�
�
Representante del Ministerio de Vivienda y Servicios Básicos (vota)�
�
�
Representante Prefectura La Paz (vota)�
�
�
Representante SIB (vota)�
�
�
Gerente General SAMAPA (sin voto)�
�



� Aunque en una entrevista el gerente de AISA, reconociendo esta participación, señalaba que en realidad se trata de un consorcio de bancos multilaterales a través del BM, la CAF y el BID. Entre los tres tienen un siete por ciento de capital de Aguas del Illimani” (LR, 12/VIII/01).





� Como decía el ministro de Comercio Exterior, Carlos Saavedra, en los momentos del conflicto de Cochabamba: “Las medidas de presión sólo buscan hacer escapar inversionistas, más aun cuando son de consorcios que tienen la voluntad de trabajo e inversión en la región. Con este tipo de acciones se pone en duda la imagen del gobierno y su legitimidad para hacer cumplir disposiciones legales" (periódico Opinión 11/I/00 10A). 


� La empresa es Moreno Muñóz, y la demanda se basó en un “acuerdo” que habría suscrito AISA con un anterior gerente de SAMAPA (SAMAPA 2000:28), tema que nos lleva a un problema de corrupción, sobre el cual se requiere mayor información.


� El documento de SAMAPA señala que este hecho vulneraba el art 63, inc III de la ley 1770, por utilizar la misma causal en el recurso de anulación.


� SAMAPA Residual es lo que queda de la antigua SAMAPA, y es la encargada de administrar los bienes, hoy concesionados a AISA. 


� Estas resoluciones Administrativas nunca se publicaron (FEJUVE El Alto, 2005). las Resoluciones recen fueron conocidas en septiembre del 2005, por parte de la dirigencia y asesores de FEJUVE El Alto. 


� Comunicado emitido por Aguas del Illimani: Aguas del Illimani le informa, noviembre de 2004.


� Esta cifra se ratifica en otro comunicado de la SISAB, tres meses después, donde se habla de 126.814 conexiones en la ciudad alteña, beneficiando a 630.449 habitantes. (Comunicado SISAB 24/II/05), es decir 55,076 nuevas conexiones.


� Revisión Quinquenal 2002-2006: Acta de Aclaración de 18 de diciembre de 2001 y  Resolución Administrativa de la Superintendencia de Saneamiento Básico 80/2001


� El contrato en su cláusula 26, indica que el incumplimiento en el 25% o más de las metas de expansión es causal de revocatoria de la concesión por caducidad. 


� Ver también IDB, 1998:4.


� La definición de este término en el contrato, cláusula primera, dice: “Es el área geográfica establecida en el Anexo 3, donde el Concesionario Prestará el Servicio.”. En el mencionado anexo se define como  “Los Municipios de La Paz y El Alto determinados en la fecha de inicio, cuya división esta definida en la Ley No. 1551 (Participación popular) de fecha 20 de abril de 1994”.


� De forma regular se identifican 3 tipos de conexión: Aislada, de densificación y de expansión. La primera consiste simplemente en la conexión de la acometida cuando ya existe una red en la puerta del domicilio, la segunda implica el tendido de una red secundaria y el tercero el tendido de una red matriz. La conexión de expansión significa por tanto la expansión del área servida mientras que los dos primeros no.


� La memoria de SAMAPA de 1992-19966 señala 90.36% de cobertura para La Paz y 84.55% en El Alto (SAMAPA, 1997).


� En realidad fue el desliz del superintendente durante una negociación entre la SISAB y la FEJUVE El Alto.


� El Alto, tiene una de las  tasas de crecimiento anual más altas de Latinoamérica: 5.1%, es decir aprox. 30.000 habitantes nuevos cada año.


� Este acápite esta basado en el estudio realizado por Victor Calizaya (2002), en el marco de un proyecto financiado por DFID (Laurie & Crespo, 2001).


� Entrevista a Roberto Bianchi; Gerente de Planificación AISA, diciembre 2001.


� Existían divergencias respecto a un porcentaje que la empresa introduce como parte de sus costos de producción, provenientes de gastos de consultoria, normalmente consultores franceses o de filiales de Suez, con salarios por encima del promedio nacional.


� En una entrevista con los representantes vecinales de El Alto (Enero 2002), estos se sorprendieron de las resoluciones y expresaron su absoluto desconocimiento.


� Asumiendo un cambio de $US 1 = 6.97 Bs.


�  “I consider personally that the connection rates are very high and very unfair because if somebody in the richest part of La Paz builds, let’s say, a hotel or a high class villa, they will pay the same amount for the connection,’ he says. ‘But this again is the national policy that has been set up by the government… Now what we have said, since early December, is that we would be ready to review totally the tariff structure and find a much fairer tariff with some specific subsidies for the poor.’ � HYPERLINK "http://www.iwahq.org.uk" ��http://www.iwahq.org.uk�


� Severino Mamani, presidente FEJUVE El Alto; Enero 2002.


� Asimismo, en enero del 2000, Aguas del Illimani suspendió la entrega de agua al Matadero Muncipal, por estar pendiente una deuda por 761.336 Bs., no cancelados por el centro de derribe, desde julio del 99 (P, 20/I/00).


� En Febrero del 2000 llegaba a 750 mil $US (casi 5 millones de Bs) (LP 1/II/00)


� Por su parte Poupeau el año 2002 consideraba que “en otros países, ciertas empresas privatizadas recibieron condenas por no respetar normas mínimas de higiene. Por el momento, Aguas del Illimani sólo fue condenada por haber cortado durante varias semanas el suministro en dependencias municipales, entre las cuales están todas las escuelas de la ciudad” (Poupeau 2002).


� En el periodo analizado por la Contraloría, los auditores externos eran las empresas “Arquitectura e Ingeniería” (suscrito el 24/10/97) y CAEM Consultores (suscrito el 31/10/00) (Contraloría General de la república, 2002:10).


� Más aún, en el periodo 1997-1998, los informes del auditor externo hacen referencia a límites de calidad del agua potable distintos a los establecidos contractualmente para diversos parámetros (usan límites de la OMS/OPS), por tanto el reporte de los porcentajes no se ajusta a lo previsto en el contrato pues se realizan comparaciones inadecuadas 


� Además que en algunos casos, se mide el Ph de saturación o calculado, y no el pH real (Contraloría General de la República, 2002:17).


� Para separar esos metales del agua cruda hace falta elevar el pH del agua, añadiendo cal, hasta límites superiores a los señalados por el contrato de concesión.


� Por la importancia del tema ambiental, Guillermo Arroyo en su carta a la SISAB señaló que “particular interés reviste… el cumplimiento por Aguas del Illimani de las normas y reglamentos vigentes desde Abril de 1996 en cuanto se refiere a la Ley 1333 de Medio Ambiente y a los manifiestos ambientales y la entrega de instalaciones o problemas ambientales (i.e. redes o sistemas) al nuevo concesionario o SAMAPA e importaría potencial responsabilidad administrativa o civil respecto a terceros (i.e. los usuarios) por los daños que a causa de éstos pudieran originarse en la contaminación y quizás costos” 5/IV/05).


� Ese día, se calcula que hubo una intensidad de precipitación de 41 mm/hora (desde las 14:20 a las 15:45) (Morris, 2004)


� El año 2001 AISA perdió un juicio con SAMAPA residual, adeudando aproximadamente 30 millones de Bs. de los cuales 750 mil $US fueron pagados en obras pluviales. De todas maneras, en vez de renegociar el contrato con AISA, SAMAPA, a solicitud de la HAM de La Paz, propuso, el año 2000, implementar una tasa municipal de alcantarillado pluvial de $US 0,50 habitantes/mes. Como siempre, los usuarios cargarían con los costos de una mala negociación, favoreciendo de esta manera a AISA. Felizmente la propuesta no fue más allá.


� Comunicación personal, asesor legal SAMAPA; noviembre 2004.


� Por ello, Arroyo, en su carta de 5/IV/05 apunta que “en los casos (como afirma Aguas del Illimani S.A. en sus documentos oficiales – 1er Quinquenio 1997 – 2002 ONDEO) de haberse hecho inversiones considerables (i.e. 1,9 millones de dólares en la tubería de Alta Presión Pampahasi – Ovejuyo, 7.1 millones de dólares en Puchucollo), resultará imprescindible para el nuevo operador saber con precisión el alcance técnico de dichas obras, su precio de mercado, nombre y/o patente constructivo o de procesos o tecnologías empleados, etc. aún para propósitos de operación futura, entendiendo que en estas propiedades de SAMAPA en ningún caso (al haber sido realizadas con créditos internacionales) le confieren derechos espectaticios a Aguas del Illimani. S.A.


Dados los montos arriba expresados creemos que la Superintendencia de Saneamiento Básico ya tiene información sobre si estos desembolsos fueron hechos dentro el marco que la Superintendencia de Saneamiento Básico y Aguas del Illimani S.A. tuvieran acordados para la contratación de bienes, obras y servicios y la verificación de calidades y costos”.


� En el mismo sentido, la claúsula 3.1.8.1. del contrato de régimen de Bienes.


� Otras características del crédito: 5 años de gracia, con interés anual equivalente a la tasa LIBOR más un punto porcentual, pagaderos en cuotas semestrales a partir del prior desembolso (AISA, s/f)


� Reunión en Cochabamba, 2003.


� Por su parte, El Correo del Sur (31-01-05) y Jornada (28-XI-04) hablan de $US 63 millones de inversión. AISA en otra presentación señala que las Inversiones – (Bienes de Uso), representan $us. 47 millones netos de depreciación al 31-12-04. (SISAB , 2005). El Gerente General de Aguas del Illimani afirmó que ya fueron invertidos 73 millones de dólares durante los siete años LP 27-XI-04. A quien creer?


� “Creo que es capacidad de la empresa reembolsar los préstamos, los más de 52 millones de dólares. Nosotros llegamos con un capital de 10 millones y la diferencia son los préstamos. Ahora está en juego nuestra capacidad de que podemos seguir invirtiendo y reembolsando las inversiones, por supuesto” Arnaud Bazure; LR 12/VIII/01). 


� La empresa Fitch Rating explica al respecto que “la incertidumbre generada está relacionada con el D.S. 27973 emitido en enero 2005 y la poca claridad de solución presentada a la fecha, luego de haber transcurrido más de siete meses. Como consecuencia del D.S., AISA pasó de bases de contabilización de una empresa en marcha a bases de discontinuidad de operaciones y cambió el criterio de valuación de los activos y pasivos. De esta manera, todos los pasivos los registró en el corto plazo (sin embargo, el cronograma de amortización de sus obligaciones se ha mantenido) y realizó una previsión por US$ 1,2 MM, que afectó las utilidades de la empresa (Fitch Ratings, 2005:1).


� Irónicamente, Arroyo señala que “La Superintendencia de Saneamiento Básico sobre el cumplimiento de las Cláusulas 9.1.1, 9.1.2 y 9.2 del Contrato de Concesión estamos seguros buscó “lograr precios competitivos de mercado” y tomó las providencias necesarias para la supervisión de las obras por Aguas del Illimani S.A. y su subsecuente certificación en cuanto a precios”.


� No se ha podido verificar si AISA efectivamente pagó el monto acordado.
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